
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BAENA AGUILAR, Ángel; HERRERA MOLI-
NA, Pedro Manuel, y SERRANO ANTÓN,
Fernando: La Agencia Tributaria fren-
te al contribuyente. Régimen jurídico
y problemas de constitucionalidad.
Editorial Comares, Granada, 1993.

I

La creación por la Ley 31/1990 de
Presupuestos para 1991 de la Agencia
Estatal de Administración Tributaria ha
supuesto una importante novedad en la
organización administrativa española.
Sin embargo, ello no se ha visto acom-
pañado de una atención prioritaria por
parte de la doctrina científica, proba-
blemente a causa de lo intrincado del
proceso de creación legal de la Agen-
cia: la Ley 31/1990 le dedica únicamen-
te un artículo, el 103 (bien es verdad
que bastante extenso, y modificado por
las leyes 18/1991, sobre el IRPF, y 31/
1991 de Presupuestos para 1992), de-
biéndose buscar su regulación concre-
ta en más de 30 decretos, ordenes, re-
soluciones y circulares. Tan sólo las úl-
timas ediciones de algunos manuales
de la llamada Parte Especial del Dere-
cho administrativo le dedican unas po-
cas líneas (el de PARADA, con comenta-
rios particularmente críticos), así como
determinados trabajos relacionados con
la llamada «privatización» (por ejem-
plo, los artículos de GARRIDO FALLA,
Privatización y reprivatización, publica-
do en el n.° 127 de esta REVISTA, y de
SALA ARQUER, Huida al Derecho privado
y huida del Derecho, en el n.° 75 de la
«REDA»). Según mis informaciones, los
únicos trabajos monográficos existen-
tes hasta la fecha —agosto de 1993—,
son: uno, aún inédito, de SÁNCHEZ BLAN-

CO [La Agencia Tributaria, atipicidad ju-
rídica y determinismo de lo residual como
expresión de la crisis del modelo
organizativo de las Administraciones
Públicas], comunicación presentada al
«Congreso en Homenaje al Profesor Cla-
vero», celebrado en Sevilla en septiem-
bre de 1991, actualmente en prensa, en
«W.AA.», Las Entidades instrumentales
de las Administraciones Públicas. Ho-
menaje al Profesor M. F. Clavero Arévalo];
dos de CARRASCO CANALS [La Agencia
Estatal de Administración Tributaria: una
regulación funcionarial atípica, «REDA»
n.° 74, 1992, y La Agencia Estatal de
Administración Tributaria: un nuevo
modelo de Administración Pública, co-
municación presentada a las «XV Jor-
nadas de Estudio de la Dirección Gene-
ral del Servicio Jurídico del Estado»
sobre El sistema económico en la Cons-
titución española, celebradas en Madrid,
en junio de 1992], y uno del tributarista
MURRIA ARNAU [La Agencia Estatal de
Administración Tributaria, «Revista Va-
lenciana de Hacienda Pública» número
de mayo-agosto de 1992].

Así las cosas, no sé si es significati-
vo que el primer libro dedicado a la
Agencia lo hayan escrito tres tributaris-
tas. Porque Ángel BAENA AGUILAR, Pe-
dro Manuel HERRERA MOLINA, y Fer-
nando SERRANO ANTÓN, autores de La
Agencia Tributaria frente al contribuyen-
te. Régimen jurídico y problemas de
constitucionalidad, son tres jóvenes pro-
fesores de Derecho financiero y tribu-
tario de la Universidad Complutense.
Tampoco sé hasta qué punto se ajusta a
la realidad la siguiente explicación: parte
de la doctrina administrativa, enfras-
cada desde hace relativamente poco
tiempo en el —presunto— debate sobre
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la —presunta— «privatización», habría
estado más pendiente de velar armas
para luchar contra «el enemigo» (la ex-
presión es de GUARINO, y la suscribe
PARADA) O contra la «enfermedad endé-
mica» (según dice DEL SANZ) que, a lo
que parece, de analizar y comentar las
leyes presuntamente privatizadoras
como la de creación de la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria.

En cualquier caso, bienvenida sea
esta primera monografía, a la que de
entrada cabe atribuir la virtud de dar a
conocer una realidad jurídico-positiva
(la Agencia Tributaria) que está en boca
de casi todos, pero que, repito, no ha-
bía sido estudiada con el necesario
detenimiento.

Cuatro son, a mi juicio, las notas
más importantes de las estructura temá-
tica del libro. La primera es el intento
de responder a la teóricamente fácil
pregunta de qué es la Agencia. La se-
gunda se centra en las razones que mo-
vieron al legislador a crearla. La terce-
ra pretende explicar su funcionamiento
(régimen jurídico, de personal y econó-
mico-financiero). Pero junto al qué, al
por qué y al cómo de la Agencia, hay un
cuarto elemento que no es propiamen-
te un análisis de la misma, sino que
consiste en un útilísimo anexo legis-
lativo, elaborado por Miguel Ángel
MARTÍNEZ LAGO, también Profesor de
la misma disciplina y Universidad, en
el que se enumeran todas las disposi-
ciones que hasta diciembre de 1992 han
ido configurando la Agencia Tributaria
y que contiene, además, el texto con-
cordado y anotado del artículo 103 de
la ley 31/1990 (con las sucesivas refor-
mas).

Del análisis del que, el por qué y el
cómo, los autores deducen que algunos
aspectos de la Agencia, cuando no su
existencia misma, son inconstituciona-
les. En realidad, los problemas de
constitucionalidad y las consecuencias
de la hipotética declaración de incons-
titucionalidad constituyen, tal y como
se nos dice en el primer apartado que
sirve de planteamiento general (pág. 13),
lo esencial del libro. De manera que
voy a articular el presente comentario
del modo siguiente: comenzaré entre-
sacando los aspectos, a mi juicio, más

destacables del régimen jurídico de la
Agencia para después centrarme en al-
gunos de los argumentos, en virtud de
los cuales BAENA, HERRERA y SERRANO

mantienen la inconstitucionalidad de
la Agencia.

II

La Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria es «un Ente de Derecho
Público de los previstos en el artículo
6.5 de la LGP, con personalidad jurídi-
ca propia y plena capacidad pública y
privada, integrado en las Administra-
ciones Públicas centrales y adscrito al
Ministerio de Economía y Hacienda a
través de la Secretaria de Estado de
Hacienda» (art. 103.1.1 de la ley 31/
1990), «responsable, en nombre y por
cuenta del Estado, de la aplicación efec-
tiva del sistema tributario estatal y del
aduanero» (art. 103.1.2). El cajón de
sastre que es el artículo 6.5 LGP tiene,
pues, un inquilino más, cuya caracteri-
zación, como subrayan los autores, no
es fácil (de hecho, en el título del traba-
jo de SÁNCHEZ BLANCO antes citado se
habla de «atipicidad jurídica»). No
ostante la inclusión en el artículo 6.5
de la LGP, la ley de creación lo engloba
bajo la rúbrica «Sociedades Estatales»,
junto al INI y a la Escuela Oficial de
Turismo. En las páginas 18 a 22 los
autores hacen un encomiable —aunque,
a mi juicio, poco útil— esfuerzo de
tipificación de la Agencia, indagando si
encaja en alguna de las categorías co-
nocidas de la LEEA o de la LGP (Orga-
nismo Autónomo, «Sociedad Estatal»
del artículo 6.1 de la LGP). Digo inútil
porque, de un lado, la referencia al ar-
tículo 6.5 de la LGP tiene muy escaso
valor, y, de otro, la conclusión a que
llegan los autores («Desde un punto de
vista sustantivo, y al margen de la deno-
minación legal, la Agencia responde a
los caracteres típicos de aquellas "So-
ciedades Estatales", distintas de las so-
ciedades mercantiles en cuyo capital sea
mayoritaria la participación del Esta-
do»: pág. 19) tampoco sirve para acla-
rar la naturaleza ni el régimen jurídico
de la Agencia.

Pero lo que más llama la atención es
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su «plena capacidad pública y privada»
(la misma que, por ejemplo, ostenta la
Comisión Nacional del Mercado de Va-
lores, también Ente del artículo 6.5 LGP:
véase el artículo 14 de la LMV). En pa-
labras de GARRIDO, «lo auténticamente
peculiar de la nueva Agencia es su do-
ble condición de persona jurídica pri-
vada y pública a la vez» (.Privatización y
reprivatización, en el n." 127 de esta
REVISTA, pág. 22). Ello conduce a plan-
tearse la siguiente pregunta: ¿para qué
necesita la gestión tributaria el Dere-
cho privado? Y es que los justificados
recelos con que se ha acogido a la Agen-
cia en la doctrina científica traen cau-
sa, a mi juicio, de la perplejidad provo-
cada por la penetración del Derecho
privado en una actividad como la re-
caudación y gestión tributaria, típica-
mente pública o de imperium y alejada
de los sectores en los que tradicional-
mente se han aplicado modelos y técni-
cas privatistas (prestación de servicios
públicos comerciales e industriales, fo-
mento, etc.). Perplejidad que no se des-
peja, ni mucho menos, cuando se cons-
tata la falta de disposiciones claras y de
límites tajantes a la utilización del De-
recho privado por la nueva Administra-
ción tributaria.

El artículo 103.2 de la ley 30/1991
establece, en su párrafo segundo, que
la contratación de la Agencia «se desa-
rrollará en régimen de Derecho priva-
do», y en su párrafo tercero, que «la
Agencia podrá constituir o participar
en el capital de toda clase de entidades
que adopten la forma de sociedad mer-
cantil y cuyo objeto social esté vincula-
do con los fines y objetivos de aquélla».
De esta «privatización» (así como de
las peculiaridades presupuestarias y de
intervención, que luego veremos), los
autores deducen que es muy discutible
el carácter de Administración pública
de la Agencia (págs. 2] y 22). En reali-
dad, si no he entendido mal, lo que se
le reprocha a la Agencia no es tanto
que no sea formal ni materialmente un
órgano de la Administración pública
(pues se trata de un Ente público que
realiza básicamente funciones públicas
regidas por el Derecho público: artícu-
lo 103.2.1 de la ley de creación), sino,
siguiendo a FERREIRO, que estos aspec-

tos privados significan una «huida del
Derecho público», una derogación in-
justificada del sistema constitucional-
mente exigido de régime administratif y
una merma de garantías y de controles,
lo cual convierte a dicha «huida» en
inconstitucional. De este modo vendrían
a suscribir la idea de reserva de Dere-
cho administrativo defendida por DEL
SAZ. Pero sobre la inconstitucionalidad
de la Agencia y de esta «privatización»
volveré más adelante.

Lo que sí me interesa destacar aho-
ra es la cuestión de la creación de socie-
dades mercantiles, pues en ella —junto
con la contratación en régimen de De-
recho privado— tal vez esté la respues-
ta a la pregunta de para qué le puede
servir a la Administración tributaria el
Derecho privado. Los autores señalan
que varios municipios (Las Palmas,
Valladolid, Málaga, Madrid) han cons-
tituido sociedades mercantiles (en Ma-
drid, la ERESA —Empresa de Recau-
dación Ejecutiva, S. A.—) para «gestio-
nar determinados servicios relaciona-
dos con la vía de apremio (práctica de
notificaciones, suministro de informa-
ción, etc.)» (pág. 52). Luego en esta fun-
ción auxiliar parece hallarse la razón
de ser de la posibilidad de creación de
sociedades mercantiles de gestión, que
hasta ahora eran conocidas en otros
ámbitos: por ejemplo, en la organiza-
ción de olimpiadas (HOLSA: Barcelona
Holding Olímpico, S. A.) o de la Expo-
sición Universal de Sevilla, así como en
la gestión de las Bolsas de valores (las
sociedades rectoras de las Bolsas pre-
vistas en el artículo 48 de la LMV y
desarrolladas por el Real Decreto 717/
1989, de 23 de junio, sobre Sociedades
Rectoras, Sociedades de Bolsa y Fianza
Colectiva, que sustituyen a las antiguas
Juntas Sindicales y que se ocupan, bajo
el control de la CNMV, de la organiza-
ción y funcionamiento interno de los
mercados). Ciertamente, tales socieda-
des —en teoría— no gestionan ni ejer-
citan por sí mismas funciones públicas
recaudadoras, pero no es menos cierto
que, como dicen los autores, «tampoco
merece un juicio positivo la posibilidad
de constituir sociedades con ánimo de
lucro cuya finalidad sea auxiliar la ges-
tión tributaria» (pág. 53).
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III

Respecto del por qué de la Agencia,
los autores se han esmerado en recoger
la voluntas legislatoris (por medio del
Preámbulo de la ley de creación) así
como opiniones de destacados miem-
bros del Gobierno y de la propia Agen-
cia (singularmente la del hoy Director
General, DELGADO PACHECO). De lo que
se trataba era, según el citado Preám-
bulo, de lo siguiente: en el marco de
«los procesos de reforma de la Admi-
nistración», y particularmente de la
«nueva cultura administrativa», la crea-
ción de la Agencia Tributaria persigue
«una eficaz correlación entre la estruc-
tura de la nueva entidad y las funcio-
nes a desempeñar por la misma», así
como «la adecuada combinación de
normas públicas y privadas que permi-
ta conseguir la máxima operatividad en
el desempeño de tales funciones y, en
concreto, la de la gestión eficaz del sis-
tema tributario» (pág. 23). Los autores
lo sintetizan diciendo que los pilares
de la Agencia son dos: la forma jurídica
(que permite la automomía gestora) y
un «nuevo» método de trabajo (la «nue-
va cultura administrativa o gerencial»).

Por lo que se refiere a lo primero,
BAENA, HERRERA y SERRANO, afirman
que «la Agencia supone una auténtica
descentralización administrativa, no
una mera desconcentración de funcio-
nes» (pág. 28), ya que, como sabemos,
se trata de un Ente del artículo 6.5 de
la LGP cuyos actos agotan la vía admi-
nistrativa (art. 103.2.4 de la ley de crea-
ción). Se consideró que la antigua es-
tructura de la Administración tributa-
ria no era eficaz (o eficiente: en segui-
da me referiré a estos dos conceptos), y
que, por consiguiente, se requería una
reforma organizativa. Reforma que, a
lo que parece, se inspira en el modelo
norteamericano del Intemal Reverme
Service (analizado en las páginas 36 a
38). El término «Agencia» parece ade-
más evocar dicho modelo, si bien es
una palabra que se viene empleando en
el Derecho español para designar orga-
nismos tan poco similares como la Agen-
cia Andaluza del Medio Ambiente, la
Agencia para el Aceite de Oliva, la Agen-
cia Española de Cooperación Interna-

cional o la reciente Agencia de Protec-
ción de Datos Informáticos prevista en
la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octu-
bre, y desarrollada por Real Decreto
428/1993, de 26 de marzo.

Pero la reforma organizativa va —o
debe ir— acompañada, según fuentes
oficiales, de «un cambio en las actitu-
des, las formas de trabajo y la motiva-
ción del conjunto de personal» (pág. 29).
O sea, la «nueva cultura administrati-
va» o «nueva cultura gerencia]». Im-
pulsada desde el MAP por medio del
Plan de Modernización de la Adminis-
tración del Estado (véase el documento
Reflexiones para la modernización de la
Administración del Estado, MAP, Ma-
drid, 1990, así como el primer balance
anual de resultados de la aplicación del
Plan, publicado en abril de 1993), esta
«nueva cultura» supone, teóricamente
y según sus mentores, un cambio im-
portante en las formas, la finalidad, la
perspectiva, la gestión y la concepción
global de la actividad administrativa, y
ello con el fin de cumplir mejor el man-
dato constitucional del artículo 103.1
CE y de adaptar la Administración a lo
que de ella espera y exige la sociedad.
Ejes de esta idea son la eficacia y la
eficiencia. Me interesa destacar que los
autores no solamente distinguen entre
ambas nociones, sino que las distinguen
acertadamente. Y es que a menudo se
confunde la eficacia (que mide el grado
en que se alcanzan los objetivos desea-
dos o previstos) con la eficiencia (que
se refiere al coste al que se consiguen
los objetivos, coste evaluado en recur-
sos de todo tipo: técnicos, humanos,
económicos, materiales). Como digo, los
autores reflexionan sobre ambos con-
ceptos y sobre cómo la creación de la
Agencia puede incidir sobre ellos. Res-
pecto de la eficiencia, se traen a cola-
ción datos, a mi juicio, sumamente in-
teresantes, como por ejemplo que en la
Administración tributaria española la
relación coste/recaudación es bastante
mejor que en muchos países de nuestro
entorno (págs. 32 y 33). Y creo que es
importante destacarlos porque tal vez
así se contribuya a romper la idea (jus-
tificada o no) de la Administración es-
pañola como poco eficiente o poco pro-
ductiva: los pocos datos actualmente
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disponibles ponen de manifiesto que
«España es el país que con una menor
proporción de asalariados de las Admi-
nistraciones Públicas respecto de la
población ocupada (12,2 por 100, fren-
te al 17,8 por 100 en Francia y al 15,8
por 100 en Italia) gestiona una propor-
ción relativamente mayor de sus gastos
públicos respecto del PIB (40.8 por 100,
frente a 46,4 por 100 en Francia y 47
por 100 en Italia)» (fuente: EUROSTAT,
sistema europeo de contabilidad eco-
nómica integrada, SEC. Tomo los da-
tos de M. BELTRAN VILLALVA, La pro-
ductividad de la Administración españo-
la: un análisis comparativo, Instituto de
Estudios de Prospectiva, Madrid, 1991,
págs. 148 y ss.)- Los autores muestran
asimismo su escepticismo respecto de
la presunta superioridad del sector pri-
vado español sobre la Administración
en aspectos como la competitividad o
la buena gestión (pág. 85). De la efica-
cia —básicamente el incremento de la
recaudación tributaria— se dice que es
la verdadera razón (declarada) de la
creación de la Agencia. BAENA, HERRERA
y SERRANO, estando en general de acuer-
do en que la Agencia, dada su especiali-
zación y el peculiar régimen de retribu-
ción de su personal, puede contribuir
al aumento de la eficacia de la Admi-
nistración tributaria, critican no obs-
tante la, a su juicio, «absolutización»
de tal objetivo. En las páginas 33 y 34,
y sobre todo en las páginas 115 y 116,
se afirma que tal «absolutización» de la
eficacia recaudatoria, que implicaría su
medición en términos casi exclusiva-
mente económicos, supone que prime
el medio (la recaudación) sobre el fin
(el servicio o la consecución de los in-
tereses generales). Se contrapone, ade-
más, la actividad financiera al Derecho
administrativo: «La actividad financie-
ra... es, por definición mediata, instru-
mental. Esto es lo que la distingue del
Derecho administrativo: no es un fin
en sí misma, sino un medio —necesa-
rio— para la consecución del interés
general» (pág. 115).

Ninguna de las dos afirmaciones me
parece del todo convincente: a lo pri-
mero cabría responder que se aumenta
la eficacia fiscal, haciendo hincapié en
los «medios» (el Estado ingresa más)

para mejor satisfacer los fines de inte-
rés general (se podrán construir más
carreteras, escuelas, o se reducirá el
déficit público que, según parece, es
fuente de grandes desequilibrios eco-
nómicos). Así, los medios y los fines
pueden no estar tan disociados. Cabría
también afirmar que el velar por el es-
tricto cumplimiento de las leyes tributa-
rias es una de las obligaciones insosla-
yables de la Administración. Y respecto
de lo segundo (esto es: la contraposi-
ción entre la gestión tributaria y el De-
recho administrativo), no se acierta a
comprender por qué la «actividad fi-
nanciera es por definición instrumen-
tal», mientras que el Derecho adminis-
trativo no lo es, salvo que se identifique
el Derecho administrativo, como régi-
men jurídico propio de las personas
públicas, con la prestación material de
los servicios públicos.

He hecho referencia a la razón de
ser, declarada u oficial, de la Agencia.
Y es que todos los comentaristas han
puesto de manifiesto que existe otra
«verdadera razón», pero encubierta o
no declarada: «La motivación anímica
del personal al servicio de la Adminis-
tración tributaria (principalmente el
más cualificado, al ser el más tentado
por otras dedicaciones) parece ser la
principal razón impulsora de la crea-
ción de la Agencia: buena parte de su
peculiar régimen jurídico (financiación,
presupuesto) parece precisamente en-
caminada a posibilitar un régimen
organizativo y retributivo atrayente»
(pág. 61). En idéntico sentido se pro-
nuncian GARRIDO (Privatización y repri-
vatización, n.° 127 de esta REVISTA,
pág. 22) y PARADA (Derecho administra-
tivo. Organización y empleo público,
Marcial Pons, Madrid, 6.a ed., 1992,
pág. 233). En efecto, las especialidades
presupuestarias y en materia de perso-
nal, así como el llamado «recurso por-
centual» (porcentaje de las operaciones
de inspección y liquidación que revier-
te al presupuesto de la Agencia) perse-
guirían la incentivación económica de
los (altos) funcionarios de la Hacienda
Publica, para así evitar las masivas fu-
gas a la empresa privada que, según
parece, se venían produciendo en los
últimos años, y también para lograr un
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aumento de la recaudación. Pues bien:
si tal es la razón última de la reforma,
¿era necesaria toda la parafernalia
organizativa, presupuestaria y «priva-
da»?, ¿no había otro modo de incentivar
a los funcionarios?, ¿es que con la
legislación funcionarial vigente no se
podía establecer un sistema retributivo
similar?, ¿acaso el famoso complemen-
to de productividad no está precisamen-
te para eso? Me parece que si lo que se
quería realmente era el incentivo eco-
nómico del personal de la Hacienda, el
legislador ha matado moscas a cañona-
zos, pues ha creado, a bombo y platillo,
todo un complejo organizativo y presu-
puestario —parcialmente sometido al
Derecho privado— cuando las técnicas
del Derecho administrativo probable-
mente ofrecían soluciones mucho más
fáciles (eso sí, tales técnicas no le hu-
biesen permitido acuñar términos como
«nueva cultura gerencial», ni inventar-
se «la retórica de la modernización ad-
ministrativa» —la expresión es de LÓPEZ
RAMÓN en Reflexiones sobre el ámbito
de aplicación de la LRJAP, en el n.° 130
de esta REVISTA, pág. 101—, ni tampoco
rescatar etiquetas presuntamente nove-
dosas como la reforma de la Adminis-
tración).

En cualquier caso, loable y necesa-
rio empeño éste de reflexionar acerca
del lugar que ha de ocupar la Adminis-
tración en la sociedad, acerca de cómo
prestar un mejor servicio o satisfacer
mejor las necesidades de los ciudada-
nos. Sólo que esta reflexión que va a
desembocar en una «nueva administra-
ción» viene produciéndose desde hace
decenios. Pues la «reforma de la Admi-
nistración» es algo que se ha escucha-
do en boca de todos los gobernantes
que se recuerdan; y los planes, decretos
y medidas a menudo se quedaban en
una lista de buenas intenciones. Lo que
hace falta es que la reflexión se haga en
serio (o sea, lejos de modas, coyuntu-
ras, apriorismos, obcecaciones y etique-
tas —ejemplo de ello: el conocido cam-
bio de nombre, y posterior rectifica-
ción, del cuerpo de Abogados del Esta-
do—, y basada en datos, experiencias,
realidades y necesidades), y que la con-
siguiente modernización o reforma res-
ponda a una política —subrayo el tér-

mino, pues de política se trata— admi-
nistrativa coherente con las finalidades
de eficacia y eficiencia deseadas y sin
(demasiados) efectos perversos.

Las modernizaciones y las reformas,
y la «nueva cultura administrativa» (y
por tanto, la Agencia Tributaria, aban-
derada de ambas) han de justificarse en
la realidad administrativa diaria: hasta
entonces —hasta que existan datos so-
bre el funcionamiento de la Agencia y
de las demás reformas— el juicio sobre
aquéllas ha de quedar en suspenso.

Por lo que se refiere a cómo funcio-
na la Agencia, los autores distinguen
entre régimen jurídico propiamente di-
cho, régimen de personal y régimen eco-
nómico-financiero. Ya sabemos algo
sobre la doble caracterización de la
Agencia: aparentemente se trata de una
persona pública para las funciones de
gestión, inspección y recaudación, y de
persona privada para la contratación y
la creación de sociedades mercantiles.
Cabe asimismo mencionar otras pecu-
liaridades organizativas. Y es que, como
señalan —y critican— los autores, la
ley de creación no dice apenas nada
sobre la estructura orgánica: el artícu-
lo 103.3 de la ley 31/1990. referido a los
órganos rectores, no solamente es muy
escueto (limitándose a mencionar al
Presidente, que será el Secretario de
Estado de Hacienda, al Director Gene-
ral, al Consejo de Dirección, a una pe-
culiar Unidad de Policía Fiscal y a sus
respectivas funciones), sino que la re-
gulación de todo el resto de la estructu-
ra orgánica «no se encuentra recogida
por la ley, ni tan siquiera por un Decre-
to, sino por órdenes ministeriales y, en
su gran parte, por resoluciones del Pre-
sidente de la Agencia» (pág. 45). De
modo que se ha producido una degra-
dación normativa de la estructura de la
Agencia.

Estructura de la que, por otra parte,
podemos destacar que los órganos peri-
féricos de la Agencia —creados por la
orden de 27 de diciembre de 1991— no
habrían sustituido por completo a las
antiguas Delegaciones de Hacienda,
«pues éstas continuarán desempeñan-
do aquellas funciones residuales no atri-
buidas a la Agencia por carecer de con-
tenido tributario» (pág. 51).
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En cuanto al régimen económico-
financiero, mencionar las especialida-
des presupuestarias, derivadas de la
configuración de la Agencia como Ente
del artículo 6.5 de la LGP (es decir: la
no aplicación en la práctica de la LGP,
puesto que dicho precepto remite la dis-
ciplina «del resto de los Entes del sec-
tor público estatal no incluidos en este
artículo ni en los anteriores» a sus le-
yes de creación). El presupuesto «ten-
drá carácter estimativo para la distri-
bución en categorías económicas de los
créditos de los programas» (art. 103.6.1
de la ley de creación), y desaparece el
control previo del gasto, siendo susti-
tuido por un control a posteriori y por
un control interno a cargo de la Subdi-
rección General de Control Financiero
Interno (creada por Orden de 21 de di-
ciembre de 1992). Pero lo que más lla-
ma la atención en la financiación de la
Agencia es el llamado «recurso porcen-
tual» previsto en el artículo 103.5.8.a,)
de la ley 31/1990. Se trata de que la
Agencia se autofinancie parcialmente,
por medio de un porcentaje de la canti-
dad total obtenida en los actos de liqui-
dación, inspección y gestión recauda-
toria (porcentaje fijado anualmente por
la Ley de Presupuestos: 18 por 100 en
1992, 16 por 100 en 1993). Lo que se
pretende, parece ser, es «interesar» a la
Administración tributaria en el resulta-
do de las funciones de inspección y ges-
tión, e indirectamente a los funciona-
rios, en la medida en que su retribu-
ción no va a depender del Presupuesto
del Estado, sino del de la propia Agen-
cia. De hecho SALA AROUER mantiene
que se trata de un caso de «gestión in-
teresada» (Huida al Derecho privado y
huida del Derecho, «REDA» n° 75, 1992,
nota 15 pág. 405).

Gestión interesada que es acertada-
mente criticada por los autores, en la
medida en que «las actividades que su-
pongan un mejor servicio a los ciuda-
danos cumplidores (la información y
auxilio al contribuyente, el reconoci-
miento de exenciones, las devolucio-
nes de tributos y de ingresos indebi-
dos y otras actuaciones similares)»
—pág. 119— no generan recurso porcen-
tual, luego no «motivan» a los funcio-
narios ni, aparentemente, se verán afec-

tadas por la «nueva cultura administra-
tiva». Pero existe otra crítica importan-
te (que los autores convierten, según se
verá, en un vicio de constitucionalidad):
consiste en afirmar que no parece muy
razonable ni muy ético que la retri-
bución de determinados administrado-
res dependa, siquiera parcialmente, del
dinero que pasa por sus manos.

BAENA, HERRERA y SERRANO anali-
zan la naturaleza jurídica de este re-
curso y su hecho generador. Contraria-
mente a quienes, como VICENTE-ARCHE,
opinan, a mi juicio con razón, que no
cabe hablar de relaciones tributarias
entre órganos de las Administraciones
Públicas (véase su postura en la nota
153 de pág. 93), se afirma que el recur-
so porcentual «se asemeja mucho a un
tributo» (pág. 109), del que seria sujeto
pasivo la Administración del Estado
—por medio de una transferencia rea-
lizada por el Tesoro Público— y sujeto
activo la Agencia.

IV

Esto es lo más sobresaliente de la
Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria, tal y como nos es presentado
por los autores. Y, según quedó apun-
tado más arriba, a gran parte de estas
características se formulan reproches
de constitucionalidad. Veamos algunos
de ellos.

El primero se refiere a su procedi-
miento de creación. Se afirma que la
inclusión en la ley 31/1990 de Presu-
puestos para 1991 no cumple los dos
requisitos establecidos por el TC en su
Sentencia 76/1992, de 14 de mayo (a
saber: «relación directa con los gastos
e ingresos que integran el Presupuesto
o con los criterios de política económi-
ca de la que ese Presupuesto es el ins-
trumento» y «que su inclusión sea un
complemento necesario para la mayor
inteligencia y para la mejor y más efi-
caz ejecución del Presupuesto y, en ge-
neral, de la política económica del Go-
bierno»; véase el párrafo octavo del FJ
4.°). Probablemente lleven los autores
razón. Además de por los convincentes
motivos jurídicos que exponen en las
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páginas 107 y 108, porque la realidad
posterior demostró que la Agencia no
tenía por qué haber estado regulada
donde lo estuvo: «¿Cómo puede consi-
derarse la Agencia un "complemento
necesario" para el Presupuesto de 1991
si el Ministerio de Economía y Hacien-
da pospuso su constitución efectiva has-
ta el 1 de enero de 1992?» (pág. 107).
Lo que ocurre con el evidente fraude de
ley y con la indudable inconstitucio-
nalidad del uso torticero de la Ley de
Presupuestos para crear o derogar nor-
mas sustantivas que nada tienen que
ver con el contenido de semejante ley,
es que su anulación por el TC, dadas
las enormes consecuencias que ello ten-
dría, parece, a priori, bastante poco pro-
bable. De todos modos, los autores de-
dican unas cuantas páginas (123 a 130)
a dilucidar cuáles puedan ser las con-
secuencias para los obligados tributa-
rios de la declaración de inconstitucio-
nalidad de la Agencia.

El segundo vicio de inconstituciona-
lidad ya quedó antes apuntado: la «pri-
vatización» que aparentemente implica
la Agencia sería incompatible con el sis-
tema constitucional de garantías y con-
troles en régimen de Derecho adminis-
trativo. Sobre ello volveré enseguida.

Otro reproche es que «el recurso
porcentual se asemeja mucho a un tri-
buto, y la ley de Presupuestos no puede
crear tributos» (pág. 109) —si bien los
autores reconocen que la naturaleza
tributaria del recurso no es indiscuti-
ble; es más, a mí me parece que un
órgano de la Administración no puede
ser sujeto pasivo de sus tributos, su-
puesto que no quepa hablar de relacio-
nes tributarias entre órganos de las
Administraciones Públicas.

También se afirma que el procedi-
miento de reforma de la ley de creación
de la Agencia, en las disposiciones
adicionales de la Ley 18/1991 sobre el
IRPF, «responde a un técnica de poca
elegancia jurídica» «que encubre un cla-
ro fraude de ley» (págs. 109 y 110). Los
autores se refieren a la introducción en
el Senado de enmiendas «extravagan-
tes» —esto es, no relacionadas con la
materia regulada por el proyecto— que
pueden ser aprobadas o rechazadas,
pero no discutidas, por el Congreso; ello,

ajuicio de BAENA, HERRERA y SERRANO,
«cercena el derecho de enmienda de los
diputados» (pág. 110). CARRASCO CANALS
habla de reforma «sibilina» y «subrep-
ticia» (La Agencia..., cit., págs. 187 y
205), y afirma que las disposiciones
adicionales 17.a y 23.a de la ley 18/1991
son, además de un «galimatías» (pág.
190), un disparate desde el punto de
vista de la técnica legislativa.

El quinto vicio de constitucionalidad
señala que la Agencia se rige, en buena
medida, por resoluciones del Presidente
de la Agencia (el Secretario de Estado
de Hacienda), afirmándose que esta
degradación normativa es, en determi-
nados casos, inconstitucional, ya que
algunas de estas facultades normativas
inciden sobre los derechos de los ciu-
dadanos (por ejemplo, la deslegalización
de la designación de las autoridades
competentes para autorizar la investi-
gación de movimientos de cuentas ban-
carias: pág. 111).

En cuanto al recurso porcentual, los
autores afirman, siguiendo a FERRERIRO,
que «genera en los funcionarios unos
intereses particulares que pueden inci-
dir negativamente sobre la imparciali-
dad de las liquidaciones tributarias gi-
radas por la inspección» (pág. 119).

Por último, se nos habla de una «rup-
tura de los principios presupuestarios»
de unidad de caja y de especialidad
(cuantitativa y cualitativa), así como
—en la primera redacción del artícu-
lo 103 de la ley 30/1991— de universali-
dad, admitiéndose, no obstante, que
sería complicado defender la violación
frontal del artículo 134 CE (págs. 119
y 120).

Hasta aquí las críticas a la regula-
ción de la Agencia y las dudas respecto
de su constitucionalidad. Dejando de
lado su creación por ley de Presupues-
tos, que no es sino uno más de los
injustificables y prácticamente impu-
nes abusos del legislador, me parece
que el dato o el reproche realmente
importante, por enmarcarse en un de-
bate de absoluta actualidad, es el refe-
rente a la «huida del Derecho público»
(o «privatización»).

Como es notorio, desde hace relati-
vamente poco tiempo se viene produ-
ciendo un debate doctrinal sobre la
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«privatización», con aportaciones de
RODRÍGUEZ ARANA (La privatización de
la empresa pública, Montecorvo, Madrid,
1991), PARADA (Derecho administrativo.
Organización y empleo público, Marcial
Pons, Madrid, 4.a ed., 1992, págs 230 a
241), PALOMAR OLMEDA (Consideracio-
nes generales sobre el sometimiento al
Derecho privado de la actividad de la
Administración, «RICA», vol. 57 n.°4),
GARRIDO FALLA (Privatización y repri-
vatización, en el n.° 127 de esta REVIS-
TA), DEL SAZ (Desarrollo y crisis del De-
recho administrativo. Su reserva consti-
tucional, en CHINCHILLA-LOZANO-DEL
SAZ, Nuevas perspectivas del Derecho
administrativo, Civitas, Madrid, 1992,
págs. 101 a 195), BORRAJO (El intento
de huir del Derecho administrativo,
«RED» n.° 78, 1993), SALA ARQUER (Hui-
da al Derecho privado y huida del Dere-
cho, «REDA» n.° 75, 1992), ARIÑO ORTIZ
(Economía y Estado. Crisis y reforma
del sector público, Marcial Pons, Ma-
drid, 1993), VILLAR PALAS! («Tipología
y Derecho estatutario de las entidades
instrumentales de las Administraciones
Públicas», en «W.AA», Las entidades
instrumentales de las Administraciones
Públicas. Homenaje al Profesor M. F. Cla-
vero Arévalo, en prensa), o S. MARTÍN-
RETORTILLO (Las empresas públicas: re-
flexiones del momento presente, en el n°
126 de esta REVISTA). Y tal debate, con-
tra lo que podría parecer, no es nuevo:
es esencialmente el mismo que ha ve-
nido ocupando a la doctrina desde la
ruptura, hace muchas décadas, de los
dos grandes criterios históricos del De-
recho administrativo (las prerrogativas
públicas y el servicio público). O sea, la
discusión sobre las fronteras —¿sobre
la justificación misma de las fronte-
ras?— entre el Derecho administrativo
y el Derecho común o privado. Posible-
mente en estos momentos la utilización
por las personas públicas del Derecho
privado revista caracteres que hace cin-
cuenta años hubiesen sido inimagina-
bles, y de ahí la perplejidad —y la críti-
ca— con que, según quedó apuntado,
la doctrina científica ha recibido la apli-
cación del Derecho privado a determi-
nadas actividades relacionadas con la
gestión tributaria. Pero, repito, el pro-
blema doctrinal es básicamente el mis-

mo. Y no sólo no es nuevo, sino que tal
cuestión —la aplicación simultanea o
superpuesta del Derecho administrati-
vo y del Derecho privado— no ha de
valorarse, en principio, como intrínse-
ca y necesariamente «mala»: como to-
dos sabemos, ha sido uno de los ejes
esenciales de la evolución y la renova-
ción científica —y, por qué no, de la
crisis— del Derecho administrativo.

Desmitificado —si se me permite la
expresión— el debate, me parece que
también es necesario desmitificar la
«privatización» (de hecho, BORRAJO ha-
bla de «pseudo-privatización»: El inten-
to..., cit., pág. 249). Porque es un térmi-
no que engloba demasiadas realidades,
y que a menudo se utiliza alegre e
injustificadamente. No es lo mismo la
aprobación por el Consejo de Ministros
de la venta de acciones de una empresa
pública que la creación de una socie-
dad anónima de gestión administrativa
o de promoción turística, ni tampoco
es lo mismo la transformación del Or-
ganismo Autónomo de Correos y Telé-
grafos en un organismo de carácter co-
mercial parcialmente sometido al De-
recho privado que la liberalización de
determinados sectores monopolísticos.
Pero a todo ello se le suele llamar
«privatizar» (o «despublificar» o «huir
al Derecho privado»). Y sin embargo
no se aplica la etiqueta, por ejemplo, a
la financiación privada de los vistosos
cursos de verano de una conocida Uni-
versidad madrileña, o a la cada vez más
frecuente solución arbitral de determi-
nados litigios o reclamaciones (en ma-
teria de consumo).

Quiere decirse que antes de crear
etiquetas o de debatir sobre presuntos
fenómenos generalizados es menester
sentar al menos unas pocas bases con-
ceptuales que permitan responder con
un mínimo de coherencia a preguntas
como ¿qué es la «privatización»?, ¿en-
caja en la Constitución la llamada «hui-
da al Derecho privado»?, ¿es la Agencia
Tributaria un caso de privatización?

Obviamente no es éste el lugar, ni
tampoco es mi intención, para respon-
der a tales preguntas. Sí me gustaría
puntualizar algo la afirmación de BAENA,
HERRERA y SERRANO que considera in-
constitucional la «privatización» de la
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Agencia en materia de contratación y
de sociedades mercantiles. Los autores
se apoyan en una opinión de FERRRIRO,
según la cual la Constitución quiere
someter (¿toda?) la actividad de la Admi-
nistración al Derecho público adminis-
trativo «radicalmente distinto al régi-
men de rule of law propio de los países
anglosajones, en que la actuación ad-
ministrativa aparece sometida al mis-
mo sistema de controles y responsabi-
lidades, de posibilidades de actuación,
que los particulares. La Administración
no está sometida en él a los controles y
responsabilidades del régimen adminis-
trativo, pero tampoco goza de sus ven-
tajas» (pág. 21). De este modo, los au-
tores parecen sumarse a la idea, lanza-
da por DEL SAZ, de la reserva constitu-
cional de Derecho administrativo. Fren-
te a esta opinión, lo bastante conocida
para tener que repetir ni siquiera sintéti-
camente los argumentos de la autora,
BORRAJO mantiene —a mi juicio de
manera más matizada— no sólo la
inexistencia de dicha reserva, sino tam-
bién que «quizá los Códigos del Dere-
cho privado, reforzados por la Consti-
tución y el Derecho comunitario euro-
peo, ofrezcan un sustrato suficiente para
la existencia de un Derecho adminis-
trativo paralelo al que se cimenta en
las leyes administrativas y cuya cons-
trucción corresponde a la jurisprudencia
y los estudiosos» (El intento..., cit.,
pág. 249). Vendría, pues, a crearse lo
que en Italia alguien ha denominado
«Derecho civil del Estado» (véase el li-
bro de Marina SANTILLI, // diritto civile
dello Stato. Momenti di un itinerario ira
pubblico e privato, Giuffré, Milano,
1985). En definitiva: BORRAJO afirma
que la pseudo-privatización no tiene por
qué ser necesariamente un retroceso
en las garantías para los ciudadanos ni
un mecanismo de escape a los contro-
les políticos o presupuestarios, ni tam-
poco una excepción al principio de res-
ponsabilidad universal de la Adminis-
tración: el derecho privado (civil, mer-
cantil, laboral) contiene —o puede
contener— reglas de control que ten-
gan en cuenta que «la Administra-
ción no actúa como un propietario,
sino como un administrador de intere-
ses ajenos» (BORRAJO, El intento..., cit.,

pág. 236). Frente a ello, DEL SAZ opina
que «en el fondo, la huida de las Admi-
nistraciones Públicas al Derecho priva-
do es la huida de todo Derecho y de
toda jurisdicción» (Desarrollo y crisis...,
cit., pág. 177). Así las cosas, ¿cómo en-
caja la Agencia Tributaria en este de-
bate? Si tenemos en cuenta que su
«privatización» es sólo relativa, y en
todo caso no mayor que otras acon-
tencidas en el pasado inmediato, y cuya
constitucionalidad apenas se ha cues-
tionado; que no se «privatizan» —en el
sentido de someterlas al Derecho pri-
vado o de encomendarlas a personal
laboral— funciones tributarias públi-
cas o de imperium; que el régimen del
personal es básicamente el de la legis-
lación vigente en materia de funciona-
rios, es decir, mixto entre personal la-
boral y personal estatutario (con las
particularidades señaladas por CARRAS-
CO CANALS en el artículo antes citado
publicado en el n." 74 de la «REDA»);
que de algunas de sus más llamativas
remisiones al Derecho privado —la con-
tratación y las sociedades mercantiles—
no se tienen aún datos, tal y como re-
conocen BAEKA, HERRERA y SERRANO,
que permitan dudar de su empleo le-
gal y acorde con las reglas iusadmi-
nistrativas; y si se acepta, al menos como
posibilidad, la idea de BORRAJO del «nue-
vo» control de los entes administrativos
sometidos al Derecho privado, me pa-
rece muy poco plausible sostener la
inconstitucionalidad de la Agencia Tri-
butaria.

No se interprete esta afirmación
como una toma de partido en el debate
sobre la «privatización», aunque repito
que el enroque de BORRAJO me parece
más matizado y realista (y no sólo por-
que su réplica a los argumentos de DEL
SAZ es bastante convincente, sino tam-
bién por un motivo que, si no me equivo-
co, no ha sido mencionado en este de-
bate: me refiero a que la Constitución
no ha de «congelar» un modelo prede-
terminado de Administración, pues en
ella han de caber y el legislador dis-
pone de distintas opciones, presentes y
futuras, acertadas o equivocadas, sobre
las Administraciones Públicas, su acti-
vidad y su control). Con la salvedad, e
insisto en ello, del vicio de origen de su
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regulación en la Ley de Presupuestos
para 1991 y de su posterior reforma en
las leyes del IRPF y de Presupuestos
para 1992, que sí da lugar a la incons-
titucionalidad del procedimiento de
creación, no comparto la conclusión de
los autores sobre la inconstitucionali-
dad de bastantes aspectos de la Agen-
cia y singularmente de su «privatiza-
ción». Creo que se puede o no ser extre-
madamente escéptico respecto del plan-
teamiento y los resultados de la «nueva
cultura administrativa»; que, desde la
perplejidad y la crítica, se puede com-
prender o no para qué le puede servir a
la Administración tributaria la utiliza-
ción del Derecho privado para prestar
un mejor servicio a los ciudadanos; que
se puede o no considerar casi escanda-
loso que una de las más típicas y anti-
guas funciones del Estado —la recau-
dación de los impuestos— comience a
enfocarse, siquiera parcialmente, des-
de ópticas privatistas (o, peor aún, em-
presariales); creo, en definitiva, que las
nuevas reglas de funcionamiento de la
Administración tributaria pueden gus-
tar más o menos, pueden ser buenas o
malas, pueden ser eficaces o perversas,
pero no inconstitucionales (salvo que
se consideren también inconstituciona-
les la inmensa mayoría de los entes úl-
timamente creados al amparo del artí-
culo 6.5 de la LGP, o que se cuestione
toda la contratación privada de la Ad-
ministración, o salvo que se niegue va-
lidez a todo empleo de técnicas jurídi-
co-privadas fuera del ámbito de la acti-
vidad de producción o dación de bienes
y servicios al mercado).

La presunta «privatización» de la
Administración tributaria sería enton-
ces una nueva modalidad de utilización
instrumental del Derecho privado por
parte de las personas públicas (utiliza-
ción todo lo criticable y peligrosa que
se quiera), que debería llevar aparejada
una correlativa adaptación —y nunca
una desaparición— de los mecanismos
de control jurisdiccional, político y pre-
supuestario. Del mismo modo que tam-
bién debería ser ocasión para reflexio-
nar sobre lo que parece estar detrás de
este movimiento de «huida al Derecho
privado»; la (¿in?) adaptación de la ac-
tividad de la Administración actual a

los moldes y esquemas tradicionales del
Derecho administrativo (o viceversa).

Miguel BELTRAN DE FELIPE

CASSAGNE, Juan Carlos: La huelga en
los servicios esenciales, Ed. Cuader-
nos Civitas, Madrid, 1993, 217 págs.

I

No es difícil observar cómo las si-
tuaciones de crisis económica van acom-
pañadas de conflictos sociales. La pro-
liferación de huelgas resulta una de las
formas de manifestación de estos con-
flictos. Estas huelgas en ocasiones no
sólo enfrentan al empresario con los
trabajadores, sino que suponen protes-
tas dirigidas contra los poderes públi-
cos. Tampoco es difícil que dejen de
representar una manifestación de soli-
daridad obrera. Este es el caso de las
huelgas en los servicios esenciales que
parecen, a veces, insolidarias respecto
al ejercicio de derechos de otros traba-
jadores y de los ciudadanos en general.

Las huelgas políticas y las huelgas
en los servicios esenciales constituyen
los dos grandes retos en cualquier re-
gulación del fenómeno huelguístico. Las
primeras porque pueden suponer un
mecanismo de participación política
añadido —sólo para los trabajadores—
a los previstos constitucionalmente para
todos los ciudadanos. Las segundas por-
que participan del gran debate sobre la
colisión de derechos y el límite de los
derechos fundamentales.

II

Dejando en este momento las huel-
gas políticas, voy a centrarme, como
hace J. C. CASSAGNE en su reciente li-
bro, en las huelgas que afectan a los
servicios esenciales.

Juan Carlos CASSAGNE es Catedráti-
co de Derecho Administrativo de la
Universidad de Buenos Aires, miembro
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de Número de la Academia Nacional de
Derecho y Ciencias Sociales de Buenos
Aires y Correspondiente de la Real Aca-
demia de Ciencias Morales y Políticas
de España. Esta monografía parte de la
exposición que, con ocasión de su in-
corporación en la Academia de Cien-
cias Morales y Políticas, hizo en Ma-
drid en mayo de 1992.

El tema de estudio ofrece gran inte-
rés por diversos motivos. En primer lu-
gar, porque nuestra Constitución pre-
veía una ley de huelgas que habría de
establecer «las garantías precisas para
asegurar el mantenimiento de los servi-
cios esenciales de la comunidad» (1)

En segundo lugar, porque el recono-
cimiento del derecho de huelga y la pres-
tación de servicios esenciales de la co-
munidad son punto de encuentro en un
Estado social de Derecho (2). El Esta-
do social intenta compensar las des-
igualdades económicas y sociales utili-
zando, entre otros, los dos instrumen-
tos que aquí se ponen en juego. De un
lado, mediante el reconocimiento de
organizaciones sociales en defensa de
intereses de sus asociados —ejemplo de
los sindicatos—, así como de medidas
de autotutela con la misma finalidad
—la huelga es un ejemplo típico—. De
otro lado, mediante la garantía de pres-
tación de determinados servicios de asis-
tencia y apoyo a los ciudadanos (3). Por
lo tanto, el Estado social garantiza el
derecho de huelga, pero también ga-
rantiza la prestación de determinados
servicios considerados como esenciales
para el disfrute de determinados dere-
chos de los individuos. El mantenimien-
to de dichos servicios en caso de huel-
ga trata de resolver un conflicto de de-
rechos, y de compatibilizarlos sin sa-
crificar ninguno de ellos (4).

(1) Artículo 28.2 CE de 1978.
(2) Modelo de Estado acogido en nues-

tra Constitución en el artículo 1.1.
(3) Cfr. T. QUINTANA LÓPEZ, El derecho

de los vecinos a la prestación y esta-
blecimiento de los servicios públicos muni-
cipales, Ed. Cuadernos Civitas, Madrid,
1987, págs. 13-16.

(4) Cfr. A. BAYLOS GRAU, Derecho de
huelga y servicios esenciales, Ed. Tecnos,
Madrid, 1987, págs. 158-188.

En tercer lugar, nos encontramos en
una situación de crisis económica. Es-
tamos en un período de gran con-
flictividad social en el que las huelgas
son constantes. Entre ellas, las huelgas
en los servicios esenciales, frecuente-
mente acompañadas del incumplimiento
de los servicios de mantenimiento fija-
dos producen cierta crispación social.
Las continuas huelgas, sobre todo en el
servicio de transportes, se han visto en
cierta medida como insolidarias con
aquellos trabajadores, no implicados en
el conflicto, que no podían acudir a sus
puestos de trabajo o al lugar de vaca-
ciones donde disfrutar unos días de des-
canso.

Finalmente, por primera vez en nues-
tro país, y tras varios intentos fallidos,
se ha discutido en el Congreso y en el
Senado un proyecto de ley de huelga.
Con el mismo se pretende dar una re-
gulación adecuada a las huelgas que
afecten a los servicios esenciales de la
comunidad, intentando superar los in-
convenientes de la normativa conteni-
da en el Decreto Ley de Relaciones de
Trabajo de 1977(5).

III

Todas éstas cuestiones son tratadas
en el libro a lo largo de cinco capítulos,
en los que se examina el derecho espa-
ñol, al argentino, italiano y francés. La
distribución se hace: un capítulo pri-
mero de introducción, en el que se se-
ñalan las transformaciones del Estado
social y, dentro del mismo, el papel de
la huelga y de los servicios esenciales;
el segundo se refiere a la dimensión
pública de la huelga en los servicios
esenciales; en el tercero se analiza la
regulación y las condiciones de ejerci-
cio legítimo de la huelga en los servi-
cios esenciales; el cuarto capítulo, como
criterio que compatibiliza el derecho
de huelga con los servicios esenciales,
se ocupa de los servicios mínimos o
indispensables; el capítulo quinto está

(5) Norma aplicada a la materia trata-
da con las adecuaciones a la Constitución
realizadas por el Tribunal Constitucional
en la Sentencia de 8 de abril de 1981.
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dedicado a las consecuencias jurídicas
de la ilicitud de las huelgas y la respon-
sabilidad de los sindicatos; finalmente,
el libro contiene un apéndice con algu-
nas normas tratadas en la monografía,
entre las que se encuentra el reciente
proyecto de ley de huelga español.

Creo que es interesante tener pre-
sente que la monografía está escrita por
un administrativista. La mayor parte
de los trabajos realizados sobre la huel-
ga, en cualquier aspecto y también en
los servicios esenciales, se hacen por
laboralistas. Estos suelen poner el acen-
to en la situación del trabajador en huel-
ga y su incidencia en la relación de
trabajo. En este caso es lógico que el
acento se ponga en la Administración
como prestadora o concedente de ser-
vicios esenciales y en el usuario de di-
chos servicios.

IV

Quiero, antes de nada, adelantar que
no comparto la tesis central del autor
anunciada en el prólogo del libro. Se
lee en la página 16: «el llamado dere-
cho de huelga en los servicios esencia-
les, lejos de ser un poder normal (como
tampoco lo es, en general, el derecho
de huelga) opera como un derecho
excepcionalísimo, reglamentado o deli-
mitado por la ley y los principios gene-
rales del derecho administrativo, en un
marco donde la regla del mantenimien-
to de los servicios esenciales o de la
continuidad del servicio público pasa a
constituirse en la clave de bóveda del
sistema».

Por el contrario, pienso que el dere-
cho de huelga, también en los servicios
esenciales, es un derecho fundamental
y no un derecho excepcional. Lo que
ocurre es que, aun siendo un derecho
fundamental, no es un derecho ilimita-
do. Todo ejercicio de un derecho está
limitado por el ejercicio de otros dere-
chos y libertades del resto de los ciuda-
danos. Es precisamente en aras a las
protección de estos derechos y liberta-
des por lo que se ha establecido el lími-
te de los servicios esenciales de la co-
munidad. Por lo tanto es un problema
de límites en el ejercicio del derecho y

no de un supuesto carácter excepcional
del mismo cuando afecte a los servicios
esenciales.

El profesor CASSAGNE comienza se-
ñalando el papel subsidiario que viene
actualmente desempeñando el Estado
social en relación al cumplimiento de
funciones sociales. En el sentido de que
en lugar de llevarlas a cabo directa-
mente las deja a la iniciativa privada
reservándose su control y su interven-
ción en caso de insuficiencia. Según el
autor, este papel subsidiario es el re-
sultado del fracaso de aquellas concep-
ciones que pretendieron la absorción
de la sociedad por el Estado (6) .

En relación a ello se pone inmedia-
tamente la huelga y se asigna al Estado
la misión de proteger no sólo al traba-
jador en huelga, sino también a los usua-
rios de los servicios que vienen a cum-
plir funciones sociales —servicios esen-
ciales—. Lo cual supone la necesidad
de regulación de estas huelgas.

Para entender el sentido de una re-
gulación de las huelgas es preciso par-
tir de un concepto de huelga y de la
naturaleza del derecho. Se entiende la
huelga como un medio de autotutela
colectiva con la finalidad de lograr la
abstención concertada al trabajo por
los obligados a su prestación (7). En
realidad, la finalidad de la huelga no es
la abstención al trabajo, sino el logro
de las reivindicaciones de los trabaja-

(6) Resultado de un excesivo inter-
vencionismo estatal que sustituye la liber-
tad —axioma central del Estado de Dere-
cho— «por una igualdad diseñada por el
poder público» (pág. 26). Como caracte-
rística de esta absorción menciona el au-
tor el hecho de que los derechos nazcan
de la ley. Sin embargo, en los Estados eu-
ropeos instaurados tras la segunda guerra
mundial no creo que se haya pretendido
sustituir un principio por otro, sino de
hacerlos compatibles.

(7) Califica la huelga como una decla-
ración de «guerra legal», que, como meca-
nismo de presión, pretende provocar un
daño, de tal manera que siempre implica
una importante dosis de violencia (pág. 32).
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dores. El paro laboral es el medio para
conseguirlo.

Por lo que se refiere a su naturaleza,
estima el autor que el derecho de huel-
ga se traduce en un poder excepcional
que actúa a modo de legítima defensa
colectiva. Un derecho secundario o un
derecho de excepción, remedio extre-
mo, justificado en el estado de necesi-
dad de los trabajadores. Son varios los
argumentos que se dan para avalar esta
posición. El primero de ellos es que el
ejercicio del derecho de huelga, sobre
todo en los servicios esenciales, impli-
ca el desconocimiento de otros dere-
chos y libertades, evidenciando daños
económicos y sociales (8). En segundo
lugar, es un derecho que pertenece sólo
a un sector de la población; carece de
la universalidad nota característica de
los derechos fundamentales. En último
lugar, se afirma que si fuera un dere-
cho fundamental su fuerza expansiva
no podría restringirse, lo cual no ocu-
rre por ser la huelga un derecho limita-
do en su configuración y en su ejerci-
cio.

No estoy de acuerdo con esta postu-
ra por diversos motivos. Desde el mo-
mento en que la huelga aparece reco-
nocida en un ordenamiento jurídico
como derecho, su garantía se convierte
en una obligación estatal como la ga-
rantía de cualquier otro derecho. De tal
manera que el bien común que se pre-
tende ver en la protección de derechos
y libertades afectados por el ejercicio
del derecho de huelga está igualmente
enjuego para posibilitar este último (9).

Por lo que se refiere a la nota de la
universalidad, es una posición deudora
de la concepción liberal de los dere-
chos que hoy no puede mantenerse.
Todo sistema jurídico que reconoce un
derecho tiene un ámbito de validez va

(8) Estaría en juego el bien común,
cuya protección está encomendado al Es-
tado.

(9) Por lo que se refiere a nuestro or-
denamiento jurídico, no ofrece lugar a
dudas, teniendo en cuenta que el derecho
de huelga se encuentra recogido entre los
derechos de máxima protección (sección
primera del capítulo segundo del título
primero de la CE).

limitado. Además el ordenamiento pue-
de considerar como básicos determina-
dos objetivos, ya correspondan a todos
los individuos o sólo a algunas perso-
nas. La huelga no es un supuesto aisla-
do; ocurre lo mismo con el derecho de
sufragio, con la libertad de cátedra o
con el secreto profesional. Actualmen-
te la universalidad aplicada al campo
de los derechos tiene el único sentido
de no discriminación, es decir, que pue-
dan disfrutarlos todas aquellas perso-
nas que se encuentran en la situación
descrita por la norma (10).

Finalmente, en cuanto a que la fuer-
za de un derecho fundamental no po-
dría restringirse, no puede mantenerse.
Los derechos no pueden considerarse
ilimitados. Cualquier derecho incluido
en un ordenamiento jurídico se encuen-
tra limitado por el conjunto del mismo
y, en particular, por aquellos derechos
y libertades que también se han consi-
derado dignos de protección. Esto es
precisamente el supuesto que se plan-
tea con la huelga en los servicios esen-
ciales. El Derecho ha considerado como
dignos de protección los intereses de
los trabajadores y los permite para su
defensa el recurso a la huelga. Pero tam-
bién son protegidos otros intereses plas-
mados en derechos como la libre circu-
lación, el derecho a la educación o el
derecho al trabajo. Cuando éstos dere-
chos se ven afectados por una huelga
es preciso que todos cedan para no anu-
lar ninguno, porque el respeto de los
derechos fundamentales, también el de
huelga, es una prioridad y una obliga-
ción estatal (11).

No puedo, por tanto, ver en la huel-
ga un derecho secundario, sino —al
menos en los ordenamientos jurídicos
analizados por el autor— como un de-
recho constitucional delimitado por la
norma y limitado por el conjunto del
ordenamiento jurídico. Pero nunca pue-
de dársele, por razón de una supuesta

(10) Cfr. L PRIETO SANCHfS, Estudios
sobre derechos fundamentales, Ed. Debate,
Madrid, 1990, págs. 80-83.

(11) Cfr. E. GARCÍA DE ENTERRIA y T R.
FERNÁNDEZ, Curso de Derecho Adminis-
trativo II, Ed. Civitas, 3.a ed., Madrid, 1991,
pág. 64.
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naturaleza excepcional, un rango infe-
rior a otros derechos constitucionales.

VI

El capítulo segundo del libro abor-
da el tema de los servicios públicos y
los servicios esenciales y su relación
con la huelga, como indica su título:
«La dimensión iuspublicista de la huel-
ga». Dimensión pública que, para el
autor, deriva de su regulación por el
Estado y es más acentuada en la huelga
en la función pública. La razón es la
necesaria armonización con el interés
público de estas huelgas, y la conse-
cuencia un mayor intervencionismo en
su regulación, unos requisitos más ri-
gurosos para su procedencia y el esta-
blecimiento de servicios mínimos.

Se pone de manifiesto que ya no con-
curren en la noción de servicio público
las dos notas de servicio prestado por
la Administración y que tiende a la
satisfación de necesidades de interés
general. Esto ocurre desde el momento
en que el Estado interviene en activida-
des económicas e industriales que no
satisfacen esos intereses generales y
éstos pueden ser prestados por perso-
nas privadas. Lo cual produce una cier-
ta identidad subjetiva entre Estado y
empresarios, funcionarios y trabajado-
res prestadores de estos servicios. El
funcionario ya no es el único y exclusi-
vo servidor de los intereses generales,
quiebra el riguroso modelo estatutario
cuyos principios de unilateralidad y je-
rarquía impedían el recurso a la huel-
ga. Se han introducido también elemen-
tos de negociación en la relación fun-
cionarial antes reservada a la ley (12).

Circunstancias que abocan al reco-
nocimiento del derecho de huelga en
los servicios públicos. Si bien su ejerci-
cio compromete dos principios que ri-
gen su funcionamiento: la continuidad
y la regularidad.

La noción de servicio esencial ha
venido a ocupar el lugar antes reserva-
do al servicio público, incluyendo acti-
vidades de titularidad, tanto públicas
como privadas, que prestan un servicio
esencial a la comunidad. Se trata de un
concepto jurídico indeterminado, cuya
determinación viene siendo labor legis-
lativa y jurisprudencial que el autor exa-
mina en tres supuestos: el argentino, el
italiano y el español.

Nuevamente voy a manifestar mi dis-
crepancia con el autor en este tema.
Considera que el derecho de huelga en
los servicios esenciales «pasa a conver-
tirse en un derecho aún más relativizado
y excepcional... en el ámbito de los ser-
vicios esenciales, no corresponde con-
cebir al derecho de huelga como un
derecho fundamental (ni tampoco como
un derecho natural y preconstitucional),
sino como un derecho delimitado que
nace de la norma que le fija su conteni-
do, fuera de la cual, carece de protec-
ción jurídica» (pág. 53).

Partiendo de la huelga como un de-
recho constitucional, cuando afecta a
los servicios esenciales no es ni más
relativo ni más excepcional que en cual-
quier otro supuesto. Tampoco los dere-
chos de los usuarios tienen un rango
superior (pág. 56), ni puede considerarse
que la protección de éstos sea de mayor
interés que el de los huelguistas. Con el
reconocimiento del derecho de huelga
se elevan los intereses colectivos de los
trabajadores al rango de derecho cons-
titucional, y se limita su ejercicio para
proteger los intereses de otras perso-
nas, que también han sido considera-
dos como derechos, y que son satisfe-
chos por servicios esenciales (13).

VII

Supuesta la afectación en la huelga

(12) Cfr. T. SALA FRANCO, La huelga de
los funcionarios públicos, en «Revista de
Trabajo» n.°' 49-50, 1975, págs. 48-64. Cfr.
A. BAYLOS GRAU, Derecho de huelga y ser-
vicios esenciales, Ed. Tecnos, Madrid, 1987,
págs. 29-34.

(13) Ha de considerarse que la limita-
ción del derecho de huelga supone un acto
de sacrificio de derechos y, por lo tanto,
ha de entenderse restrictivamente. No pue-
de anularse, sino que han de ser sacrifica-
dos los derechos en colisión con criterios
de proporcionalidad. Cfr., FJ 5° de la
Setencia del Tribunal Constitucional 51/
1986, de 24 de abril.
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en servicios esenciales a otros derechos
y libertades de los ciudadanos se impo-
ne la necesidad de regulación. A ello
dedica el libro el capítulo tercero.

Esta regulación puede llevarse a cabo
de forma autónoma, bien mediante la
autorregulación sindical o mediante
convenios de sindicatos y empresarios,
o bien de forma heterónoma mediante
legislación.

Se hace una referencia a las cláusu-
las de renuncia al ejercicio del derecho
de huelga (14). Y se insiste en la vali-
dez de estas cláusulas en lo que se re-
fiere a las huelgas en servicios esencia-
les por la jerarquía superior, en rela-
ción a la huelga, de los bienes y dere-
chos tutelados.

Se plantea el carácter absoluto o re-
lativo del derecho de huelga, en el sen-
tido de si es un derecho ilimitado o
limitado. Y se llega a la conclusión de
que en los servicios esenciales se pro-
cede a su limitación «para evitar los
abusos en que puedan incurrir los gre-
mios y los trabajadores, al hacer pre-
valecer los intereses sectoriales sobre
el interés general de la comunidad»
(pág. 74). Comparto la propuesta de que
el derecho de huelga no es un derecho
ilimitado, de la misma manera que no
lo es ningún otro derecho. Todos los
derechos deben ser compatibles con el
posible ejercicio de otros derechos y
libertades, y en aras a que pueda ser
posible son susceptibles de limitación.
En relación a la prevalencia del interés
general sobre el interés sectorial de los
huelguistas, no creo que sea tal. Cuan-
do el ordenamiento reconoce como de-
recho fundamental la huelga, estima que
el interés de los huelguistas es tan ge-
neral o prioritario como el interés de
los usuarios a disfrutar de los servicios
esenciales.

Tampoco creo que la limitación en
el ejercicio del derecho de huelga tenga
que ver con el carácter operativo o
programático de la norma constitucio-
nal que lo reconoce. Los derechos cons-

titucionales son directamente aplicables
y, por lo tanto, la inexistencia de una
ley que los desarrolle no impide su ejer-
cicio ni tampoco supone que se con-
viertan, por ello, en derechos abso-
lutos. En ese caso el juez deberá ser,
en última instancia, quien pondere la
amplitud de los derechos en conflic-
to (15).

En cuanto a la relación que se en-
cuentra entre el mantenimiento de los
servicios esenciales con la paz social,
puedo decir que la misma relación le
une con el derecho de huelga. El man-
tenimiento del orden no implica la su-
peración de los conflictos, sino su
institucionalización (16). El derecho no
puede permitir la permanecía de los
conflictos, mediante su reconocimien-
to e incorporación aJ ordenamiento hace
posible su acceso a vías de solución. La
huelga implica la exteriorización de un
conflicto su reconocimiento como de-
recho hace que su ejercicio esté some-
tido a unos procedimientos que abocan
a la solución del conflicto.

También en este capítulo se aborda
el tema de la ilegalidad de las huelgas y
de las huelgas abusivas y se pone en
relación con la diferencia que existe
entre el exceso —que presupone la
ilicitud— y el abuso del derecho que
supone un daño injustificado aunque el
ejercicio del derecho se mueva en el
ámbito de lo lícito. Discrepo de que la
teoría del abuso del derecho pueda apli-
carse al derecho de huelga. La teoría
del abuso del derecho es obra de la dog-
mática civilística que parte de un prin-
cipio totalmente opuesto al que aquí se
maneja: la igualdad de las partes en la
relación contractual. Es precisamente
la situación de desigualdad entre em-
presarios y trabajadores la que justifi-
ca el reconocimiento de una medida de
presión en favor de una de las partes de

(14) Son las llamadas clausulas de paz
que pueden incluirse en el convenio colec-
tivo, e incluso pueden considerarse implí-
citas durante su vigencia para temas ne-
gociados en el mismo.

(15) Esto puede plantear problemas de
inseguridad jurídica, pero no puede dejar-
se el ejercicio de un derecho constitucio-
nalmcnte reconocido a la total disposición
del legislador.

(16) Cfr. V. CAMPS y S. GlNER, El inte-
rés común, en «Cuadernos y Debates»
n.° 34, Centro de Estudios Constituciona-
les, Madrid, 1992, pág. 20.
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la relación de trabajo (17). Por otro lado,
teniendo en cuenta que los límites a los
derechos constitucionales han de en-
tenderse en sentido restrictivo, no pue-
den establecerse otros límites que los
constitucionalmente fijados. La aplica-
ción del abuso del derecho a la huelga
supone crear un nuevo límite que no
aparece en la Constitución (18).

Finalmente, el capítulo termina con
los procedimientos para ejercitar el de-
recho de huelga en los servicios esen-
ciales (preaviso, servicios mínimos y
arbitraje), con referencias a su regula-
ción en Argentina, Italia y España en el
proyecto de ley de 1992.

VIII

A la fijación de los servicios míni-
mos se dedica el capítulo cuarto del
libro. Lo trata como una nueva catego-
ría jurídica, que trata de hacer efectivo
el principio de mantenimiento de los
servicios esenciales o de continuidad
de los servicios públicos. El concepto
se vincula al respeto de otros derechos
y libertades constitucionalmente reco-
nocidos (19). No está de acuerdo el au-
tor en que no pueda hacerse la deter-
minación de los servicios mínimos a
priori ni en que deban interpretarse en
sentido restrictivo.

Por lo que se refiere a la primera cues-
tión, es decir, la imposibilidad de deter-
minar a priori qué nivel de servicios mí-
nimos ha de mantenerse en caso de huel-
ga, sólo se quiere expresar que un servi-
cio esencial no queda de igual manera
afectado en cualquier situación de huel-

(17) Sin tener en cuenta esta desigual-
dad, la huelga sería en sí misma abusiva
porque de su ejercicio se deriva un perjuicio
hacia el empresario, que pretende presionar-
lo para llegar a una negociación más favora-
ble a los intereses de los trabajadores.

(18) Cfr. A. ROVIRA VIÑAS, El abuso de
derechos fundamentales. Ediciones Penín-
sula, Barcelona, 1983, 1.a ed., págs. 177-
190 y 210-220.

(19) Se dice en el libro «prestaciones
indispensables de las que los ciudadanos
no pueden ser privados sin grave daño a
su subsistencia, salud, libertad o seguri-
dad» (pág. 92).

ga. Es preciso ponderar en cada caso con-
creto los bienes y derechos en conflicto,
la duración de la huelga, su extensión,
las necesidades del momento, los posi-
bles servicios alternativos, etc. (20).

En cuanto a la segunda cuestión, toda
limitación a un derecho fundamental, ha
de ser interpretada en sentido restrictivo.
En el caso de la huelga y los servicios
esenciales existe una colisión de dos de-
rechos fundamentales, y por lo tanto
ambos habrán de ceder, pero no puede
considerarse superior el mantenimiento
del servicio. La huelga ha de mantener la
capacidad de presión suficiente para que
las reivindicaciones de los huelguistas
puedan tener éxito (21).

Se analizan en el libro los crite-
rios de determinación de los servicios
mínimos en Italia, España, Francia y
Argentina, poniendo de manifiesto cómo
todos combinan la autorregulación con
la intervención de la autoridad guber-
nativa. Todos están presididos por la
regla de la proporcionalidad, entre los
derechos de los huelguistas y el sacrifi-
cio de los usuarios, y por el necesario
control judicial del acto de determina-
ción de los servicios mínimos.

IX

El capítulo quinto y último del libro
está dedicado a las consecuencias jurí-
dicas de la ilicitud de las huelgas y a la
responsabilidad derivada de la misma.
Dicha responsabilidad puede incidir
tanto en el ámbito del derecho civil,
administrativo, penal o laboral. Y pue-
de alcanzar tanto a los trabajadores, a
los sindicatos, a las empresas, e incluso
al propio Estado (22).

(20) Cfr., FJ. 10.°. STC de 17 de julio
de 1981; FJ 2° y 5° de la STC de 24 de
abril 1986; FJ 6.° de la STC de 25 de mar-
zo de 1990.

(21) FJ 5." de la STC de 24 de abril de
1986.

(22) No se contempla la posible res-
ponsabilidad del empresario que impida u
obstaculice el ejercicio del derecho de huel-
ga. Se refiere a la responsabilidad de la
empresa o del Estado, pero en atención a
los daños causados a los usuarios de los
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En cuanto a las condiciones de la
responsabilidad es preciso un daño de-
rivado de un acto ilícito (incumplimien-
to de una obligación, violación de la ley
o ejercicio abusivo de un derecho), el
criterio de imputación (culpa, dolo o
circunstancias objetivas) (23), y el nexo
causal entre el hecho y el daño produ-
cido.

Tratándose de la responsabilidad de
los trabajadores en ejercicio de un de-
recho, ésta sólo puede provenir de una
huelga ilegal o abusiva (24). Por lo que
se refiere a los sindicatos, contempla
un caso muy controvertido: la violación
de la cláusula de paz en convenio co-
lectivo. El tema es polémico porque el
incumplimiento de esta cláusula —que
se pone de manifiesto cuando se decla-
ra una huelga— puede no convertir la
huelga en ilegal, e incluso puede ser
ajeno al propio sindicato si la huelga
no es convocada por él, sino por los
trabajadores (25).

Se contemplan también medidas que
puede adoptar la autoridad gubernati-
va respecto a los sindicatos frente a
determinados incumplimientos legales.
Así como determinadas medidas de pro-
tección de los usuarios de los servicios
esenciales haciendo referencia a una
posible responsabilidad el Estado y la
entidad prestataria de los servicios fren-
te a los usuarios.

El capítulo termina con los delitos
penales a los que puede dar lugar el
desarrollo de una huelga, haciendo alu-
sión a la doctrina italiana, que ha dis-
tinguido entre delitos consumados con
ocasión de la huelga —la huelga es le-

servicios esenciales, no a los daños que
puedan causar a los huelguistas con una
conducta que contraríe el ejercicio de su
derecho.

(23) En el libro comentado se pone
como ejemplo el riesgo o el hecho del de-
pendiente (pág. 120).

(24) Cfr. STS de 4 de febrero de 1990,
30 de junio 1990, 3 de abril 1991.

(25) Nuestro TC dice que estas cláusu-
las entrañan una pura obligación, de no
ejercitar el derecho de huelga, que puede
incumplirse acarreando la consecuencias
de su incumplimiento. Cfr., STC de 8 de
abril de 1981, FJ 14

gítima, no así determinadas conductas
de los trabajadores— y delitos consu-
mados a causa de la huelga —el delito
es inseparable de la huelga, por ejem-
plo, la huelga en un hospital, poniendo
en peligro la vida de una persona—.

No quiero terminar este comentario
sin señalar algunas cuestiones, ya apun-
tadas a lo largo del libro, en las cuales
insiste el autor en su epílogo.

La primera de ellas es la referente a
la movilidad de fronteras entre derecho
privado y público que se aprecia en la
huelga en los servicios esenciales. Si ya
es difícil establecer estas fronteras en
cualquier ámbito del derecho, especial-
mente lo es en lo que se refiere al terre-
no laboral.

Si, por un lado, la relación de traba-
jo pudiera enmarcarse en un contrato
privado, consensual, oneroso y sinalag-
mático. Por otro lado, la intervención
estatal en materia laboral —traducida
en una serie de normas de derecho ne-
cesario— dan una innegable dimensión
pública a las relaciones laborales. Nor-
mas que intentan proteger tanto al tra-
bajador —la suspensión del contrato de
trabajado por ejercicio de la huelga es
un claro ejemplo—, cuanto al resto de
los ciudadanos, ajenos pero afectados
por la relación laboral.

La dimensión pública de la huelga
no puede apreciarse, por tanto, sólo en
lo que atañe al mantenimiento de los
servicios esenciales, sino que su mismo
reconocimiento como derecho está im-
buido de ese carácter. Los fines colecti-
vos a los que sirve de instrumento han
elevado los intereses de los trabajado-
res a la categoría de interés público. De
esta manera se ha ofrecido un recurso
de autotutela a una parte de la relación
de trabajo que viene a romper la situa-
ción de igualdad que se supone en todo
contrato privado.

La segunda cuestión que quiero se-
ñalar es la relativa a una posible desna-
turalización de la huelga al trásformarse
de un «remedio extremo y excepcional»
a un «derecho ordinario y normal»
(pág. 144).
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La huelga, como hecho o como fe-
nómeno social, nunca ha sido un reme-
dio extremo. Ha sido siempre una me-
dida de fuerza normalizada para los tra-
bajadores en apoyo a sus reivindicacio-
nes. Ha sido el derecho, que pensando
en el mantenimiento de un orden so-
cial ya establecido, quien ha querido
relegarlo a una medida excepcional. Y
ha sido el mismo derecho quien lo ha
elevado a la categoría de derecho cons-
titucional, no similar, sino idéntico a
otros derechos fundamentales.

Ahora bien, el reconocimiento del
derecho tampoco es gratuito. Todo de-
recho implica siempre deberes correla-
tivos y su ejercicio la imposición de
límites (26). Se trata de la posibilidad
de regular un fenómeno ya consolidado
por la vía de los hechos y para el que la
aplicación de sanciones penales y civi-
les no había sido eficaz (27). Aquí es
donde debemos buscar el fundamento
de la limitación del derecho de huelga
en los servicios esenciales y no en otros
derechos que puedan o no ser priorita-
rios al mismo.

\ o puede entenderse tampoco la
huelga así considerada como un aten-
tado a la paz social. Su regulación como
derecho implica que sea sometida a pro-
cedimientos que están destinados a la
resolución del conflicto que manifiesta
su ejercicio. Tampoco puede olvidarse
la importancia que han tenido las huel-
gas en la conquista de derechos para
los trabajadores y su contribución para
el progreso de las sociedades hacia
modelos más justos e igualitario (28).

(26) Cfr. E. FERNÁNDEZ, Teoría de la
justicia y derechos humanos, Ed. Debate,
Madrid, 1987, págs. 79-80. Cfr. L. HIERRO,
¿Derechos humanos o necesidades huma-
nas? Problemas de un concepto, en «Siste-
ma» n.° 46, 1982, pág. 60.

(27) Cfr. J. VIDA SORIA, Comentarios a
las leyes políticas, «RDP», Constitución es-
pañola, 1978, tomo III, arts. 24 a 38, Ed.
«Revista de Derecho privado». Editoriales
de derecho reunidas, Madrid, 1983, pág. 231.

(28) Derechos como el sufragio uni-
versal, prohibición de trabajo a menores,
reducción de las jornadas laborales y, en
general, condiciones dignas de trabajo.

XI

Como conclusión, sólo me queda rei-
terar el interés de la monografía. Inte-
resante es el tema tratado e interesante
es que se haga por un profesor de Dere-
cho Administrativo.

A pesar de no compartir muchas de
las cosas que se dicen en el libro, no
dudo que sí estarán de acuerdo con ellas
muchos de los usuarios de servicios afec-
tados por huelgas. Este es un tema so-
bre el que se ha discutido ampliamente
y que ha dado lugar a numerosas nor-
mas tratando de resolver el doble con-
flicto que se plantea en este tipo de
huelgas.

Junto al conflicto exteriorizado por
la huelga entre trabajadores y empre-
sarios, se añade otro con los usuarios
de los servicios que quieren seguir dis-
frutando de los mismos y ejerciendo
sus derechos. Para ellos, ajenos al pri-
mer conflicto, sí es prioritario el ejerci-
cio de sus derechos a unos intereses
que, tal vez, entiendan como particula-
res de trabajadores y empresarios.

Esta es una situación que se plantea
en cada huelga concreta de servicios
esenciales, por muchos mecanismos que
estén previstos para preservar los dis-
tintos derechos en conflicto. En este
sentido, la opinión desarrollada por el
Profesor CASSAGNE en su libro no es
aislada y, quizá, nada despreciable en
cualquier regulación de la huelga que
quiera tener presente todos los intere-
ses en conflicto.

Olga SÁNCHEZ MARTÍNEZ
Facultad de Derecho.

Universidad de Cantabria

CASTILLO BLAK'CO, Federico A.: Acceso a
la Función Pública Local (Políticas
selectivas y control jurisdiccional),
Editorial ¿ornares, Granada, 1993,
284 págs.

En la actualidad, uno de los temas
sujetos a revisión es la selección de los
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funcionarios públicos ya que, desde di-
versos frentes, se viene cuestionando la
forma en la que las Administraciones
proceden a la selección y reclutamien-
to de sus agentes, funcionarios y traba-
jadores. De ahí la oportunidad del libro
que ahora comentamos y en el que su
autor. Profesor asociado de Derecho
Administrativo, analiza la selección de
los funcionarios y trabajadores locales
con una visión general, que va más allá
de una mera contemplación jurídica del
problema para adentrarse por otros
ámbitos que desbordan lo exclusivamen-
te legal o formal.

La primera parte de la publicación,
denominada «La selección del personal
al servicio de las entidades locales. Si-
tuación actual y marco jurídico», con-
tiene una serie de valoraciones sobre el
tema con el fin de señalar las peculiari-
dades de la selección del personal pú-
blico con respecto al del sector priva-
do, de recordar la ausencia de un mo-
delo de función pública que sirva de
base para la política selectiva, de des-
cubrir las fases históricas que se han
seguido en nuestro país y de exponer
los rasgos más sobresalientes del vigente
marco jurídico en esta materia.

La segunda parte, titulada «Los pro-
cedimientos selectivos vigentes para la
selección del personal al servicio de las
entidades locales», después de referirse
a los postulados constitucionales sobre
el acceso a los cargos y empleos públi-
cos, entra en el análisis detallado del
procedimiento selectivo vigente en nues-
tra Administración Local tomando como
base del estudio el Real Decreto 896/
1991, de 7 de junio; y con referencias
continuas a la doctrina jurisprudencial
del Tribunal Constitucional, del Tribu-
nal Supremo y de los Tribunales Supe-
riores de Justicia, que sirve para una
mejor interpretación y comprensión de
los preceptos que se van exponiendo
sobre los diferentes trámites o fases del
proceso selectivo. Y, asimismo, se ha-
cen puntualizaciones de interés en tor-
no a ese discutible fenómeno denomi-
nado «funcionarización del personal
laboral», en virtud del cual se procede
a la conversión en funcionarios de aque-
llos trabajadores públicos que cumplan
determinados requisitos o condiciones.

La tercera parte, denominada «Re-
clutamiento y selección de personal en
las empresas públicas locales y orga-
nismos autónomos locales», está dedi-
cada a la exposición de las formas de
gestión por la Administración Pública
que proceden del sector privado, do-
tándola de un sentido empresarial del
que actualmente carece, en orden a su-
perar la normativa actual sobre acceso
a la función pública.

La cuarta parte, titulada «En torno
a una propuesta de gestión de la selec-
ción de personal al servicio de las enti-
dades locales», contiene una serie de
sugerencias en torno a la selección del
personal público después de que el au-
tor acepte que, ciertamente, existe una
crisis en los procesos selectivos por lo
que procede montar unas estrategias
globales de planificación que conduz-
can a actuaciones coherentes, armóni-
cas y razonables. «La planificación de
los recursos humanos —escribe CASTI-
LLO BLANCO— debe ser considerada
como una actividad estratégica y diná-
mica que requiere de una permanente
actualización». Y, en consecuencia, toda
política selectiva en el sector público
debe reunir una serie de características
que hagan de ella una actuación que
responda tanto a las aspiraciones de
los candidatos como a los objetivos y
metas de la organización.

La lectura del libro comentado invi-
ta a todos a la reflexión sobre un aspec-
to importante de nuestra función pú-
blica, como es el de la selección del
personal al servicio de organizaciones
e instituciones públicas. Diversos do-
cumentos recientes, entre los que so-
bresale el Informe Delphi, lo han pues-
to de manifiesto. Y el problema se
agudiza, por razones diversas y muy
complejas, en el ámbito local español.
Por eso, lleva razón Enrique B. RO-
DRÍGUEZ GARCÍA en el Prólogo cuando
escribe que, para mejorar la situación
no basta con modificar las leyes y las
normas, sino que, también, hay que rec-
tificar comportamientos y conductas
que conducen con frecuencia al abuso,
la arbitrariedad y la injusticia.

Vicente M.a GONZÁLEZ-
HABA GUISADO
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CONSEJO DE ESTADO: Memoria del año
1991, Madrid, 1992, 277 págs.

I

Como cada año, el Consejo de Esta-
do elabora una Memoria que refleja la
actividad por él desarrollada. En la
Memoria de 1991, junto a la minuciosa
descripción de los asuntos que han sido
objeto de consulta, ante este alto órga-
no, entre los que cabe destacar la refor-
ma de la Constitución en lo referido al
ejercicio del derecho de sufragio activo
y pasivo de los extranjeros en España,
en previsión de la posible entrada en
vigor del Tratado de Maastrich, apare-
ce una mención que, en principio, re-
sulta inusual.

Así, el Consejo de Estado, ha dedi-
cado una amplia parte de su Memoria
al estudio del deporte, tema del que
trataremos en las siguientes líneas.

II

A poco tiempo de la clausura de los
juegos olímpicos en Barcelona, cabe
reflexionar sobre el significado del de-
porte en nuestros días. Para ello es pre-
ciso acudir a la Memoria que el Conse-
jo de Estado elaboró en 1991, dedicada
en su mayor parte al tema del deporte.

¿Qué impulsa al Consejo de Estado
a ocuparse de un tema como éste?

No es esta la primera vez que lo lle-
va a cabo, ya que, el 1 de junio de 1786,
el Supremo Consejo de Castilla (llama-
do Consejo Real, y del que es sucesor el
actual Consejo de Estado) encarga a la
Real Academia de Historia «un infor-
me sobre juegos, espectáculos y diver-
siones públicas usadas en lo antiguo en
España», con la finalidad de regular la
policía de los mismos. Será JOVELLANOS
el encargado de realizar esta Memoria,
cuya primera versión aparece en 1790,
con el nombre de «Memoria para el arre-
glo de la policía de los espectáculos y
diversiones públicas, y sobre su origen
en España». Esta Memoria de JOVE-
LLANOS supone, no sólo una primera
toma de conciencia de la importancia
social del deporte, sino también una
utilización de conceptos y criterios que

hoy siguen siendo válidos: así, la dife-
rencia entre deporte espectáculo y de-
porte practicado, la necesidad de una
regulación en actividades que estaban
dejadas a la voluntad de los particula-
res... Habrá que esperar hasta la pro-
mulgación de la «Ley 3/1980, de 31 de
marzo, general de la cultura física y del
deporte» para que el Consejo de Esta-
do, al tener que dictaminar sobre los
proyectos de los que fueron Reales De-
cretos 177/1981, de 16 de enero, sobre
clubs y federaciones deportivas, 1.697/
1982, de 18 de junio, sobre agrupacio-
nes deportivas, 2.075/1982, de 9 de ju-
lio, sobre actividades y representacio-
nes deportivas internacionales, 643/
1984, de 28 de marzo, de estructuras
federativas españolas y 1.006/1985, de
26 de junio, por el que se regula la rela-
ción laboral especial de los deportistas
profesionales, se vuelva a ocupar del
deporte.

El deporte es una realidad de nues-
tro siglo. Desde incluso carecer de tér-
mino propio, ya que en un principio se
utilizaba el vocablo ingles «sport», has-
ta convertirse en un fenómeno de ma-
sas, el deporte ha sufrido una gran evo-
lución.

Unas referencias al momento inicial
del movimiento deportivo pueden ser
la creación del primer club de fútbol, el
Recreativo de Huelva (1890) y el pri-
mer campeonato de fútbol, impulsado
en nombre del rey Alfonso XIII en 1910,
naciendo así la Copa del Rey, más tar-
de seguida por la Liga, inaugurada en
1928.

A lo largo del siglo XX, el deporte va
incrementándose, tanto en el número
de modalidades como el número de se-
guidores, convirtiéndose en uno de los
más importantes fenómenos sociocul-
turales, que ya van exigiendo la inter-
vención de los poderes públicos por la
influencia que tenía en numerosas
facetas de la vida social (infraestructu-
ra, civismo, medicina...) «el deporte se
convierte así en, no sólo un ejercicio
físico, o un espectáculo, sino un pro-
ducto de consumo, una adecuada utili-
zación del ocio, un medio de publici-
dad, una fuente de salud y de empleo,
un modo de vestir, un gran negocio y
un instrumento de poder».
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III

Por tanto, es obvio que el deporte
está presente en nuestras vidas, pero,
¿qué relación puede tener con el dere-
cho?

El Consejo de Estado considera que
deporte y derecho son inseparables, en
cuanto que no hay deporte sin reglas. A
esto se une el interés que puede susci-
tar en millones de personas un fenóme-
no como las Olimpiadas. Tales razo-
nes, según el Consejo de Estado, justi-
fican un interés específico por el de-
porte en su Memoria de 1991.

En las próximas líneas trataremos
de exponer, respetando el mismo orden
seguido en la Memoria, los aspectos
concretos del deporte que en ella se
analizan:

Para comenzar, recuerda que es tanto
el interés que ha suscitado el deporte,
que incluso ha tenido un reconocimiento
constitucional. La Constitución Espa-
ñola de 1978, en su artículo 43.3, impo-
ne a los poderes públicos el deber de
fomentar el deporte.

El Consejo de Estado considera que
es necesario partir de un concepto de
deporte, a la hora de fijar el marco de
actuación cxigible a los poderes públi-
cos; por ello, asume el recogido por el
«Manifiesto de deporte» elaborado por
el CIEPS (Consejo Internacional para
la educación física y el deporte) en co-
laboración con la UNESCO, según el
cual: «Es deporte, toda actividad física
con carácter de juego, que adopte la
forma de lucha consigo mismo o con
los demás, o comporte una confronta-
ción con los elementos naturales». Tres
son las notas que se deducen de esta
definición: el esfuerzo físico, el carác-
ter lúdico y la competición. La inexis-
tencia de alguna de estas característi-
cas impide la calificación de esa activi-
dad como deporte y, por tanto, queda-
rá, además de excluida de la aplicación
de la normativa existente sobre el de-
porte, exenta de la protección de los
poderes públicos, en este ámbito. Todo
ello sin olvidar que tal concepto ha de
interpretarse conforme a la realidad
social cambiante.

El deporte al que se refiere el artícu-
lo 43.3 CE, abarca tanto el deporte po-

pular, como el deporte espectáculo y el
deporte de alta competición; pero el
Consejo de Estado recomienda que los
poderes públicos deberán ir disminu-
yendo su apoyo al deporte espectáculo,
orientando su actuación a la promo-
ción del deporte para todos, como exi-
gencia lógica del Estado Social y Demo-
crático de Derecho en el que vivimos.

IV

Junto a lo anterior, la Memoria que
comentamos, considera que del precepto
constitucional citado surge otra cues-
tión importante a considerar, y es la de
qué se entiende por fomento, es decir,
cuál ha de ser la intervención de los
poderes públicos en el deporte y hasta
dónde debe llegar ésta. El Consejo de
Estado se refiere a ello en algunos dic-
támenes, como el correspondiente al
proyecto de Real Decreto 643/1984, de
28 de marzo, sobre estructuras fede-
rativas españolas. Para llegar a com-
prenderla situación actual cree impor-
tante llevar a cabo un pequeño análisis
histórico, el cual divide en cuatro eta-
pas:

En primer lugar, mientras el depor-
te fue cosa de unas pocas personas, la
Administración Pública no interfirió en
él. En los años veinte, a pesar de que se
produce un importante desarrollo en
este tema, tampoco intervino, excepto
cuando algunas de sus modalidades, y
especialmente el fútbol, van convirtién-
dose en un fenómeno de masas, que
necesita algunas medidas de policía. Así,
por ejemplo, una sección del «Regla-
mento de policía de espectáculos públi-
cos», de 1935, se ocupa de los campos
deportivos. Como tercera etapa, en los
años cuarenta el deporte se institucio-
naliza, pero no se incluye en las estruc-
turas administrativas del Estado, sino
en la organización política del Movi-
miento, como partido único. El Decre-
to de 22 de febrero de 1941 crea la
Delegación Nacional del Deporte para
que dirija y fomente el deporte es-
pañol.

Como último período y en el que
hoy nos encontramos, la Constitución
de 1978 únicamente habla de «fomen-
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tar». El Consejo de Estado entiende por
tal un sistema de cooperación entre el
sector público y el sector privado para
el desarrollo del deporte, pero respe-
tando siempre dos normas: la de no
politización del deporte y la del reco-
nocimiento a la iniciativa privada, sin
perjuicio de que el sector público lleve
a cabo cierto control sobre ella, con
motivo de intereses que afectan a todos
los ciudadanos.

Tras la referencia a qué debe de
entenderse por deporte y por fomento,
cuando ambas palabras son utilizadas
por el artículo 43.3, es importante de-
tenerse en el valor que tiene la inclu-
sión de este precepto en el capítulo ter-
cero del Título primero de la Constitu-
ción, dedicado a «los principios recto-
res de la política económica y social».
De ello se deriva la aplicación de la
tutela a que se refiere el artículo 53.3,
que establece el deber de los poderes
públicos de informar, con estos princi-
pios, la legislación positiva, la práctica
judicial y su propia actuación. No esta-
mos ante un derecho subjetivo, ni ante
un derecho fundamental, pero podrá ser
alegado ante la jurisdicción ordinaria
de acuerdo con lo que dispongan las
leyes que lo desarrollen.

V

La Memoria del Consejo de Estado
se detiene también a analizar un asun-
to polémico en esta materia: la delimi-
tación de las competencias sobre la
misma, entre el Estado y las Comuni-
dades Autónomas. Sobre este tema, el
Consejo de Estado ha tenido que dicta-
minar en varias ocasiones y un ejemplo
de ello es el Dictamen 53.393/1989, de
11 de mayo, sobre el proyecto de Real
Decreto por el que se regula la activi-
dad de las asociaciones deportivas en
el territorio de Cantabria.

En la Constitución Española de 1978
el artículo 148 se refiere a la competen-
cia exclusiva de la Comunidad Autóno-
ma en el tema del deporte; por el con-
trario, el artículo 149 nada señala, pero
no debemos olvidar el deber que el artí-
culo 43.3 impone a todos los poderes
públicos de fomentar el deporte.

El Consejo de Estado, al pronunciar-
se acerca de ello, ha considerado que
no se trata de escoger una u otra posi-
ción de forma rígida, sino que estamos,
más bien, ante un supuesto de compe-
tencias concurrentes. Ello responde a
la exigencia del artículo 1.1 de la Cons-
titución que al calificar a España como
un Estado Social y democrático de de-
recho, indirectamente, y en este supues-
to en concreto, exige una política de-
portiva dinámica y al alcance de todos
los ciudadanos, lo que únicamente po-
drá lograrse a través de la cooperación
entre las distintas Administraciones
públicas. El Estado y las Comunidades
Autónomas podrán articular esta cola-
boración mediante convenios entre el
Consejo Superior de Deportes y las
Conserjerías de educación o cultura de
las Comunidades Autónomas.

Pero no hemos de olvidarnos de la
importancia que también tienen las
competencias municipales, que la Me-
moria califica como el marco más ade-
cuado para el fomento del deporte, por
su cercanía a los ciudadanos. Asimis-
mo, indica que las Comunidades Autó-
nomas nunca deberán vaciar de conte-
nido su función y recuerda que los mu-
nicipios no necesitarán el intermedio
de aquélla para cumplir su función de
cooperación con el Estado, pues ellos
mismos podrán establecer convenios
con el Consejo Superior de Deportes.

También, en relación con lo ante-
rior, la Memoria del Consejo de Estado
se ocupa del tema financiero, y muy
especialmente de las subvenciones, se-
ñalando que éstas «se territorializan»,
de forma que, cuando se trate de una
competencia de la Comunidad Autóno-
ma, se le transferirá directamente a ésta
sin necesidad de convenios previos con
el Estado. Ahora bien, cuando este últi-
mo goce de algún título competencial,
deberá acudirse a las técnicas de co-
operación.

VI

El Consejo de Estado ha tenido tam-
bién que informar sobre varios proyec-
tos de Reales Decretos referentes a la
estructura jurídica del deporte y así
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sucede en el Dictamen 1.295/1991, de
28 de diciembre, sobre el proyecto de
Real Decreto acerca de las federacio-
nes deportivas españolas y de las So-
ciedades Anónimas deportivas. Se pue-
de citar también el Dictamen 42.963/
1980, de 30 de octubre, sobre el pro-
yecto de Real Decreto 177/1981, de 18
de enero, en materia de clubs y federa-
ciones deportivas.

En la Memoria al analizar esta cues-
tión también se realiza, como vimos
anteriormente, un pequeño análisis his-
tórico, al que es importante aludir: hasta
principios de la década de los cuarenta,
al ser el deporte cosa de unos pocos,
resultó suficiente la figura de la asocia-
ción civil, en la que se agrupaban va-
rios deportistas, integrándose, los que
pertenecían a una misma modalidad
deportiva, en la llamada «federación».
A su vez, algunas de éstas, constituían
el Comité Olímpico Nacional. No exis-
tía ningún tipo de intervención admi-
nistrativa.

A partir de los años cuarenta co-
mienza el intervencionismo estatal, aun-
que no a través de la Administración
Pública, sino de estructuras políticas,
creándose la Delegación Nacional de
Deportes, como ya señalamos, bajo cuya
dependencia y control quedaron las aso-
ciaciones deportivas.

El modelo actual se base en el prin-
cipio de colaboración entre el sector
público y el sector privado, producién-
dose la intervención de la Administra-
ción Pública, pero al margen de cual-
quier ideología política. El grado de in-
tervención podrá ser mayor o menor,
pero ya no se podrá prescindir de ella.

Actualmente, y de acuerdo con este
modelo y la Ley del Deporte de 1990, la
estructura jurídica del deporte se com-
pone de tres escalones:

1. Las asociaciones deportivas de
base, que son entidades de carácter pri-
vado.

2. Las federaciones nacionales,
siendo discutido si éstas tienen natura-
leza asociativa o no. En la Memoria se
dispone que es una entidad privada con
personalidad jurídica propia, que ac-
túa en el territorio de Estado con com-
petencias propias, pero que también,
además de ellas, desempeña, en delega-

ción, funciones públicas de carácter
administrativo, actuando en este caso
como colaboradoras de la Administra-
ción Pública.

3. El Consejo Superior de Depor-
tes es el máximo órgano rector del de-
porte en España. Se trata de una enti-
dad de derecho público creada por Real
Decreto, de 27 de agosto de 1977, como
organismo autónomo, adscrito inicial-
mente al Ministerio de Cultura, y hoy
al Ministerio de Educación y Ciencia,
que desempeña todas las competencias
del Estado relativas al deporte.

VII

Cuando hoy hablamos de deporte,
en la mayoría de las ocasiones, nos re-
ferimos al deporte profesional. Y no sólo
porque sea el más conocido, sino por-
que es el que más expectación suscita.

Esta realidad no pasa desapercibida
al Consejo de Estado en su informe so-
bre el deporte, dedicándole algunas con-
sideraciones, tanto en su vertiente de
deporte de alto nivel como al referirse
al deporte espectáculo.

Los deportistas profesionales nece-
sitan una dedicación exclusiva, por lo
que su actividad deportiva se convierte
en un medio de ganarse la vida. Y esto,
que es evidente en el caso del llamado
deporte espectáculo, también lo es para
el deporte de élite. La exigencia, reco-
gida en la Carta Olímpica, de permitir
la participación en los Juegos sólo a
«aficionados» se mantiene en la actua-
lidad, sólo formalmente, adoptándose
figuras como la del «deporte funciona-
rio» (regímenes comunistas) o la del
«deporte compensado» (con patrocinio
de grandes marcas publicitarias).

Veamos algunas notas sobre el de-
porte espectáculo, recogidas en el in-
forme del Consejo de Estado.

Según el estudio recogido en esta
Memoria, los deportes profesionales por
excelencia en nuestro país son, por este
orden, fútbol, baloncesto y boxeo, ca-
racterizándose por lo siguiente: frente
a un número reducido de jugadores,
existe una gran masa de espectadores,
cuyo comportamiento en ocasiones va
a generar ciertos problemas de orden
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público. Al mismo tiempo, para la prác-
tica de dichos deportes, son necesarias
importantes instalaciones, que requie-
ren para su sostenimiento cuantiosas
sumas de dinero que son obtenidas, en
su mayor parte, de la publicidad y de
los derechos de transmisión en exclusi-
va de los encuentros deportivos.

Más parece que nos encontramos
ante una gran empresa que ante una
simple asociación privada.

Sin embargo, la gestión de esta em-
presa no parecía tarea fácil, a la vista
de la situación ruinosa por la que atra-
vesaban la mayoría de los clubs de fút-
bol español.

La regulación prevista en la Ley de
la cultura Física y el Deporte, de 1980,
fijaba un modelo asociativo que resul-
taba insuficiente, sobre todo al impo-
ner un tratamiento igualitario para to-
dos los clubs, sin apreciar las diferen-
cias entre un club de aficionados y un
club de primera división.

La situación acuciante de los clubs
animó a la celebración de un Acuerdo
en 1985, entre la Liga Profesional de
fútbol y el Consejo Superior de Depor-
tes con una serie de objetivos, que no
llegaron a cumplirse, encaminados a
mejorar su situación financiera.

Sin embargo, será la Ley del Depor-
te de 1990, la que trate de solucionar,
de una vez por todas, el problema, acu-
diendo a la transformación de las aso-
ciaciones deportivas en sociedades anó-
nimas.

Glosando el contenido de la Ley,
destaca:

— la imposición de la forma mer-
cantil, de sociedad anónima, para aque-
llos clubs o equipos, en competiciones
oficiales de ámbito estatal y carácter
profesional;

— la posibilidad de ejercitar una
acción contra los administradores, por
los socios, la Liga o por la Federación;

— el establecimiento de un sistema
de control de los presupuestos.

La materia de sociedades anónimas
ha sido tratada con un mayor dete-
nimiento por el Consejo de Estado, tal
y como recoge en su Memoria. Habien-
do consultado, en relación con una dis-
posición reglamentaria que trataba de
fijar el procedimiento de transforma-

ción de los clubs y el cauce por el que
habían de discurrir las nuevas socieda-
des anónimas, el Consejo de Estado re-
comendó que el reglamento se limitara
a regular los aspectos de la Ley del De-
porte, en los que se hiciera una refe-
rencia expresa af reglamento.

Analicemos ahora el deporte profe-
sional desde otra óptica, desde el punto
de vista de la relación laboral a que
están sujetos los deportistas profesio-
nales.

Excluidos del ámbito de la aplica-
ción del Estatuto de los Trabajadores,
se regulan por un Real Decreto, cuyo
proyecto fue remitido en consulta ante
el Consejo de Estado.

Entre los innumerables problemas
que suscita la relación laboral de los
deportistas profesionales, el informe del
Consejo de Estado otorga especial aten-
ción a los siguientes, a los que nos refe-
rimos de modo somero.

En primer lugar, era necesario apun-
tar una definición; el Consejo de Esta-
do, tras analizar el proyecto de Real
Decreto remitido, confirma la propues-
ta de no exigir la licencia federativa, y
propone que el carácter profesional vi-
niera determinado por la regularidad,
pero no ligada a la práctica del depor-
te, sino a la relación de servicios (reco-
giendo así el supuesto de los jugadores
en reserva).

De tal modo, se sugirió la siguiente
definición, que fue aceptada por el Real
Decreto 1.006/1985, de 26 de junio.

«Son deportistas profesionales quie-
nes, en virtud de una relación estable-
cida con carácter regular, se dediquen
voluntariamente a la práctica del de-
porte por su cuenta, y dentro del ámbi-
to de organización y dirección de un
club o entidad deportiva a cambio de
una retribución.»

La definición propuesta excluye a
los deportistas de alto nivel que, en prin-
cipio, no reciben una retribución por la
práctica del deporte.

Quizá, el tema de la retribución me-
rezca una consideración aparte, en la
medida en que otra importante fuente
de ingresos de los deportistas profesio-
nales es la publicidad.

Si el deporte profesional está ínti-
mamente ligado con el espectáculo de
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masa, es lógico que la celebración de
encuentros de determinada índole sean
utilizados como medio publicitario. La
utilización de las instalaciones del club
con la colocación de anuncios fijos o
móviles no supone ningún problema
para los deportistas. Sin embargo, dis-
tinto es cuando, queriendo aprovechar
el buen momento de un deportista, se
utiliza su imagen como vía publici-
taria.

Tal procedimiento afecta a un dere-
cho fundamental de toda persona, como
es el derecho a la propia imagen, que
puede verse lesionado por los intereses
contrapuestos del empresario o de un
tercero.

Siguiendo los dictados del Consejo
de Estado, se reconoce el derecho del
deportista a explotar su propia imagen,
participando en los beneficios que el
club, empresa o entidad obtenga en esta
explotación, de acuerdo a lo fijado en
el convenio colectivo o en el contrato
individual. Tal propuesta no fue acogi-
da por el Real Decreto citado, con lo
que cabe esperarse problemas de inter-
pretación y numerosos conflictos.

Una práctica también usual entre los
clubs o entidades deportivas es la ce-
sión temporal de los deportistas.

La cesión temporal consiste «en el
traspaso de sus servicios profesionales
a otro club o entidad deportiva, que se
subroga en los derechos y obligaciones
del cedente, mientras dure la cesión,
pero sin que por ello se rompa el víncu-
lo contractual originario».

Tal práctica, prohibida para el régi-
men general según establece el Estatu-
to de los Trabajadores, es autorizado
por el Consejo de Estado, justificándo-
la en el ámbito deportivo, de la siguien-
te manera:

Con la cesión temporal se beneficia
tanto el club cedente, que se libera de
las retribuciones de un jugador que no
rinde lo suficiente en el campo, como
al jugador, que prefiere cambiar de club
antes que pasar toda la temporada en
el «banquillo».

A pesar de la corrección del sistema,
es necesario fijar un límite, contar con
el consentimiento del jugador. Si la pe-
tición procede de él, el club no podrá
negarse, siempre y cuando concurran

una serie de circunstancias objetivas
fijadas.

El informe del Consejo de Estado
apunta a que la circunstancia objetiva
que se ha fijado, «la no utilización de
sus servicios, en las competiciones ante
el público, a lo largo de una tempora-
da» presenta alguna deficiencia, ya que
es fácilmente manipulable por los clubs.

A la hora de la extinción de la rela-
ción laboral de los deportistas profe-
sionales, tradicionalmente se hablaba
de un «derecho de retención» a favor
de la entidad deportiva.

Cuando la extinción del contrato se
producía por la voluntad del deportista
o por la llegada del término, el club
podía exigirle una compensación eco-
nómica por lo invertido en su forma-
ción.

El Consejo de Estado propuso redu-
cir el ámbito de exigencia del derecho
de retención, a la extinción del contra-
to por voluntad del deportista, dejando
al margen el supuesto de la expiración
del plazo convenido (aquí cabrá solici-
tar una compensación al nuevo club,
en el que el deportista va a ofrecer sus
servicios). En cuanto a la cuantía, sal-
vo pacto expreso, será fijada por la ju-
risdicción laboral.

A partir de 1993, se reconoce la li-
bre circulación de bienes, servicios y
personas entre los países miembros de
la Comunidad Europea. Esta libertad
de circulación y de establecimiento, en
cualquier país de la Comunidad Euro-
pea, implica una no discriminación por
razón de la nacionalidad. Pero, ¿ocurre
igual con los deportistas profesionales?

En el informe del Consejo de Estado
se recoge la línea adoptada por el Par-
lamento Europeo que, en abril de 1989,
condenó el sistema de pago de sumas
en concepto de traspaso de los jugado-
res. Según este órgano comunitario, tal
práctica es equiparable al comercio de
esclavos y supone un atentado contra
la libertad contractual y la libertad de
circulación, consagrada en los Tratados.

Otra práctica, en el mismo sentido,
es la restricción del número de jugado-
res extranjeros profesionales autoriza-
dos a jugar en cada equipo. Restricción
lógica en el caso de las selecciones na-
cionales, porque los intereses son dis-
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tintos, pero incomprensible, ajuicio del
Consejo de Estado, en los demás casos,
ya que no supondría ni peligro para «la
cantera», ni para la identidad del equi-
po. Por lo que recomienda a la UEFA,
un cambio de actitud al respecto.

VIII

Si el deporte espectáculo suscita gran
expectación y genera importantes con-
flictos de los más diversos intereses, no
se puede decir menos del deporte de
élite o de alta competición.

El prestigio de un país, la política
exterior e incluso los intereses finan-
cieros se ponen en juego en las compe-
ticiones de élite. La politización del de-
porte ha venido siendo una constante
en las últimas décadas. Recuérdese
como la Olimpiada de Berlín de 1939
se convirtió en un escaparate mundial
del poder nazi, o como las relaciones,
siempre tensas entre Estados Unidos y
la ex Unión Soviética, durante la gue-
rra fría, generaron continuos boicots
en las Olimpiadas de Moscú de 1980 y
de los Ángeles de 1984. Incluso países
que recibían sanciones de Naciones
Unidas (Sudáfrica), veían vedada su
participación en los Juegos y así, po-
dríamos poner numerosos ejemplos
(pág. e., el asesinato de deportistas ju-
díos por la organización terrorista Sep-
tiembre Negro, en el curso de unas
Olimpiadas en Alemania).

Tal práctica ha sido objeto de repul-
sa generalizada y así se ha recogido por
la Carta Europea del Deporte para To-
dos (art. V). El problema está en fijar
los límites entre la intervención admi-
nistrativa y la instrumentalización po-
lítica. A ello contribuye la necesidad de
una intervención intensa del Estado
para potenciar este tipo de deporte. El
deportista de élite es una persona que
necesita de una dedicación plena y un
entrenamiento constante, ya que no sólo
se le exige ganar, sino ser el mejor, ba-
tir todas las marcas. Esta dedicación
plena tiene que hacerse compatible con
otras necesidades como los estudios, el
trabajo o el cumplimiento del servicio
militar... y es ahí donde se hace necesa-
ria la participación del Estado. El Esta-

do debe velar por la formación y prepa-
ración de sus deportistas de alto nivel,
en la medida en que en las competicio-
nes también se juega el prestigio na-
cional.

En esta línea, la actual Ley del De-
porte de 1990, establece una serie de
medidas para potenciar a los deportis-
tas de alto nivel; en su mayor parte
tratan de facilitar los problemas rela-
cionados con el trabajo, los estudios...
Pero el principal problema sigue sien-
do el económico, ya que a pesar de ser
profesionales, no pueden ser retribui-
dos por su trabajo, ya que esto les im-
pediría participar en los Juegos Olím-
picos (regla 26 de la Carta Olímpica).
Se considera, sin embargo, que la fór-
mula más adecuada para respetar, al
menos formalmente, la exigencia olím-
pica es la fórmula del deportista com-
pensado, aunque sobre esta materia no
ha sido consultado el Consejo de Esta-
do.

A los deportistas de alto nivel, se les
exige un objetivo, la superación. Cada
vez las marcas se hacen más difíciles
de batir, debido a la fuerte competen-
cia de los atletas, pero han de conse-
guirlo. Este afán, lleno de esfuerzo y de
sacrificio, conduce, en ocasiones, a que
algunos deportistas acudan a métodos
artificiales para mejorar su rendimiento.

IX

El «dopaje» o «doping», como se le
conoce usualmente, «consiste en la uti-
lización de sustancias destinadas a au-
mentar artificialmente el rendimiento
del deportista con grave riesgo para la
integridad física o psíquica de la perso-
na». Tal práctica está prohibida por las
Autoridades deportivas, no sólo porque
perjudique la salud, sino y, sobre todo,
porque altera el resultado limpio de la
competición y es contrario a la ética
deportiva.

Sobre este tema se han adoptado di-
versas medidas, tanto a nivel europeo
como nacional. Y así, destaca el Conve-
nio n." 135, acordado por el Consejo de
Europa, sobre la adopción de medidas
contra la utilización de esteroides y
anabolizantes.
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En España, la Ley del Deporte de
1990, atribuye al Consejo Superior de
Deporte la determinación de los fárma-
cos prohibidos conforme a los Conve-
nios Internacionales suscritos por Es-
paña, y además prevé la creación de la
Comisión Antidopaje, sobre cuya for-
mación fue consultado el Consejo de
Estado (29 de noviembre de 1991) y en
el que fue objeto de controversia el nú-
mero de representantes de cada Comu-
nidad Autónoma en dicho órgano.

X

Cuando nos preguntábamos el por-
qué de la relación entre deporte y dere-
cho, hablábamos de la concepción del
deporte como algo reglado, algo sujeto
a normas, reglas que deben ser cumpli-
das, pero, ¿qué ocurre si no lo son? ¿a
quién corresponde su corrección o san-
ción?

La anterior Ley del Deporte de 1980,
preveía un sistema de disciplina jerar-
quizado, de tal manera que las asocia-
ciones ejercían la facultad disciplinaria
sobre sus jugadores, afiliados y técni-
cos, acudiendo, en un segundo escalón,
a la Federación correspondiente y, por
último, ante el Consejo Superior de
Deporte. Sin embargo, la complejidad
de los problemas era tal que se hizo
necesario un cambio de sistema. En
primer lugar, mediante el Reglamento
de Disciplina Deportiva (RD 642/1984,
de 28 de mar/o), que simplificó proce-
dimientos y aumentó las garantías de
los afectados. Y en segundo lugar, por
la nueva Ley del Deporte de 1990.

La nueva Ley del Deporte, incorpo-
ra importantes novedades sobre la
tipificación de las faltas y las sancio-
nes, que necesitarán un ulterior desa-
rrollo reglamentario.

Cabe recordar cuáles han sido las
recomendaciones del Consejo de Esta-
do en esta materia, al establecer las
diferencias entre las infracciones de
reglas de juego y de conducta deporti-
va, al exigir que las sanciones en esta
materia se adapten a los principios del
Derecho sancionador, aunque sin olvi-
dar las peculiaridades del régimen de-
portivo que permiten algunas excepcio-

nes (pág. e., imposición inmediata de
la sanción en el lugar del cumplimiento
de la infracción).

En cuanto a las posibles reclama-
ciones en esta materia, caben tres vías:

— Una vía administrativa, acudien-
do al Comité Español de Disciplina De-
portiva, cuyas decisiones agotan la vía
administrativa.

— Una vía extrajudicial, introduci-
da por la Ley del Deporte de 1990, que
permite la resolución de los problemas
por la conciliación o el arbitraje, de
modo más rápido y sencillo.

Sólo podrá acudirse a este sistema
cuando expresamente lo prevea la Ley
del Deporte, y en cuanto al procedi-
miento, puede seguir o la Ley de Arbi-
traje, o un sistema fijado por las partes
con respecto a los principios de contra-
dicción, igualdad y audiencia de las
partes.

— Una vía judicial. Aunque la juris-
prudencia es indecisa a la hora de de-
terminar el orden jurisdiccional com-
petente.

XI

Una de las principales preocupacio-
nes en materia de disciplina es la vio-
lencia. Violencia en el deporte, que de
un tiempo a esta parte, desgraciada-
mente, se ha venido generalizando, so-
bre todo en los partidos de fútbol inter-
nacionales. En la memoria de todos está
la tragedia del estadio de Bruselas (29
de mayo de 1985) en el que la violencia
desencadenó una estampida de espec-
tadores, que murieron atrapados entre
las vallas (defectuosamente construidas)
del estadio. Como reacción a este terri-
ble suceso, se elaboró un Convenio Eu-
ropeo sobre la violencia e irrupciones
de espectadores con motivo de mani-
festaciones deportivas y especialmente
partidos de fútbol, en Estrasburgo en
1985. En virtud de este Acuerdo, los
Estados firmantes se comprometieron
a adoptar medidas, tanto de mejora de
la construcción y la seguridad en los
estadios de fútbol, como de control de
los espectadores y la persecución de los
responsables de los actos vandálicos...

En esta línea cabe citar un informe

560



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

provisional del Parlamento Europeo,
donde se analizan las causas de la vio-
lencia, sus manifestaciones y se propo-
ne una coordinación de las políticas
comunitarias para lograr su represión.

Así, en España se creó, en el Sena-
do, una Comisión de investigación de
la violencia en los espectáculos públi-
cos que elaboró un dictamen, aprobado
por el Pleno y que influyó en la Ley del
Deporte de 1990, al proponer la crea-
ción de una Comisión Nacional contra
la violencia en los espectáculos (que
contó con el informe favorable del Con-
sejo de Estado).

El Consejo de Estado ha querido in-
sistir en la gravedad que tal fenómeno
tiene, y ha venido a reconocer la co-
rrecta tarea del Gobierno, adhiriéndo-
se a Convenios internacionales y adop-
tando las medidas oportunas, aunque
las causas de la violencia prevalezcan
sobre las medidas adoptadas.

XII

Atrás quedaron los Juegos Olímpi-
cos de Barcelona, celebrados durante
el verano de 1992, pero merece la pena
hacer una breve referencia, tras los óp-
timos resultados obtenidos, al duro tra-
bajo de la organización y preparación,
temas que llegaron en varias ocasiones
ante este supremo órgano consultivo.

El Movimiento Olímpico, que si na-
ció como un asunto de índole privado
(el Barón Pierre DE COUBERTAIN, lo crea
a finales del siglo XIX, celebrándose la
primera Olimpiada en Atenas en 1889),
hoy ha adquirido otra dimensión. Los
Juegos Olímpicos con sus rituales, sus
himnos y sus banderas implican de
modo evidente, no sólo a los deportis-
tas, sino también a los Estados. De ahí
que la designación de la sede y la orga-
nización de los Juegos sea un asunto
que despierte el interés general.

Un ya lejano 17 de octubre de 1986,
en Lausanne, Barcelona fue designada
como sede de la celebración de los Jue-
gos Olímpicos de Verano en su XXV
edición. A partir de ese momento, dio
comienzo a una gran tarea de organi-
zación. Se crea el Comité de Organiza-
ción de los Juegos Olímpicos de Vera-

no de Barcelona 92 (COOB 92), com-
puesto por el Ayuntamiento de Barce-
lona, el Comité Olímpico español, el
Gobierno español y la Generalitat de
Cataluña, siendo su presidente el Alcal-
de de Barcelona.

La celebración de un evento tan im-
portante exigía grandes obras de infra-
estructura, para lo cual se constituyó
una sociedad anónima (Barcelona Hol-
ding Olímpico, S.A.) con participación
del Estado y del Ayuntamiento de Bar-
celona (en un 51 y 49 por 100, respecti-
vamente).

El Consejo de Estado fue consulta-
do sobre una concesión de un crédito
extraordinario (3.044 millones de pese-
tas) referido a la aportación estatal a
HOLSA. Concurriendo la circunstancia
de que el Presupuesto de 1989 estaba
siendo prorrogado (en virtud del art.
134.4 de la Constitución española), ya
que estaba en discusión el Presupuesto
para 1990 ante las Cámaras, el Consejo
de Estado consideró que la concesión
de un crédito extraordinario debía jus-
tificarse con motivos rigurosos.

El hecho de que el gasto fuera ina-
plazable y, sobre todo, la existencia de
un compromiso internacional en el que
no sólo estaban implicados los intere-
ses de una ciudad, sino los de todo el
Estado, aconsejaban, como así lo reco-
ge el informe del Consejo, la concesión
del crédito.

En el citado informe se enumeraban
los procedimientos de financiación de
los Juegos y se concluía, quizá de un
modo optimista, que «no serán defici-
tarios, no suponiendo una carga para
el contribuyente», sin embargo, hoy por
hoy, a casi seis meses de la celebración
de los Juegos, no parece que tales pre-
visiones hayan sido afortunadas, ya que
incluso se ha suscitado cierta polémica
a la hora de la aprobación de los Presu-
puestos para 1993, sobre quién iba a
asumir el déficit, si el Estado, la Gene-
ralitat o el Ayuntamiento de Barcelona.

Pero al margen de lo económico,
nadie parece dudar del éxito español,
tanto en la organización como en la
celebración de los Juegos. Si a ello uni-
mos eJ éxito en Jo deportivo (21 meda-
llas, 17 de ellas de oro) debemos reco-
nocer que la tarea desempeñada, tanto
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por los deportistas profesionales como
por las autoridades deportivas (Comité
Olímpico español. Federaciones, COOB
92) o incluso por las empresas españo-
las que han subvencionado o promovi-
do determinadas modalidades deporti-
vas, ha sido encomiable.

Tal éxito tendrá que servir para in-
citar, no sólo a continuar en esta línea,
sino incluso a mejorarle, tanto por par-
te de los deportistas como por parte del
Estado (creación de escuelas de alto
rendimiento subvenciones, nuevas ins-
talaciones...) en su apoyo no sólo del
deporte de élite, sino también, y de
modo destacado, del deporte popular,
en la medida en que permita el acceso
de todos al deporte.

Cristina FERNÁNDEZ-MIRANDA
FERNÁNDEZ-MIRANDA

María José MORALES GARCÍA

perder las notas peculiares que, en su
día, hicieron de la misma un modelo a
imitar en muchos países. El difícil equi-
librio entre prudencia y reforma se ha
logrado.

El lector español encontrará, pues,
en el libro que comentamos una inteli-
gente exposición de las diversas tareas
que hoy desempeña el Consejo de Esta-
do. Pero además, al haber sido escrito
el libro por una persona que conoce las
interioridades de la institución, se nos
da una visión viva de la misma, ponien-
do de manifiesto, entre otros temas, los
problemas que inciden en la selección
del personal, su posible politización por
el ejercicio de funciones internas y ex-
ternas, la relación del Consejo con otras
instituciones o la creciente huida de
Consejeros hacia actividades privadas
más lucrativas (el pantouflage). Todas
estas reflexiones se acompañan de da-
tos objetivos y de unas prudentes ob-
servaciones personales que nos pare-
cen de extraordinario interés.

COSTA, Jean-Paul: Le Conseil d'Etat dans
la societé contemporaine, Ed. Eco-
nómica, París, 1993.

I

El Consejo de Estado francés es. sin
duda, una institución conocida por la
doctrina jurídica española. Conocida y
admirada. Pero el libro del Consejero
de Estado Jean-Paul COSTA, un esplén-
dido libro, nos permite tener un cono-
cimiento mucho más profundo y actua-
lizado de la realidad de esta institu-
ción. Con la claridad expositiva y siste-
mática que caracteriza a la mejor doc-
trina francesa, el autor nos describe el
conjunto de funciones que desempeña
el Consejo de Estado, su composición y
las relaciones del mismo con otras ins-
tituciones del sistema constitucional
francés.

La lectura del libro nos acerca así a
una institución que continúa ejercien-
do en el sistema jurídico francés unas
tareas de extraordinaria relevancia, y
que ha sabido adaptarse a las nuevas
necesidades de la sociedad actual sin

II

Muchos son los ternas que sugiere la
lectura del libro de Jean-Paul COSTA.
Destacaremos tan sólo algunos de ellos
aprovechando la ocasión para realizar
breves acotaciones sobre su relevancia
en relación con los conflictos que tene-
mos planteados en nuestro país.

La faceta más conocida del Consejo
de Estado francés por la doctrina espa-
ñola es su actuación como órgano ju-
risdiccional dentro del sistema dualista
francés. Pues bien, en este punto la lec-
tura del libro nos permite afirmar que
los problemas de la justicia adminis-
trativa en Francia y España son muy
similares, y que en ambos países se asis-
te a una crisis de crecimiento y a una
crisis de identidad en relación a la fun-
ción de los Tribunales Contencioso-Ad-
ministrativos.

El aumento creciente de litigiosidad
frente a la actuación administrativa pro-
voca una primera crisis por el retraso
en la administración de justicia. El Con-
sejo de Estado se ve desbordado, y la
reforma de 1987 trata de dar solución
al problema a través de la creación de
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las Cours Administratives d'Appel. El
Consejo de Estado pasa, de este modo,
a ser un órganos judicial que conoce
mayoritariamente de recursos de casa-
ción y sólo excepcionalmcnte es juez
de primera instancia o de apelación. El
objetivo último de la norma, que el
Conseil d'Etat actúe como órgano de
casación y unificación de doctrina, pu-
diendo fallar en plazos razonables sin
merma de la necesaria calidad de sus
decisiones, se trata de garantizar a tra-
vés de la creación de una Comisión de
Admisión que sirva de filtro ante los
recursos de casación.

Lo expuesto coincide de manera ge-
neral con la situación de las Salas de lo
Contencioso-Administrativo del Tribu-
nal Supremo español y con la reforma
acometida en nuestro país mediante la
Ley 10/1992. El Tribunal Supremo se
convierte en Tribunal de casación y se
establecen los asuntos que deben resol-
verse en última instancia y sin posibili-
dad de recurso de casación ante los Tri-
bunales Superiores de Justicia. De este
modo se pretende aligerar el stock de
recursos acumulados en el Tribunal
Supremo que imponían una pérdida en
la calidad de las Sentencias, una pérdi-
da en la función de unificación de doc-
trina, y un retraso superior a los tres
años en la administración de justicia,
lo que vulnera el derecho a una tutela
judicial efectiva que reconoce el artícu-
lo 24 de nuestra Constitución.

Esta reforma orgánica, como nos
recuerda COSTA, tiene, en lo que afecta
a los niveles orgánicos inferiores, un
condicionante de primer orden para su
éxito. La selección y formación de los
Magistrados. Reflexión también de gran
interés en nuestro país ante la futura
creación de los Juzgados de lo conten-
cioso-administrativo, cuya razón de ser
sólo podrá ser compartida si se lleva a
cabo, de modo paralelo, el esfuerzo ne-
cesario para la selección y formación
del personal capacitado que debe ocu-
par estos nuevos órganos jurisdiccio-
nales unipersonales.

La crisis de crecimiento se acompa-
ña con una crisis de identidad, espe-
cialmente sensible en nuestro país en
estos momentos. Por ello quiero for-
mular ciertas consideraciones a partir

de la lectura del libro que comentamos.
COSTA pone de manifiesto cómo el
Conseil d'Etat ha protegido al ciudada-
no tanto como podía protegerlo el po-
der judicial, afirmando al respecto que
«le Conseil d'Etat s'est forgé une image
et une attitude de juge impartial, con-
naissant bien, certes, l'administration de
l'interieur— grd.ce aux origines de certains
de ses membres et aux passages d'autres,
a divers étapes de leur carriére, dans
l'administration».

Esta reflexión nos parece de singu-
lar interés para el debate que se ha sus-
citado en nuestro país en torno a la
posición constitucional del poder judi-
cial y de la Administración. Cuando se
discute entre nosostros sobre el alcan-
ce de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa en su función de control del
poder administrativo o, más concreta-
mente, cuando se discute sobre los lí-
mites del poder de revisisón y sustitu-
ción de las decisiones discrecionales
administrativas por el poder judicial,
no debería perderse de vista, si se cita
el ejemplo francés, lo que acaba de ex-
ponerse. Es decir, cuando nos plantea-
mos el alcance de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa debería tener-
se presente que la composición de los
órganos revisores y su modo tradicio-
nal de enfrentarse a los actos adminis-
trativos son cuestiones muy significati-
vas. No es lo mismo el poder revisor en
manos del Conseil d'Etat que en manos
de los magistrados de lo contencioso-
administrativo. Y al hacer esta afirma-
ción no quiere hacerse ningún juicio de
valor sobre un sistema u otro o estable-
cer comparaciones. Simplemente que-
remos destacar la diferencia.

En este mismo sentido es importan-
te la doble pertenencia simultánea de
los miembros del Consejo de Estado,
desde 1963, a la sección de lo conten-
cioso y a la sección consultiva, doble
pertenencia que COSTA califica de sabia
y bien aceptada por los Consejeros. Por
ello, citamos de nuevo textualmente, se
afirma en el libro que «c'est parce qu'il
connait les texles les plus importants, la
facón dont ils ont été elabores, et á
laquelle Ha concurru, l'esprit dans lequel
ils ont été pris, que le Conseil peut juger
ensuite l'application qui en est faite par
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l'administration; c'est parce qu'il est,
comme juge, familier des problémes de
légalité des actes administratifs et des
problems de responsabilité qui en résul-
tent que le Conseil, comme donneur
d'avis, peut mettre en garde le gouver-
nernent contre les risques que les projets
lui paraissent recéler». El control de la
actuación administrativa aplicando las
normas es posible en la medida que se
conoce el espíritu de éstas, la razón de
ser del Derecho administrativo. Y por
ello la doctrina del Conseil d'Etat se
integra posteriormente sin dificultad en
la configuración de este mismo orde-
namiento administratvo.

Dentro de esta misma línea de con-
sideraciones, la lectura del libro del
Consejero COSTA nos lleva también a
insistir sobre la importancia de mante-
ner en un orden jurisdiccional especia-
lizado la revisión de la actuación admi-
nistrativa. El conocimiento que sobre
la realidad de la Administración posee
una jurisdicción especializada permite
un enjuiciamiento más equilibrado de
las decisiones de aquélla. La huida al
Derecho privado no es ciertamente hui-
da del Derecho, pero puede serlo del
control por el orden contencioso-admi-
nistrativo. Por lo tanto, la singular com-
posición del Conseil d'Etat y las reflexio-
nes que al respecto se contienen en el
libro hacen más patente la necesidad
de, cuanto menos, mantener en una ju-
risdicción especializada el control de la
Administración. En la medida en que
vinculamos el acierto en el enjuiciamien-
to de la Administración, no sólo al do-
minio de la técnica jurídica, sino tam-
bién al conocimiemto de la realidad de
la entidad autora de los actos impugna-
dos, ya actué ésta en régimen de dere-
cho administrativo o de derecho priva-
do, se refuerza la convicción en la de-
fensa de un sistema como el propio del
Consejo de Estado francés o, cuanto
menos, a existencia de una jurisdicción
especializada en razón del sujeto autor
del acto.

órgano consultivo y las encomendadas
desde 1963 a la Sección de Informe y
Estudios.

COSTA tiene especial interés en des-
tacar la relevancia de unas y otras. Así,
por ejemplo, se dedica una notable aten-
ción al papel que ha jugado la sección
de Informe y Estudios, particularmente
a través de estos últimos. Los estudios
elaborados desde 1969 (63) han dado
lugar a numerosas reformas normati-
vas, lo que pone de manifiesto que el
Conseil d'Etat ha influido también a tra-
vés del ejercicio de esta función en la
producción legislativa y reglamentaria.

Pero de singular importancia nos
parece la competencia asignada desde
1963 a esta Sección de Informe y Estu-
dios en relación al problema de la
inejecución de las sentencias de conde-
na por parte de la Administración. El
beneficiado por una sentencia conde-
natoria frente a la Administración pue-
de dirigirse a la Sección del Conseil
d'Etat, la cual actuará en relación a la
Administración condenada para lograr
que ejecute la sentencia. Con este fin,
se nos dice en el libro, se utilizará la
persuasión y luego la amenaza. Amena-
za consistente en publicar el incumpli-
miento en el informe público anual.

Los datos que se acompañan a esta
exposición son elocuentes. Entre 1977
y 1978 se recibieron unas 200 solicitu-
des de intervención de la Sección del
Conseil. En 1988, cerca de 1.000. La
descentralización, se nos dice también,
ha incrementado la actuación del Con-
seil, pues las Administraciones locales
son las más reticentes a cumplir las
setencias de condena. Sin dejar de va-
lorar positivamente la experiencia, y
teniendo en cuenta además la reforma
de 1980, que permite condenar a una
astreinte en casos de inejecución, Jean-
Paul COSTA termina por hacer una lla-
mada a la necesidad de mecanismos más
rigurosos para garantizar que la Admi-
nistración no burle la eficacia de las
decisiones judiciales condenatorias.

III

Menos conocidas entre nosotros son
las funciones del Conseil d'Etat como

IV

Si las funciones consultiva y de In-
forme y Estudios eran poco conocidas,
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aún menos datos posee el jurista espa-
ñol sobre la composición del Conseil
d'Etat. Por ello es de especia] interés la
segunda parte del libro, en la medida
que nos permite una aproximación crí-
tica a la realidad interna. Las formas
de selección de los miembros del Con-
seil, su crecimiento limitado, las rela-
ciones personales entre ellos, las fun-
ciones internas y externas, su nivel de
politización y su estatuto jurídico, son
cuestiones que se abordan en esta se-
gunda parte del libro que comentamos.
Junto a ello se incluyen unos datos so-
ciológicos que también ayudan a com-
prender el funcionamiento de la insti-
tución.

Especial interés parece tener COSTA
en desmentir la acusación de politi-
zación de los miembros del Conseil que
provienen del turno exterior, crítica que,
se nos dice, reaparece periódicamente
y con especial fuerza desde 1970. Fren-
te a tal acusación se destacan las venta-
jas que posee la incorporación de miem-
bros ajenos frente a un corporativismo
cerrado, y cómo el prestigio de la insti-
tución termina por imponerse sobre las
conductas personales. Aunque, se reco-
noce, como en el caso de las vocaciones
religiosas en ocasiones hay fracasos.

Dentro de este apartado de datos
personales y sociológicos, el autor del
libro muestra igualmente su preocupa-
ción por el fenómeno que en Francia se
conoce comopantouflage. Se trata de la
huida de funcionarios desde la Admi-
nistración al sector privado, general-
mente funcionarios que ocupan los ni-
veles más elevados, atraídos por las ven-
tajas tradicionalmente reconocidas a
este sector. Si éste es un fenómeno tam-
bién normal en nuestro país (piénsese,
por ejemplo, en el caso de los Abogados
del Estado), ¿es posible imaginarlo en
relación al Conseil d'Etat?, ¿puede al-
guien renunciar a formar parte de tan
prestigioso Cuerpo?

Esta sorpresa es la que lleva al autor
a reflexionar sobre las causas de esta
conducta. Reflexión en la que de nuevo
Jean-Paul COSTA hace gala de una ex-
traordinaria agudeza y de unos juicios
que compartimos plenamente.

Para COSTA, junto a razones como
las bajas remuneraciones en relación al

sector privado, el exceso de trabajo y
las condiciones del mismo, o el ejem-
plo de lo que ocurre en otros altos Cuer-
pos del Estado, hay una razón añadida
muy significativa: las modas. Se refiere
así a la moda por el management y el
sector empresarial que sacudió a los
alumnos de la ENA. Moda que no criti-
ca, aunque sí critica en cambio la des-
afección por el Derecho y un cierto des-
precio por el Estado como forma de
organización de la vida social. Junto a
ello destaca cómo el rápido fluir de las
corrientes asentadas en modas permite
descubrir ya una recuperación del De-
recho, recuperación fundada en el mis-
mo proceso de construcción de Euro-
pa, que exige al mismo tiempo Estados
fuertes, competentes , bien gestionados
y sólidamente organizados.

V

El capítulo del libro dedicado a la
relación del Conseil d'Etat con otros
órganos de relevancia constitucional
aborda el conflictivo tema de la rela-
ción entre Conseil d'Etat y Conseil
Constitutionnel. Relación que se nos
define como de complementariedad y
de rivalidad.

Complementariedad al agotar entre
ambas instituciones las funciones de
control jurídico de todos los poderes
públicos. Esta complementariedad da
lugar a mutuas influencias, y de modo
singular se destaca cómo el Conseil
d'Etat recoge la cada vez más abundan-
te doctrina del Conseil Constitutionnel.
Pero COSTA nos pone de manifiesto
cómo también ciertas técnicas utiliza-
das por el órgano de control de la
constitucionalidad de las leyes son to-
madas de la doctrina elaborada en su
día por el Conseil d'Etat. Así, por ejem-
plo, el recurso a los principios genera-
les del derecho, técnica especialmente
útil para interpretar el lenguaje propio
de la Constitución, fue ya utilizada por
el Conseil d'Etat en un Arret de 1936.

La pérdida del carácter de intérpre-
te supremo de las normas ha ocasiona-
do una cierta rivalidad entre el Palais
Royal y el Palais Monlpensier. Pero COS-
TA juzga incluso excesiva esta palabra,
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y prefiere poner de relieve cómo el
Conseil d'Etat sigue la jurisprudencia
del Conseil Constitutionnel y cómo sólo
en muy contadas materias existe una
diversidad de criterio.

Estamos ante un libro breve, preci-
so, que, junto a una exposición riguro-
sa y sistemática de la realidad jurídica
y sociológica del Conseil d'Etat, contie-
ne inteligentes reflexiones personales
de gran valor al ser formuladas por un
Consejero de Estado. Un libro de indu-
dable interés para el jurista español.

Joaquín TORNOS MAS

FLEINER-GERSTER, Thomas: Wie solí man
Gesetze schreiben? Leitfáden für die
Redaktion normativer Texte. Paul
Haupt Verlag, Berna y Stuttgart,
1985, 172 págs.

Con motivo de mi estancia en la
Universidad de Friburgo (Suiza) tuve
la oportunidad de asistir al seminario
de técnica de legislación que el Profe-
sor FLEINER-GERSTER dirige en esta Uni-
versidad, dedicado a analizar, básica-
mente, el contenido de esta obra. Por
ello, a pesar de que lleve algunos años
publicada y sea conocida por la doctri-
na más especializada (1), considero que
no está de más colaborar en su difu-
sión, dada la especial preocupación con
que la mayoría de la doctrina española
contempla la progresiva pérdida de ca-
lidad de nuestros textos normativos.

La inexistencia en los programas de
estudio de Derecho de una asignatura
dedicada a la técnica legislativa hace
que la mayoría de los operadores jurí-
dicos que, posteriormente, se verán en-
frentados a la tarea de redactar textos
normativos carezcan de la formación

(1) En la colaboración del Profesor
SAÍNZ MORENO al libro La calidad de ¡as
leyes (Parlamento Vasco, Vitoria, 1989)
aparece citado entre la bibliografía básica
en la materia (ver nota a pie de pág n.° 1,
pág. 20)

suficiente en la materia, debiendo su-
plir esta laguna formativa o bien por la
fórmula del try and error, o, en el peor
de los casos, por la copia de textos nor-
mativos semejantes, con lo que se pro-
duce la repetición ad infinitum de los
fallos redaccionales del modelo elegi-
do.

El profesor FLEINER-GERSTER inten-
ta paliar esta deficiencia formativa de
estudiantes y funcionarios con la re-
dacción de este Manual, en el que reco-
ge, por un lado, sus experiencias como
redactor de textos legales, que servirán
posteriormente de ejemplo a las expli-
caciones teóricas del libro, y, por otro,
los resultados del seminario sobre téc-
nica legislativa que, en colaboración con
el Profesor Werner HAUCK, dirige en la
bella ciudad suiza de Murten.

El completo estudio de la técnica
legislativa exigiría un tratamiento inter-
disciplinar, en el que deberían ser tra-
tados aspectos de filosofía, politología,
teoría de la ciencia, etc. Sin embargo,
desde la propia introducción al libro, el
Profesor FLEINER-GERSTER se encarga
de delimitar el objetivo concreto que
persigue con la redacción de estos prin-
cipios de técnica legislativa, que no es
otro que «investigar el componente lin-
güístico de la legislación, para extraer
puntos de apoyo prácticos para el re-
dactor de textos normativos» (pág. 2).
El libro intenta, pues, introducir al ju-
rista en los rudimentos de la estructura
formal del lenguaje jurídico, en el con-
vencimiento que «sólo una buena for-
mación técnico-formal conduce a un
buen contenido material de la norma
jurídica» (pág. 3).

La obra se estructura en seis partes
(parte 1, «¿Existe un método para legis-
lar?»; parte II, «La elaboración de la
norma»; parte III, «La revisión (2) de
las proposiciones normativas»; parte IV,
«La estructura de las normas que con-
fieren derechos u obligaciones»; parte
V, «La inclusión en el sistema jurídico
de nuevas normas»; parte VI, «Reflexión

(2) El término alemán überpriifung im-
plica el control de la corrección desde un
punto de vista lingüístico del texto nor-
mativo en elaboración.
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final sobre la relación entre Derecho,
lenguaje y realidad»), precedidas de una
Introducción y seguidas de un Apéndi-
ce, en el que se ofrece una formalización
de los elementos informativos de las
proposiciones normativas.

En la parte primera del libro se nos
muestran los fallos redaccionales más
usuales en la elaboración de las nor-
mas jurídicas. En muchos casos éstos
vienen ya determinados por la falta de
claridad y precisión del mandato polí-
tico que origina la labor legislativa. El
adagio latino rem teñe, verba sequuntur
es una premisa esencial para ¡a correc-
ción formal de la norma, a no ser que
sea la propia voluntad política la que
no esté interesada en su claridad y pre-
cisión «porque las normas ambiguas e
incluso contradictorias, los preceptos
inespecíficos y la confusión interesada
son el mejor caldo de cultivo para la
discrecionalidad, cuando no para la pura
y simple injusticia» (3).

El autor señala como fallos más fre-
cuentes, en el proceso estrictamente le-
gislativo, el excesivo carácter abstracto
de la redacción o, por el contrario, su
excesiva casuística. Esta primera parte
termina apuntando a los fallos en la cons-
trucción de las normas, señalando que
«los textos complicados y difíciles de com-
prender están, en su mayoría, radical-
mente mal construidos» (pág. 11).

La parte segunda del libro afronta
la redacción de una nueva norma jurí-
dica desde la perspectiva del operador
jurídico encargado de realizarla. El au-
tor parte del principio, básicamente un
leitmotiv a lo largo de toda la obra, de
que «las normas contribuyen a la reali-
zación de determinados intereses. Quien
quiera redactar una norma tiene que
saber, pues, qué objetivos deben ser
hechos realidad...» (pág. 16).

En el apartado segundo de esta par-
te del libro se nos expone cómo el re-
dactor de la norma debe concretar en
tesis los objetivos a alcanzar con la re-
dacción de la norma, para, en un mo-

(3) Con esta crudeza se expresa el Pro-
fesor PENDAS GARCÍA en su artículo Proce-
dimiento legislativo y calidad de las leyes
(«Revista Española de Derecho Constitu-
cional», n.°28, 1990).

mentó posterior, dotar a aquéllas de la
forma jurídica pertinente (conferir un
derecho, imponer una obligación, de-
terminar las competencias de determi-
nados órganos, etc.).

En el apartado tercero se distingue
el método jurídico inductivo del méto-
do político deductivo en la elaboración
del contenido material de la norma. En
esta elaboración se deben respetar unos
principio esenciales, como son: 1) cada
artículo debe constar, como máximo,
tres párrafos; 2) cada párrafo debe con-
tener una sola frase; 3) cada frase debe
encerrar una única idea. EJ apartado
cuarto examina el problema específico
de la redacción de normas de delega-
ción.

La parte tercera comienza, apoyán-
dose claramente en principios de lógi-
ca artistotélica, con una distinción en-
tre proposiciones normativas y propo-
siciones descriptivas, distinción nece-
saria para realizar el específico control
sobre la corrección formal de las nor-
mas legales. Estas proposiciones se di-
ferencian tanto por las diferentes in-
formaciones que con ellas se nos quie-
re transmitir, como por la distinta fun-
ción que ambas realizan. Si en las pro-
posiciones descriptivas podemos hablar
de verdad/falsedad de su contenido, en
las proposiciones normativas, por el
contrario, la cuestión se plantea en tér-
minos de corrección formal, esto es,
«una proposición normativa es verda-
dera si está en vigor, si está conforme
al derecho jurídicamente superior y si
es aplicable» (pág. 62).

Una vez examinada esta distinción
fundamental, pasa el autor a analizar
los elementos de información que con-
tienen, o deben contener, las normas
jurídicas. Así, en sucesivos apartados,
se nos habla del destinatario directo de
la norma jurídica (cualquiera, persona
determinada, persona jurídica, órgano
administrativo, etc.), del destinatario
indirecto, del contenido de la norma
(otorgar un derecho, imponer una obli-
gación, delimitar la competencia de un
determinado órgano, etc.), del instituto
jurídico (recurso, contrato, autoriza-
ción, etc.), del objeto de la norma
(organizativo, fiscal, procedimental, et-
cétera) y de la intensidad de la norma.



BIBLIOGRAFÍA

Una vez realizada la disección de
una proposición normativa en sus ele-
mentos integrantes, el operador jurídi-
co tiene el instrumental analítico nece-
sario para proceder a la redacción de
normas jurídicas claras y precisas. El
autor nos ofrece de nuevo un método
sencillo para realizar esta labor: «con-
dición necesaria para una precisa re-
dacción de textos legales es tener una
clara idea de los objetivos a alcanzar.
El redactor de la norma debe saber lo
que quiere. Quién (destinatario direc-
to) debe realizar respecto de quien (des-
tinatario indirecto) qué (objeto de la
norma/contenido de la norma), a través
de qué instituto jurídico y con qué in-
tensidad (intensidad de la norma)...»
(pág. 86).

La parte cuarta del libro se centra
en las proposiciones normativas más
importantes, esto es, aquellas que con-
fieren derechos y obligaciones. Con la
ayuda de los elementos informativos de
las proposiciones normativas se estu-
dia de forma detallada, en el apartado
primero, la estructura lógica de las nor-
mas legales que confieren, protegen o
regulan un derecho. En el apartado se-
gundo se realiza el mismo estudio res-
pecto de las normas que imponen una
obligación (destinatarios, exigibilidad,
sanciones, etc.).

La parte quinta trata de los proble-
mas específicos de la inclusión de nue-
vas normas en el sistema jurídico. Como
expresa el autor «... ésta es una de las
tareas más difíciles para el redactor de
textos legales. Éste se tiene que pre-
guntar sobre la validez temporal de su
norma, debe describir su campo de apli-
cación material y personal y, por últi-
mo, precisar qué relaciones tendrá la
nueva norma con el Derecho vigente...»
(pág. 119). El libro analiza, en sucesi-
vos apartados, las cuestiones relativas
a las disposiciones transitorias, a la
retroactividad de las normas, al proble-
ma de los derechos adquiridos y a la
entrada en vigor de los textos legales.

En la última parte del libro se anali-
za la relación del Derecho, el lenguaje y
la realidad. Con admirable precisión y
rigor, el profesor FLEINER construye «un
puente desde el Derecho y la norma
jurídica al lenguaje y a la moderna teo-

ría del lenguaje» (pág. 146). Tras afir-
mar la imposibilidad de reducir el len-
guaje jurídico a un código lógico-for-
mal perfecto, puesto que «las normas
no sólo se dirigen al intelecto de las
personas, sino que engloban a la perso-
na como tal, con sus sentimientos, su
estado de ánimo y sus asociaciones
mentales» (pág. 155), el autor afronta
en las páginas finales del libro el pro-
blema de los prejuicios, sin dar a este
término un valor peyorativo, del redac-
tor, y del intérprete, de la norma cuan-
do utilizan términos del lenguaje usual
en las normas jurídicas.

La mayor virtud del libro reside en
la sabia mezcla de razonamiento teóri-
co y ejemplificación práctica en la ex-
plicación de cada una de las cuestio-
nes. En efecto, la larga experiencia le-
gislativa del Profesor FLEINER-GERSTER
le otorga la autoridad, sólo al alcance
de pocos maestros del Derecho, de con-
vertir en ameno lo que se nos aparece,
en un principio, como un tema excesi-
vamente técnico y complicado.

Si el objetivo declarado de la obra
es ayudar al redactor de textos legales
a escribirlos de una forma clara, preci-
sa y comprensible para todos, no pode-
mos sino afirmar que aquél ha sido ple-
namente logrado.

Santiago ALVAREZ CARREÑO

FROWEIN, Jochen Abr (editor): Die Kon-
troldichte der gerichtlichen Uber-
prufung von Handlungen der Ver-
waltung, Ed. Springer, Berlín-Hei-
delbcrg, New York, 1993, 367 págs.

1

Acaba de aparecer el libro que reco-
ge las ponencias y coloquios del colo-
quio celebrado en Heidelberg en el oto-
ño de 1990 («La intensidad del control
judicial de las actuaciones de la Admi-
nistración») bajo los auspicios del Max-
Planck-lnstitut für auslándisches óffent-
liches Recht und Vólkerrecht, coloquio
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del que di cuenta en una crónica espe-
cífica publicada en esta REVISTA (1). Par-
tiendo, entonces, de esa referencia ini-
cial y contemporánea al evento, se tra-
ta ahora, solamente, de trasmitir al lec-
tor interesado en estas cuestiones la
aparición de un libro que, por muchas
circunstancias, está llamado a ser un
referente ineludible en una polémica
que alcanza en estos días la máxima
actualidad en nuestro país: el alcance
de los poderes de los Jueces y Tribuna-
les en el control de la actuación de la
Administración Pública (2).

La referencia obligada se apoya en
una constatación inicial muy difícilmen-
te discutible: el coloquio y el libro apa-
recen en Alemania, país en donde tra-
dicionalmente, y también ahora en la
actualidad, el grado de precisión, finu-
ra e inteligencia en la discusión sobre
la relación entre los poderes públicos
ha alcanzado unos niveles de altura con
difícil comparación con otras doctri-
nas nacionales. Es más, son, precisa-
mente otras doctrinas (no sólo la espa-
ñola, obviamente), las que beben y se
inspiran —aunque se encuentren, in-
cluso, algo alejadas en sus presupues-
tos constitucionales de los alemanes—
en las sendas trazadas por la doctrina
de los LABAND, MAYER, SMEN'D, SCHMITT,
ANSCHUTZ, LEIBHOLZ, hasta llegar a los
BENDA, HESSE, SCHMITT-ASS.MANN,
STERM, ISENSEE, KlRCHHOF, etc., actua-
les, por no citar más que algunos nom-
bres representativos (3).

(1) Cfr. A. EMBID IRUJO, El coloquio
de Heidelberg sobre el control judicial de
las decisiones administrativas, n." 124 de
esta REVISTA, 1991, págs. 437 y ss.

(2) La referencia a esa actualidad me
parece, otra vez para el lector interesado,
más que clara y, por tanto, no necesita de
demostración con ningún tipo de referen-
cia bibliográfica.

(3) He estudiado sintéticamente el es-
tado de la doctrina alemana de los años
setenta y ochenta en relación a los proble-
mas básicos, permanentes, de la relación
entre poderes (reserva de Ley, poderes re-
servados a Gobierno, Administración, etc.),
en La relación entre los poderes del Estado
en la reciente dogmática alemana, n.° 1 15
de esta REVISTA, 1988, págs. 403 y ss.

El atractivo libro se apoya, en se-
gundo lugar, en el prestigio del Institu-
to organizador, donde tantos profeso-
res españoles han medido sus primeras
armas en el estudio de la ciencia jurídi-
ca alemana, Instituto que cuenta tras
de sí con experiencia más que probada
en organización de coloquios y eventos
semejantes. En particular, el editor, el
Profesor FROWEIM, co-director, también,
del Instituto nombrado, es uno de los
profesores alemanes con relevancia jus-
tamente ganada, en función de su acti-
vidad científica y de su participación
en organismos europeos significativos
(Comisión Europea de Derechos Huma-
nos, por ejemplo).

II

Estamos antes un libro de Derecho
comparado, con los presupuestos y ser-
vidumbres metodológicas que un tra-
bajo que, en realidad, pueda llamarse
de derecho comparado, debe tener. Es
decir, no se trata de una mera acumu-
lación de datos de diversos países sin
sistema y guía final, sino de un trabajo
metódico, que responde a un modelo
común y que cuenta con una determi-
nada finalidad última.

En relación a ello debe llamarse la
atención sobre la organización del co-
loquio —y la responsabilidad final en
la edición del libro— de un Instituto
que tiene en el derecho comparado, en-
tre otros, Ja justificación misma de su
existencia. A partir de este hecho, debe
notarse que la organización del colo-
quio se dirigió específicamente al estu-
dio de un problema común: el control
judicial y su intensidad sobre la Admi-
nistración pública, en diversos países
escogidos por su carácter representati-
vo. De ese estudio, el Instituto preten-
día brindar a la ciencia alemana posi-
bilidades de comparación o mejora en
la propia consideración del control ju-
dicial sobre la Administración alemana
(vid. la introducción de FROVVEIN al li-
bro). Es decir, el planteamiento inicial
es un reconocimiento de humildad in-
telectual más que plausible: no basta el
regodeo y autocomplacencia en una tra-
dición doctrinal histórica que ha apor-
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tado nociones ya umversalmente rele-
vantes, como la de los conceptos jurídi-
cos indeterminados (por poner un ejem-
plo, entre tantos posibles, escogido al
azar), sino que el problema planteado
merece una permanente consideración
y hasta una doctrina y práctica tan avan-
zada como la alemana, puede aprender
algo de experiencias foráneas.

El planteamiento de derecho com-
parado obliga, entonces, a la formula-
ción de estudios por países con una
metodología común (presupuestos cons-
titucionales, control de hechos, proce-
dimiento administrativo, 2onas «sensi-
bles» al control —economía, medio
ambiente...— y formulación de conclu-
siones...) en la que se presta siempre
consideración a las decisiones jurispru-
denciales más relevantes en cada país
que se narran y se explicitan con pro-
fundidad (4).

El libro contiene también una suer-
te de ponencias generales —realizadas
con posterioridad a la formulación de
los informes nacionales, aun cuando
aquí, obviamente, la publicación es si-
multánea— en las que horizontalmente
se conecta la situación de diversos paí-
ses en torno a problemas comunes (5).
Por fin, el libro refiere la transcripción
completa de las discusiones habidas
durante el coloquio (6) y concluye con
un útilísimo índice analítico.

(4) Los países considerados y los auto-
res de los informes son los siguientes: Fran-
cia (Clemens LERCHE, págs. 1-37); Gran Bre-
taña (Matthias HERDEGEN, págs. 38-58); Ita-
lia (Matthias HARTWIG, págs, 59-78); Austria
(Jórg POLAKIEWICZ, págs. 80-102); Suecia
(Rainer HORMANN, págs. 105-120); Suiza
(Stefan OETER, págs. 121-148); España
(Rainer HORFMANN, págs. 148-171), Estados
Unidos de América (Georg NOLTE, págs. 172-
208); Comunidad Europea (Matthias HER-
DEGEN y Stefan RlCHTER, págs. 209-248).

(5) Los títulos y autores de estas po-
nencias generales son los siguientes; «La
intensidad de control en relación a la cons-
tatación de hechos», Clemens LERCHE
(págs. 249-264); «La intensidad del con-
trol en relación a los conceptos indetermi-
nados y a la discrecionalidad», Stefan
OETER (págs. 266-277); «El valor de las
medidas formales de intensidad del con-
trol», Georg NOLTE (págs. 278-291).

III

Sintetizar en una recensión el con-
tenido de un libro con estos presupues-
tos es, como se comprenderá sin mu-
cho esfuerzo, una tarea vana. Proba-
blemente debería escribirse otro libro
—un poco más reducido, bien es ver-
dad— para dar una idea aproximada de
la multiplicidad de planteamientos, de
la increíble aportación de datos juris-
prudenciales y doctrinales que se pro-
porcionan en las casi cuatrocientas pá-
ginas con que cuenta el volumen. No
es, por tanto, el objeto de estas páginas
el resumir o sintetizar, sino, simple-
mente y como se advirtió a) comienzo,
el de dar noticia de la aparición de un
libro importante.

No obstante lo anterior, y rindien-
do tributo a algunos de los problemas
planteados actualmente en la doctri-
na española, no me resisto a transcri-
bir —traduciendo— algunas de las fra-
ses de dos de los más relevantes parti-
cipantes alemanes en el coloquio, que
pueden dar idea de la índole de los pro-
blemas planteados y, también, del ses-
go por el que puede orientarse en la
actualidad una parte significativa, al
menos, de la doctrina alemana especia-
lizada sobre la cuestión:

«... se ha desarrollado entre no-
sotros la discusión sobre si los Tri-
bunales alemanes no han ido dema-
siado lejos en el modo y manera en
el que llevan a cabo el control» (Pro-
fesor FROWEIN, en sus palabras in-
troductorias al coloquio indicando
la índole de cuestiones sobre las que
podría girar éste, y después de fun-
damentar en el art. 19.4 GG el poder
de control judicial, cfr. pág. 292).

«Opino junto con el señor HER-

(6) Cfr. págs. 290-356. Entre los profe-
sores alemanes que participan en la discu-
sión puede citarse a C. AUTEXIER, U.
BEYERUN, K. DOEHRING, R. DOLZER, U.
EVERLING, H. MEYER, H. MOSLER, R.
MUSNUNG, W. RUDOLF V E. SCHMITT-AS-
SMANN, además de los autores de las po-
nencias. Entre los asistentes y participan-
tes en el coloquio hay miembros de otras
varias nacionalidades, como austríacos,
franceses, españoles, griegos, etc.
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DEGEN, que la diferenciación alema-
na entre los conceptos jurídicos in-
determinados y discrecionalidad es
correcta. Pero los resultados que son
deducidos para el control judicial,
inconsecuentes. En todo caso creo
que la tesis de que el concepto jurí-
dico indeterminado sólo podría con-
ducir a una única decisión correcta,
es una mentira existencial (Lebens-
lüge) de la jurisdicción contencioso-
administrativa alemana. Esto se pue-
de y se tiene que decir de una forma
así de dura. Los conceptos jurídicos
interminados no son indeterminados
por casualidad. ¿Por qué debería,
precisamente, un concepto jurídico
indeterminado posibilitar una única
correcta decisión?» [Profesor ME-
YER(7), pág. 331].

«Lo que la Administración hace
cuando ejerce un poder discrecional,
y lo que hace el Legislador cuando
formula un supuesto de hecho, es en
principio lo mismo. Por ello no veo
yo ninguna dificultad —incluso me
parece una necesidad— en recono-
cer que la autorización legal de un
ámbito discrecional es una dele-
gación del poder de decisión del le-
gislador hacia la Administración
y no otra cosa» (Profesor MEYER,
pág. 332).
Son algunas frases —entre tantas—

extraídas sin excesiva intención del co-
loquio transcrito en el libro (8) en el
que, de seguro, el lector interesado e
inteligente habrá visto reflejadas algu-
nas de las cuestiones que últimamente
preocupan —y ojalá que continúe en
grado e intensidad científica creciente
esa preocupación— a nuestra doctrina.
Su transcripción en este lugar no ha
tenido otro objeto, otra vez, que el de
incitar a la lectura y consideración de
un libro en el que se aportan muchos

(7) El profesor H. MEYER es ordinario
de la Universidad de Frankfurt y especia-
lista en temas de procedimiento y juris-
dicción contencioso-administrativa.

(8) Información sobre el contenido de
las ponencias horizontales se puede se-
guir en mi crónica sobre el coloquio reco-
gida en el n." 124 de esta REVISTA, y a la
que antes se ha hecho mención.

materiales que allanan y facilitan ca-
minos para una propia discusión.

IV

No me queda otra cosa que formu-
lar alguna sugerencia final: El libro está
escrito en alemán, lengua que presenta
algunas dificultades de acceso innega-
bles y cuyo conocimiento no tiene por
qué exigirse ni suponerse, al menos para
los que poseen como vehículo común
de su comunicación una lengua tan
universal como la española. Dado el
objetivo servicio general que presta el
libro con el estudio de la situación del
control judicial en muchos países, ¿no
podría alguna Institución pública fo-
mentar su traducción al español y con-
figurar, así, un elemento importante
para un debate interno propio que no
ha hecho más que comenzar? Por su-
puesto que en el plano de lo ideal, mu-
cho mejor sería que esa Institución pú-
blica pudiera llevar a cabo encargos
específicos a un conjunto de especialis-
tas para que desde la perspectiva espa-
ñola, y con un elemento de actualiza-
ción temporal bastante valorable —las
ponencias y el coloquio son de 1990—,
se dispusiera de un material original y
de nuevo cuño que pudiera servir a los
efectos internos.

En fin, traducción o creación, lo que
creo sería importante es la reflexión
común en torno a problemas que unen
sistemas jurídicos muy distintos, aun-
que, singularmente, a aquellos que pre-
tenden llevar un camino paralelo y, al
final, confluyente en el seno de la Co-
munidad Europea (9). Todo ello pien-
so que sería de máxima utilidad para

(9) De seguro que en la lectura de la
nota 4.a de esta recensión habrá podido
notarse cómo el libro contiene un trabajo
específico dedicado a la Comunidad Euro-
pea y. aprovecho para advertirlo, la pre-
ocupación supranacional está continua-
mente presente en las intervenciones habi-
das en el coloquio. La perspectiva notada
no debe en modo alguno pasarse por alto
cuando de reflexiones sobre las relaciones
entre Poderes públicos se trata, teniendo
en cuenta el ámbito territorial y político
específico en el que se sitúa España.
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no caer en pecados intelectuales fácil-
mente cometibles cuando se pretenden
abordar en solitario problemas de la
envergadura de la relación entre los
Poderes del Estado: el peligro de que
se desvíe la discusión —cuando se in-
tentan, insisto, en solitario excursio-
nes en relación a múltiples derechos
foráneos—, a consideraciones sobre li-
bros o folletos intrascendentes, deci-
siones jurisprudenciales aisladas y sin
continuidad, planteamientos doctrinales
individuales de los que es difícil dedu-
cir posturas generales y la misma rea-
lidad de la práctica judicial seguida en
cada país... Este modo de proceder,
además y por último, sería la muestra
de que la tarea que, para la doctrina
española se presenta y que parece dis-
puesta a asumir, es mucho más que
una acumulación simple de concepcio-
nes personales del Estado y de los Po-
deres Públicos —más o menos origina-
les, más o menos fundamentales, más
o menos atinadas, con un «poso» de
reflexión tras de sí más o menos pro-
fundo...—, sino que se trata de un ob-
jetivo común que a todos importa y del
que, al final, debe beneficiarse, como
de cualquier trabajo científico que se
emprenda, la completa sociedad espa-
ñola con un funcionamiento lo más ar-
mónico y sin tensiones innecesarias
posible. Que es, obviamente, de lo que
se trata.

Antonio EMBID IRUJO

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: Comentarios a
la Ley del Suelo (Texto Refundido de
1992), Ed. Civitas, 6.a ed., tres to-
mos, Madrid, 1993, 2649 págs.

I

Apenas transcurridos unos meses
desde la publicación del Texto Refun-
dido de la Ley sobre el Régimen Jurídi-
co y Ordenación Urbana, el Profesor
GONZÁLEZ PÉREZ da muestra, una vez
más, de su inagotable impulso por man-

tenerse (y mantenernos) en permanen-
te contacto con la realidad legislativa
más inmediata. En efecto, no constitu-
ye ya ninguna sorpresa el que práctica-
mente cada nueva aparición en escena
del legislador administrativo (particu-
larmente si ésta es de cierta envergadu-
ra), encuentre acabada y cumplida res-
puesta en una obra del Profesor GON-
ZÁLEZ PÉREZ. Ni que decir tiene que
ello no sólo da cuenta de un denodado
esfuerzo (verdadero estímulo y ejemplo
para todos los administrativistas), sino
que también, y sobre todo, da prueba
de la personalidad de un profundo co-
nocedor del ordenamiento administra-
tivo en su conjunto.

La obra que ahora recensionamos
no constituye, sin embargo, a primera
vista, ninguna novedad, al menos por
lo que hace a su objeto, aunque sí, ob-
viamente, en cuanto a su concreto con-
tenido. Se trata, en efecto, de la sexta
edición de los Comentarios a la Ley del
Suelo (justamente a la Ley que se refie-
re el subtítulo, esto es, al Texto Refun-
dido de 1992), que allá por los años 70
iniciara su autor, y cuya anterior edi-
ción data de 1988; extremo éste que,
según creo, exige una aclaración. Im-
porta destacar este punto porque de la
afirmación del título el lector podría
hacer deducciones erradas acerca del
contenido de la obra, y pensar que la
importancia de estos Comentarios a la
Ley del Suelo se reduce —en su signifi-
cación a la mera y simple revisión o
actualización de la edición anterior.
Impresión ésta que incluso cobraría
fuerza a la luz de la naturaleza misma
del estatuto constitucional de la dele-
gación legislativa y, por tanto, del al-
cance y contenido de la potestad de ela-
boración de un Texto Refundido, cuya
promulgación respondía, en este caso,
simplemente, a la necesidad de acabar
con la incierta y compleja situación que
suponía la coexistencia en el ordena-
miento estatal de dos disposiciones le-
gales diversas, pero concurrentes en la
determinación del marco legal urbanís-
tico (la Ley 8/1990 y la parte subsisten-
te de la Ley del Suelo de 1976). De esta
suerte, y teniendo en cuenta además
que aquélla ya fue también en su día
estudiada por el autor (Comentarios a
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la Ley 8/1990, de 25 de julio, de Refoma
del Régimen Jurídico y Valoraciones del
Suelo. Civitas, 1." ed., Madrid, 1990), la
obra que aquí recensionamos no nece-
sitaría, como digo, prácticamente de
presentación, y esta reseña carecería
igualmente de justificación, por redun-
dante y conocida.

Sin embargo, nada más falso. La in-
cidencia del Texto Refundido en la es-
tructura y contenido del ordenamiento
urbanístico traspasa con mucho el es-
trecho marco que en un principio pu-
diera atribuirse a una tal operación de
refundición. Porque, en primer lugar,
si bien es cierto que la opción del legis-
lador al encomendar al Gobierno la ela-
boración de un Texto Refundido se ofre-
cía, desde una perspectiva técnica, como
acertada y cabalmente pertinente, tam-
bién lo es que de la operación de refun-
dición —aparentemente, en principio,
inocua—, dependía algo más que el sim-
ple cumplimiento por el Gobierno del
mandato legislativo conferido. Después
de la gran polémica suscitada por las
novedades introducidas por la Ley 8/
1990 en el sistema legal de 1976, y, con-
secuentemente, tras la elemental com-
probación de la existencia de un cla-
mor de desconfianza —cuando no de
frontal oposición— hacia la misma, la
aprobación y promulgación del Texto
Refundido significaba, como así ha sido,
por un lado, la confirmación definitiva
—por razón de la voluntad política que
expresa— del sistema legal inaugurado
por la Ley 8/1990, y de otro, el estable-
cimiento de las nuevas coordenadas
determinantes del marco legal estatal
de referencia válida para la formula-
ción y ejecución de la política urbanís-
tica.

Paralelamente, la aparente intrascen-
dencia sustantiva de la operación de
refundición deja de serlo, para conver-
tirse en un problema realmente grave
desde la perspectiva del estatuto cons-
titucional de la delegación legislativa
(tal y como ha puesto de relieve el Pro-
fesor PAREJO ALFONSO: Suelo y urbanis-
mo: el nuevo sistema legal, Tecnos, Ma-
drid, 1991, págs. 29 y ss.), cuando aque-
lla tarea comprende también la preci-
sión del valor y la eficacia, conforme al
orden constitucional de distribución de

competencias, de los preceptos de una
Ley preconstitucional. Cuestión ésta que
se agrava aún más a la vista de la discu-
tible cobertura que dicha delegación
proporciona (por más que ésta incluya
la regularización, aclaración y armoni-
zación de las disposiciones legales ob-
jeto de refundición) a gran parte de los
nuevos contenidos resultantes de la ope-
ración de refundición, así como por ra-
zón de las circunstancias habidas en
relación al plazo inicialmente estable-
cido por la Ley 8/1990 para la refundi-
ción, y su posterior rehabilitación por
la Ley de Presupuestos para 1992 (dis-
posición final quinta).

Como se verá, pues, el impacto que
la incorporación de los nuevos crite-
rios legales a la ordenación urbanística
va a producir (y está produciendo en
los tímidos intentos hasta ahora habi-
dos de adaptación de los Planes Gene-
rales a la misma) y el alcance de los
efectos que produce sobre la legisla-
ción autonómica que pretenda ser de
pertinente aplicación acreditan por sí
solos lo decisivo del nuevo texto legal
y, consecuentemente, la importancia de
la obra que se viene comentando. En
este punto, quisiera llamar la atención
sobre un detalle que, no obstante su
relativa futilidad, me parece que puede
contribuir gráficamente a resaltar cuan-
to hasta aquí se ha dicho. Me refiero al
hecho de que el Profesor GONZÁLEZ
PÉREZ utilice a lo largo de todo el texto
la abreviatura LS para identificar el in-
dicado Texto Refundido de 1992. Es ésta
una abreviatura por la que el autor
apuesta valientemente, y cuyo uso
—plenamente acertado a mi juicio— es
de esperar (una vez vencidos los inicia-
les titubeos) que se consolide. Pues, mal
que bien —esto es ahora indiferente—,
el Texto Refundido encarna, en la me-
dida que sucede al texto de 1976 en la
regulación completa y pretendidamente
uniforme del fenómeno urbanístico, y
una vez supuesto su juego, la Ley del
Suelo aplicable. En resumen, pues, con
esta Ley se inicia toda una nueva anda-
dura (aunque anticipada en parte por
la Ley 8/1990), en cuya exploración y
conquista el Profesor GONZÁLEZ PÉREZ
se muestra una vez más con esta obra
pionero.
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II

Obvias razones de espacio impiden
dar cuenta —incluso de forma selecti-
va— del contenido de una obra que ocu-
pa más de 2.500 páginas. Desde aquí, por
tanto, al lector interesado me remito, en
la seguridad de que allí donde vaya en-
contrará lo que busca. En cualquier
caso, importa destacar que no se trata
sólo de una obra eminentemente prác-
tica —que evidentemente lo es—, en la
medida que su objeto es precisamente
el examen sistemático de la legalidad
urbanística, sino que también, y además,
es una obra que reúne un conocimiento
del máximo rigor y detalle y una decidi-
da toma de postura crítica, por más que
ésta sea en ocasiones discutible. Pues
discutible es, por ejemplo, la infracción
del principio de legalidad que se denun-
cia en el texto por relación a la opera-
ción de clasificación del suelo por el
planeamiento (págs. 129 y ss.); como
cuestionable es la tacha de inconstitu-
cionalidad del régimen objetivo de va-
loraciones del suelo en el ámbito de la
institución expropiatoria (págs. 357 y
ss.); o la calificación de la llamada ex-
propiación-sanción como un auténtico
supuesto encubierto de sanción admi-
nistrativa (págs. 1448 y ss.); o, finalmen-
te también, alguna de las consideracio-
nes que se vierten en torno al régimen
sancionador (págs. 2009 y ss.) . En todo
caso, nótese que se trata de cuestiones
todas ellas relativas o atinentes a insti-
tuciones que se encuentran hoy transi-
das de un intenso y profundo debate
científico (expresivo del proceso de re-
novación con el que se enfrenta el De-
recho público en general, y el adminis-
trativo en particular), y por tanto enmar-
cables en un contexto ciertamente po-
lémico y, por lo demás, atemperables en
atención a la naturaleza de una obra
como ésta, forzosamente general.

Paralelamente, al hilo de estas re-
flexiones de carácter general, importa
hacer referencia igualmente —por ra-
zón de la potencialidad que encierra—
a la cuestión del (en su caso) exceso
gubernamental de los límites de la de-
legación legislativa. En este punto, el
Profesor GONZÁLEZ PÉREZ mantiene, en
línea con la tesis hoy mayoritaria, la

posibilidad de residenciar en sede ju-
risdiccional ordinaria el control del con-
tenido ultra vires del Decreto legislati-
vo estudiado. Es ésta, como resulta de
sobra conocido, una tesis igualmente
discutible y discutida (cfr., por todos,
PAREJO ALFONSO, Crisis y Renovación
en el Derecho Público, CEC, Madrid,
1991, págs. 89-90), pero que, en todo
caso, tiene en esta Ley un nuevo y cla-
rificador campo de pruebas con oca-
sión de la resolución de los recursos de
inconstitucionalidad ya planteados ante
el Tribunal Constitucional.

Lo anterior no impide, sin embargo,
reconocer que se trata de una de las
obras más completas del panorama bi-
bliográfico actual. En ella se nos ofrece
una explicación pormenorizada y suma-
mente elaborada de la nueva Ley del
Suelo. En efecto, quien se acerca a esta
obra advierte, desde sus primeras pági-
nas, la minuciosidad del estudio que
contiene, y aunque éste es, en alguno
de sus apartados (los menos), funda-
mentalmente expositivo, mantiene en
todo momento una coherente concep-
ción de fondo que se refleja en el carác-
ter riguroso de todo el discurso.

El método seguido en estos Comen-
tarios es siempre el mismo, por lo de-
más de sobra conocido: se presenta cada
precepto de la Ley para seguidamente
analizarlo, poniendo sobre el tapete lo
que del mismo resulta, y, en su caso,
abordar los interrogantes que, desde el
punto de vista interpretativo, plantea
su necesaria conexión con el resto de
disposiciones de la propia Ley y demás
preceptos (reglamentarios, de la legis-
lación sectorial y, por supuesto, de la
legislación urbanística autonómica) que
se implican en el análisis. Todo ello, de
ordinario además, acompañado de un
aporte jurisprudencia] y bibliográfico
verdaderamente exhaustivo y actuali-
zado. De esta forma el lector obtiene
siempre una visión clara y precisa del
alcance y siginificado de cada uno de
los preceptos examinados. Resultado
éste asegurado, además, por la senci-
llez —no exenta de rigor— de la exposi-
ción y por un oportuno cuadro de con-
cordancias legales entre el nuevo Texto
Refundido y las anteriores leyes urba-
nísticas que (en su contraste) posibilita
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un ágil seguimiento de las novedades
que incorpora la nueva Ley. Importa,
por último, destacar igualmente que la
obra incluye un útil índice analítico,
así como un apéndice en el que se reco-
ge el texto del dictamen emitido por el
Consejo de Estado.

En definitiva, pues, una obra de ra-
biosa actualidad que resulta (como las
anteriores) de imprescindible manejo
para quien —experto o no— ha de vér-
selas con el (cada vez más) intrincado
mundo del urbanismo.

Miguel CASINO RUBIO
Universidad Carlos III. Madrid

GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, Santiago: Tra-
tamiento jurídico del ruido en los
transportes. Soluciones en el Dere-
cho comunitario y en el Derecho com-
parado interno. Edita: Parlamento
Europeo. Dirección General de Es-
tudios. Serie Transportes.

El Parlamento Europeo ha publica-
do recientemente el trabajo del Doctor
Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBAÑEZ, Pro-
fesor de Derecho administrativo en la
Universidad de León, el cual lleva por
título Tratamiento jurídico del ruido en
los transportes. Soluciones en el Dere-
cho comunitario y en el Derecho compa-
rado interno. Se trata de una de las últi-
mas publicaciones del autor y tiene su
origen en la obtención de una beca
Robert Schuman, las cuales están pre-
vistas para facilitar la colaboración e
intercambio de experiencias y conoci-
mientos entre los universitarios y el
Parlamento. El trabajo puede encon-
trarse en cuatro lenguas comunitarias
(español, alemán, francés e inglés).

Fue para mí un gran motivo de sa-
tisfacción ser el responsable de la pu-
blicación del presente trabajo debido a
la importancia que tiene este documen-
to para nosotros en el Parlamento Eu-
ropeo. Esta Institución comunitaria ha
dedicado al tema del ruido en los trans-
portes una parte nada desdeñable de
sus trabajos. Baste al efecto con recor-

dar sus recientes Resoluciones de 18 de
septiembre de 1992 sobre el impacto
del transporte en el medio ambiente,
de 11 de septiembre de 1991 sobre el
medio ambiente urbano y de 12 de ju-
nio de 1992 sobre la congestión y los
transportes urbanos. En este sentido, y
tal como pone de manifiesto el prefacio
de la obra que comento, el Parlamento
ha pedido a la Comisión que, a corto
plazo, tome medidas encaminadas a una
reducción drástica de las molestias de-
rivadas del ruido provocado por el trá-
fico de los automóviles, aviones y fe-
rrocarriles, mediante normas para la
producción de vehículos no contami-
nantes desde el punto de vista acústico,
entre otras.

En este contexto, el presente libro de
Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBAÑEZ reco-
ge con minuciosidad e indudable acier-
to el estado actual del Derecho comuni-
tario en la materia, así como las aporta-
ciones de Derecho comparado europeo
más relevantes. Los temas principales
tratados en los distintos capítulos del
libro son la superación del ruido en la
construcción del vehículo, la integra-
ción del ruido en las medidas de gestión
del tráfico vial, la superación del ruido
en la construcción de la vía con inci-
dencia en la forma de construcción de
las carreteras y la utilización de los lla-
mados asfaltos insonorizantes, el ruido
de los aeropuertos y los sistemas de
educación de la población. Pero, princi-
palmente, querría incidir a continua-
ción en la idea principal de este trabajo.

Varias veces me confesó Santiago
GONZÁLEZ-VARAS, durante su estancia
en el Parlamento, que el principal inte-
rés y el fin último de su investigación
estaría en contribuir a la toma en con-
sideración del ruido de los transportes
(mediante la inclusión en el Derecho
español de disposiciones legales del tipo
de las que él propone), pues la atención
jurídica en materia del ruido está cen-
trada hoy, y menos de lo que sería de-
seable, en los medios de evitación del
ruido de los establecimientos industria-
les, sin que se haya llegado aún en Es-
paña a una atención adecuada al con-
creto ruido de los transportes. A estos
efectos se contienen en este estudio muy
interesantes reflexiones jurídicas basa-
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das en otros sistemas legales europeos
(principalmente, el suizo), que recono-
cen pretensiones procesales contra la
Administración para que ésta tome me-
didas de insonorización de las vivien-
das que estén sometidas a los niveles
de decibelios superiores a los estableci-
dos legalmente. A mi juicio resulta de
especial interés tratar este tema del rui-
do de los transportes de una manera
procesal, ya que logramos la posibili-
dad de que, más allá de sanas declara-
ciones de intenciones para que la Ad-
ministración actúe contra el ruido, un
particular (que sufre el ruido del ferro-
carril o el aeropuerto próximo a su vi-
vienda) obtenga una sentencia judicial
por la que se obligue a la Administra-
ción a tomar medidas concretas de su-
peración del ruido, la insonorización
de las viviendas u otras contenidas en
este libro sobre el ruido y los transpor-
tes. GONZÁLEZ-VARAS establece adecua-
damente el alcance o medida de estas
pretensiones procesales.

La eficacia en este nivel del Derecho
interno es de esperar. Pero, por lo que
a mí respecta, he de decir que sin duda
este trabajo, que interesa tanto a la Co-
misión de Transportes como a la del
Medio Ambiente del Parlamento Euro-
peo, va a tenerse muy en cuenta en el
seno de las Instituciones de las Comu-
nidades Europeas.

Javier FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ
Funcionario del Parlamento

Europeo

MENÉNDEZ, Pablo: Las potestades admi-
nistrativas de dirección y coordina-
ción territorial. (Prólogo de Sebastián
MARTÍN-RETORTILLO). Servicio de Pu-
blicaciones de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad Complutense-
Civitas, Madrid, 1993, 286 págs.

Las directrices conforman una pe-
culiar manifestación de la relaciones
entre Entes públicos, tanto de orden
intraadministrativo como interadmi-

nistrativo. Más aún, en ocasiones, y
como elemento probatorio de la com-
plejidad conceptual que acompaña a las
directrices, éstas son empleadas como
instrumento de dirección de las Admi-
nistraciones territoriales respecto a las
organizaciones de la Administración
institucional que, en algunos casos, y
como es sabido, someten su actividad a
reglas de Derecho privado. El libro que
se reseña aborda, por tanto, un intrin-
cado asunto, en el que confluyen no
sólo cuestiones organizativas, sino una
problemática que afecta a la misma teo-
ría de las fuentes del Derecho.

La obra cuenta con prologuista de
excepción, el Profesor Sebastián MAR-
TÍN-R.ETORTILLO, quien, con cita de au-
tores clásicos (ORLANDO, MAYER, SANTI
ROMANO), diserta sobre la evolución
doctrinal en el tema que, si bien arran-
ca de la consideración de lo organizativo
como ajeno a lo jurídico, culminó, es-
pecialmente a raíz de los pronuncia-
mientos de FORSTHOFF, con un clima
de consenso sobre la «juridicidad» de
las cuestiones orgánicas. Dentro de la
problemática organizativa, la figura de
la directriz no había sido objeto de
monografías exhaustivas, a pesar de al-
gunos destacados trabajos sobre aspec-
tos parciales. Faltaba además un estu-
dio de la funcionalidad de la directriz
ante la nueva configuración de las rela-
ciones interadministrativas, innovada
profundamente por el surgimiento de
las Comunidades Autónomas y por la
consagración de la autonomía local pro-
tegida constitucionalmente. El Doctor
Sebastián MARTÍN-RETORTILLO destaca,
precisamente, el carácter actual y opor-
tuno del libro comentado. El autor, com-
prometido con la realidad en la que vive,
pretende diseccionar jurídicamente un
problema de gran vigencia social. Pero
dicha tarea, para ser eficaz no sólo re-
quería un estudio metódico y prolonga-
do, sino una utilización precisa y rigu-
rosa de las técnicas del Derecho com-
parado y de la investigación jurídica,
circunstancias que quedan sobradamen-
te acreditadas, dando fe de las mismas
el prologuista: «Estamos ante obra pen-
sada y reposada, que me atrevo a califi-
car de ejemplar. El conocimiento de la
doctrina científica, tanto española como
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alemana, francesa e italiana, resultan
realmente notables. Obra reposada, he
dicho: no quedan cabos sueltos».

El libro se inicia con una nota intro-
ductoria, en la que se presentan los ob-
jetivos de la investigación, circunscritos
por la virtualidad de la directriz en el
campo interorgánico (comprendiendo
aquí las relaciones intersubjetivas del
Gobierno con los Entes de gestión), y
en el plano interadministrativo carac-
terizado por la concurrencia en los pro-
blemas sociales de una proliferación de
personificaciones públicas. No es raro,
por tanto, que la obra se estructure en
dos partes, habida cuenta del doble fren-
te de la directriz.

En la Primera parte se realiza una
elaboración del concepto jurídico de
directriz, abordando el estado de la cues-
tión en Francia, donde ha sido califica-
da como «un acto camaleón», debido a
que, si bien tiene una apariencia regla-
mentaria, presenta una flexibilidad que
permite al destinatario un margen de
apreciación mediante un examen parti-
cularizado de la situación. Para lograr
una comprensión cabal de la directriz
se efectúa un atento análisis de la juris-
prudencia francesa, localizando unas
decisiones judiciales «manipulativas»
que habilitan de facto a ciertos órganos
—no legitimados constitucionalmente—
para el ejercicio de la potestad regla-
mentaria.

En segundo término, el autor se de-
tiene en descubrir las diferencias que
separan la directriz de la orden, ya que
ambas tienen un componente común:
el constituir una obligación. La distin-
ción estriba en que la segunda no con-
forma un deber inmediato o directo, ya
que se produce —tanto en el Ordena-
miento francés como en el italiano—
una situación de «obligatoriedad con-
dicionada». El destinatario de la direc-
triz ha de tenerla en cuenta, pero no
debe acatarla forzosamente. El dilema
sobre la vinculación de la directriz se
emparenta estrechamente con la polé-
mica sobre su naturaleza jurídica. Una
buena parte de la doctrina ha negado
carácter normativo a la directriz, ya que
su emanación deriva de la situación je-
rárquica de los órganos administrati-
vos, y por ello de las potestades de

autoorganización. Con todo, queda cla-
ra —así lo afirma el Doctor MENÉNDEZ,
glosando siempre doctrina comparada—
la dificultad de encajar la figura objeto
de estudio en categorías tradicionales.

Precisamente el carácter de vincula-
ción relativa que informa la directriz
lleva a considerar el grado de discre-
cionalidad —esto es, de libertad— de
que disfruta el destinatario. En este
asunto, el autor ofrece un análisis es-
clarecedor de la jurisprudencia del Con-
sejo de Estado francés y del sistema
jurídico alemán, según el cual es posi-
ble la adopción de reglas generales siem-
pre y cuando se practique un examen
cuidadoso por parte de la Administra-
ción de la situación concreta con el ob-
jetivo de contemplar la posible exone-
ración de la directriz. A continuación,
se acometen diferentes cuestiones rela-
tivas a la virtualidad de las directrices
de cara a acotar los posibles supuestos
de discriminación en la aplicación de
las mismas. En este sentido tiende a
exigirse la necesidad de motivación en
los supuestos de inaplicación de una
directriz, tal y como recomienda el Con-
sejo de Europa en resoluciones recogi-
das en el libro reseñado. Recomenda-
ción de la Organización europea que se
extiende —nuevamente de cara a pro-
porcionar unas mayores cotas de segu-
ridad jurídica— a la obligación de
cognoscibilidad de las directrices. El
autor, tras plantear una reconsideración
acerca de las garantías y límites que
progresivamente han limitado el uso de
las directrices, se interroga sobre si no
se estará, en el fondo, ante un recono-
cimiento de potestades reglamentarias
a órganos no legitimados constitucio-
nalmente. De este modo tendrían senti-
do las cautelas y límites que la juris-
prudencia europea de los países anali-
zados exige a estas figuras.

Tanto o mayor complejidad presen-
tan las directrices dictadas por los Mi-
nisterios a las entidades que integran
la llamada empresa pública, término
que, como es sabido, acoge manifesta-
ciones bien dispares, cuyo elemento o
nota común —advierte perspizcamente
el autor— está constituido por la reali-
zación «de una actividad de empresa,
es decir, una actividad económica or-
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ganizada para la producción o cambio
de bienes y servicios en el mercado».
Las directrices de los Ministros tienen
cierto paralelismo con las Directivas
comunitarias, toda vez que ambas im-
plican una obligación de resultado. Par-
ticular atención se dedica a los Entes
de gestión, Entidades de Derecho pú-
blico sometidas al Derecho privado, que
se caracterizan por ser titulares direc-
tas de las correspondientes acciones de
las Sociedades Anónonimas con parti-
cipación pública. Dichas Entidades —
sirva de ejemplo notorio el Instituto
Nacional de Industria— conforman un
mecanismo de conexión de las empre-
sas públicas con la Administración del
Estado.

La relación de los Entes de gestión
con la Administración territorial puede
conceptuarse como una situación de
sujeción, no obstante lo cual disfrutan
de autonomía organizativa. De este
modo, es evidente que la integración de
los Organismos autónomos en la Admi-
nistración del Estado —tal y como ex-
puso certeramente ARIÑO— no puede
predicarse de los Entes de gestión. A
partir de esta constatación se recoge en
el libro un tratamiento de las diferen-
cias que distinguen la orden de la di-
rectriz. Ambas son vinculantes, pero en
el caso de la última de un modo global,
sin llegar, por tanto, a la particulariza-
ción de la orden. El fundamento de la
directriz se encuentra no en ninguna
potestad de autoorganización, sino —
tal y como se desprende de la legisla-
ción aplicable— en una atribución nor-
mativa expresa. Examinados al detalle
los asuntos mencionados, el Doctor
MEKÉNDEZ está en condiciones de valo-
rar las diferentes posiciones doctrinales
sobre la naturaleza jurídica de la direc-
triz. Se trata, en concreto, de identifi-
car, en su caso, una naturaleza norma-
tiva en la misma. Para ello se parte de
las notas que definen las normas para
la doctrina italiana (MERUSI), a saber:
a) constituir una proposición prescri-
ptiva del comportamiento de los desti-
natarios; b) tratarse de un acto vin-
culante, y c) ser un precepto abstracto
y general. Las dos primeras caracterís-
ticas —no puede haber duda— concu-
rren en las directrices. Sin embargo, la

tercera es mucho más polémica, deter-
minándose su presencia por la natura-
leza que despliega el Ente de gestión.
Con todo, la tendencia doctrinal domi-
nante es la asimilación de las directri-
ces —así pasa en Italia— con las reso-
luciones administrativas.

Un último asunto ocupa al autor
—que, en todo momento, dispensa un
tratamiento completo de los proble-
mas—, consistente en el denominado
punctum dolens, expresión que hace
refencia al modo de cumplimiento por
los Entes de gestión de las directrices
gubernamentales, ya que se plantea una
importante problemática derivada del
sometimiento al Derecho privado de las
actuación de las mencionadas entida-
des. Ocurre, por tanto, que las posibili-
dades de revocación de las actuaciones
emprendidas al margen de las directri-
ces son prácticamente nulas y, en todo
caso, sujetas al Derecho privado. Tan
sólo queda como consecuencia de las
desviaciones de las directrices enuncia-
das la posibilidad de sustitución de los
responsables que han incurrido en la
citada desobediencia.

La segunda parte de la obra objeto
de recensión se inicia con un capítulo
dedicado a las «Directrices y coordina-
ción territorial», que va seguido de un
segundo y último capítulo, con la rú-
brica «Planeamiento y directrices». El
autor expone, de forma muy documen-
tada, la transformación de los sistemas
federales o regionales que ha supuesto
la quiebra del «federalismo dual». Este
esquema se deriva también de los pro-
nunciamientos de la Constitución es-
pañola, que anuncia, por un lado, la
indisoluble unidad de la Nación y, por
otro, el derecho de las nacionalidades y
regiones a la autonomía. Para el autor,
el principio de colaboración, cuya vi-
gencia en nuestro sistema demuestra
cumplidamente, logra armonizar am-
bos principios, que bien podrían resul-
tar antitéticos. En efecto, datos como
la matización realizada por el Tribunal
Constitucional de las competencias au-
tonómicas pretendidamente exclusivas
o las técnicas de ejecución autonómica
de la legislación estatal confirman esta
conclusión. Así lo ha reconocido el Tri-
bunal citado, deduciendo de la propia
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naturaleza consustancial del sistema
diseñado en la Carta Magna la existen-
cia de un «deber general de colabora-
ción». Por lo demás, la consagración
constitucional del principio de solida-
ridad limita ei ejercicio de las compe-
tencias propias de las diferentes ins-
tancias públicas.

La claridad con la que se presenta el
imperio del principio de colaboración,
deducido de los datos contrastados, no
alcanza, sin embargo, a la definición
precisa de las técnicas empleadas para
su consecución. La dificultad tiene in-
cluso una vertiente terminológica, dada
la variedad de denominaciones utiliza-
das (colaboración, cooperación y coor-
dinación) que, a veces, son usadas in-
distintamente. En efecto, la naturaleza
—formal o material— de la competen-
cia de coordinación, por ejemplo, ha
sido objeto de vivas discusiones doc-
trinales, cuya polémica se ha traslada-
do al propio Tribunal Constitucional,
dando lugar, en múltiples decisiones, a
una jurisprudencia un tanto ambigua.
No obstante, para el Profesor Pablo
MENÉNDEZ, la STC 214/1989, de 21 de
diciembre, ha dado un paso importante
por su sentido delimitador, otorgando
una configuración material a la atribu-
ción sobre coordinación. El sujeto coor-
dinador está habilitado para realizar una
actuación coactiva. Por contra, la cola-
boración o cooperación sólo pueden
justificar órganos de carácter delibe-
rante o consultivo.

La potestad de coordinación no sólo
encuentra vigencia y aplicación en las
relaciones Estado-CC.AA., sino que tam-
bién adquiere una gran relevancia en-
tre las Administraciones superiores (las
citadas) y las Corporaciones Locales —
señaladamente, las Diputaciones Pro-
vinciales—. En tal sentido, si la inter-
pretación de los preceptos del bloque
de constitucionalidad que incluyen la
competencia de coordinación de algu-
na materia debe ser cuidadosa, la co-
rrecta inteligencia de los preceptos de
la Ley de Bases de Régimen Local dedi-
cados a las facultades de coordinación
de la acción de las Diputaciones Pro-
vinciales ha de enfrentarse a la conju-
gación de principios contrapuestos: la
autonomía local v la necesidad de co-

ordinar la actuación estatal y autonó-
mica con la de las entidades provincia-
les. La responsabilidad sobre la coordi-
nación de las Diputaciones constituye
un límite que afecta a sus competen-
cias propias. El autor distingue, no obs-
tante, entre competencias propias en
sentido estricto y concurrentes, cuyo
ejercicio debe atender a la debida coor-
dinación en su programación y ejecu-
ción con las demás Administraciones
públicas. He aquí un campo propicio a
la llamada «escala decreciente de in-
tensidad de las facultades propias» de
los Entes locales que permite, a su vez,
una mayor intervención coordinadora
del Estado y de las CC.AA. Para cali-
brar una situación tan poco clara, se
efectúa un completo examen de un sig-
nificativo paradigma legislativo: la Ley
valenciana de 4 de octubre de 1983 (de
declaración de interés comunitario de
una serie de funciones propias de las
Diputaciones Provinciales) y de la ju-
risprudencia del Tribunal Constitucio-
nal sobre la misma. El artículo 2 de la
norma autonómica, en un planteamien-
to claramente excesivo, declaraba de
interés general «autonómico» la totali-
dad de las funciones de las Diputacio-
nes Provinciales, lo que fue considera-
do constitucional en la STC 27/1987, de
27 de febrero, permitiendo a la Genera-
lidad Valenciana la emanación de di-
rectrices coordinadoras de las actua-
ciones provinciales. No obstante, el Tri-
bunal Constitucional fue cuidadoso al
precisar que las directrices no podrían
suponer una modalidad de control, ya
que deberían respetar un margen de
decisión o libertad.

Tampoco escapa al examen del Pro-
fesor Pablo MENÉNDEZ la intensa polé-
mica vivida en Cataluña respecto a las
relaciones de la Generalidad con las Di-
putaciones Provinciales (especialmen-
te con la de Barcelona). Se analiza, pues,
la jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo con relación al Plan Único de Obras
y Servicios de Cataluña, que imponía a
los Entes provinciales unas concretas
previsiones financieras. El Alto Tribu-
nal, con un criterio que apoya el Doc-
tor Pablo MENÉNDEZ, hace respetar la
autonomía presupuestaria de los Entes
provinciales que no puede ser sustraí-
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da por las directrices del Plan Único.
Queda a salvo, no obstante, la posibili-
dad de redactar y aprobar dicho Plan
Único por parte de la Generalidad, así
como la posible suspensión de dotacio-
nes financieras consignadas en el mis-
mo en caso de desviación de las direc-
trices por parte de las Diputaciones. Se
asiste, por tanto, a una adecuada valo-
ración de los intereses provinciales y
autonómicos y a un correcto juego de
la virtualidad de las directrices.

El último de los grandes asuntos que
se abordan en el libro acomete la utili-
zación de las directrices en el planea-
miento. Se parte aquí de la considera-
ción (debida a las aportaciones decisi-
vas del Profesor GARCÍA DE ENTERRÍA)
del urbanismo como sector social don-
de imperan las competencias concurren-
tes o poderes compartidos, para acto
seguido observar las manifestaciones
clásicas del poder de dirección de la
Administración del Estado. Es objeto
de especial atención la funcionalidad
de ciertos Planes —los Planes Directo-
res Territoriales de Coordinación—, que
se caracterizan por el protagonismo
supramunicipal en su elaboración y
aprobación definitiva. En efecto, estos
instrumentos de planeamiento contie-
nen una ordenación del espacio que vin-
cula al resto de los planes, pero no con-
forman, en modo alguno, una ordena-
ción detallada.

En otro orden de cosas, es sabido
que —sin perjuicio de que la legisla-
ción urbanística vigente mantenga to-
davía la figura de los Planes Directores
Territoriales de Coordinación— se ha
aprobado una abultada legislación au-
tonómica sobre ordenación del territo-
rio que contempla, ante todo, instru-
mentos de planeamiento a los que de-
nomina Planes o, de modo más frecuen-
te, Directrices. Su objeto no supone tam-
poco una vinculación absoluta en mu-
chos casos —dejando a salvo, en gene-
ral, su carácter vinculante—, sino más
bien la previsión de unos criterios que
deben ser seguidos por las Directrices
de ámbito funcional o territorial me-
nor y por los planes urbanísticos. Con
el examen de la regulación regional se
cierra el estudio de la figura de las di-
rectrices, disponiendo el lector de un

profundo análisis de conjunto de las
mismas.

Para concluir, cabe afirmar que el
Doctor Pablo MENÉNDEZ es autor de un
denso libro en el que cada uno de los
pasos o afirmaciones es objeto de con-
trastes doctrinales y jurisprudenciales
constantes. No hay en la monografía ideas
sin sustento dogmático, sino unas cons-
trucciones meticulosas que permiten al
autor llegar a conclusiones firmemente
asentadas y a desarrollos conceptuales
sumamente valiosos. Alejada de ideas ar-
tificiosas y de construcciones volun-
taristas, la obra enseña e ilustra el cami-
no de la verdadera investigación.

Javier OLIVAN DEL CACHO

PRIETO DE PEDRO, Jesús: Cultura, cultu-
ras y Constitución, Congreso de los
Diputados, Centro de Estudios Cons-
titucionales, Madrid, 1992.

El libro del Profesor Jesús PRIETO
DE PEDRO es una obra necesaria en vir-
tud de su carácter precursor. Como el
mismo autor reconoce al interrogarse
sobre el interés del estudio, no hay en
el panorama de nuestra doctrina jurí-
dica una reflexión específica sobre la
cultura. A esta primera dificultad, de
desbrozar un terreno no roturado has-
ta el momento, se une además la de
operar con una materia prima de com-
pleja aprehensión. Quizá el autor pu-
diera haberse impuesto como meta es-
tudiar el ordenamiento de los diferen-
tes sectores que intuitivamente podrían
ser calificados como culturales: aquí hu-
biera contado con abundantes materia-
les, normativos, incluso jurispruden-
ciales y posiblemente también doctri-
nales. El campo de tal estudio, sin em-
bargo, hubiera forzado una obra mera-
mente descriptiva. Por el contrario, el
trabajo propuesto ha sido más esencial,
tomando como punto de referencia el
texto constitucional y realizando sobre
éste una indagación hermenéutica acer-
ca del tratamiento de la materia cultu-
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ral. El resultado es, sorprendentemente,
una obra densa y pensada, donde con-
ceptos utilizados en el lenguaje jurídi-
co, que damos por conocidos, y frente
a los cuales no hay planteamiento críti-
co, son reconsiderados, cobran relieve
y adquieren pleno significado. La den-
sidad normativa del Derecho público,
en cualquiera de los sectores o los te-
mas tratados, suele obligar al jurista a
una mera labor de sistematización del
abigarrado conjunto de elementos, a
partir de los cuales hay que construir el
discurso jurídico. Por el contrario, la
obra de Jesús PRIETO tiene otra caden-
cia: se nota de forma patente el tiempo
de reflexión que da lugar a un discurso
sereno, cargado de matices, un juego
del espíritu donde el lector puede com-
placerse en palabras e ideas plenamen-
te maduradas. El resultado es, por lo
tanto, la coherencia del discurso.

Esta coherencia se manifiesta ya en
la propia elección del título de la obra,
que refleja con precisión la hipótesis
de trabajo y gran parte de su conteni-
do. Pero antes de llegar a formular la
hipótesis de trabajo el jurista Jesús PRIE-
TO debe realizar un ejercicio de tole-
rancia y de humilde penetración para
acercarse a otras disciplinas científicas
como es la antropología, e intentar así
arrojar alguna luz sobre el concepto
«cultura». Esta perspectiva multidis-
ciplinar, en el pausado y largamente
meditado discurso teórico, dota a la obra
de un específico espíritu humanista, im-
prescindible para que se genere una es-
pecie de simpatía con tan delicada ma-
teria. Pero de la tematización de la voz
cultura en la antropología, únicamente
se toman aquellas aportaciones que sir-
ven para presentar la hipótesis del tra-
bajo, es decir, la existencia en la Cons-
titución española de una doble noción
cualitativa de la cultura, una noción
general y una noción étnica, que se re-
lacionan simultáneamente con los tér-
minos «cultura» y «culturas».

Y como paso previo al análisis pro-
fundizado de ambas acepciones de la
materia cultural en la Constitución, el
autor nos sitúa ante la perspectiva de la
problemática cultural en el Estado mo-
derno. Esto es, por una parte, la despro-
porción entre el número de entidades es-

tatales y de culturas diferenciadas, inda-
gando acerca de los orígenes históricos
de esta situación y señalando las fórmu-
las jurídico-institucionales de reducción
del conflicto cultural, con una especial
referencia a la experiencia cobrada en el
Derecho internacional. La otra faceta de
la problemática cultural se cifra en la con-
traposición entre el universalismo y el
particularismo como perspectivas desde
las cuales se suele abordar y enfrentar el
fenómeno cultural, indicando cómo las
tendencias al universalización de la cul-
tura, que surgen ya con la Ilustración,
cobran un nuevo impulso en la sociedad
contemporánea por el concurso de los
denominados medios de comunicación
social. Pero simultáneamente cabe hablar
también de un doble movimiento de re-
cuperación de la particularidad cultural
y de auge de las subculturas. Se perfila
así en el horizonte lo que el autor deno-
mina un nuevo orden cultural, cuya ca-
racterística fundamental es la diversidad
de las manifestaciones culturales. De ello
deriva una importante consecuencia: la
acción de los poderes públicos en la ma-
teria debe tender más que a preservar las
culturas en sí mismas, a garantizar esa
diversidad y su evolución en el futuro.

Una vez situados en las coordena-
das de la diversidad cultural que en-
cuadran a la sociedad contemporánea,
el autor dedica su atención a establecer
el funcionamiento de la noción étnica
de la cultura en la Constitución. Se pro-
cede para ello a un minucioso análisis
de los términos, que en la norma fun-
damental revelan la existencia de una
pluralidad cultural. Un primer escalón
de esa diversidad lo constituyen los pue-
blos de España, cuya definición en la
Constitución arroja como contenidos
propios de la noción étnica de la cultu-
ra el patrimonio cultural, las lenguas,
tradiciones e instituciones. Este primer
escalón se proyecta territorialmente en
el Estado de las autonomías. Pero en
este ámbito el autor realiza neta dife-
renciación entre regiones y nacionali-
dades, formaciones territoriales a las
que se reconoce el derecho a la autono-
mía, efectuando así una original recons-
trucción en clave cultural del Título Oc-
tavo de la Constitución.

El segundo nivel de la pluralidad
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cultural se sitúa en la cultura común
española, cuyo reconocimiento puede
derivarse de la interpretación conjunta
de los artículos 20 —que alude a la uni-
dad de la nación española— y 149.2 de
la Constitución. Es, a la vista de ésta
segunda disposición, que el autor de-
nomina «cláusula de interculturalidad»,
donde la naturaleza de la unidad cultu-
ral española adquiere un significado
preciso como «expresión cualitativa de
segundo nivel, que sedimenta el encuen-
tro y el diálogo entre los pueblos de
España, en tanto a través de su libre
comunicación cultural van contribuyen-
do a trabar un fondo cultural de todos,
un denominador cultural común».

Sin embargo, concluye que la Cons-
titución se muestra parca en el reflejo
de otras identidades culturales por en-
cima del escalón estatal, como de ma-
nifestaciones subculturales, de base so-
cial o territorial. En particular, las
subculturas de base social quedan bajo
el régimen general de protección nega-
tiva frente a la no discriminación deri-
vado del principio de igualdad, régi-
men que es el grado más elemental de
protección de la pluralidad cultural,
indicando el autor que podría estable-
cerse un marco más adecuado para la
garantía de las mismas a través del ar-
tículo 9.2 de la Constitución.

Conforme a la coherencia de la obra,
que ya hemos destacado, el siguiente
tema que aborda Jesús PRIETO es el de
la «cultura» en la Constitución, enten-
diendo que este concepto tiene un es-
pacio acotado y propio dentro del cam-
po semántico delimitado por los térmi-
nos política, economía, sociedad y cul-
tura, a los que alude nuestra Constitu-
ción en su artículo 9.2, así como el De-
recho internacional y la doctrina sobre
los derechos fundamentales. En este
campo semántico, la noción de la cul-
tura debe tener una significación pro-
pia, que es tarea de los poderes públi-
cos y de los operadores jurídicos col-
mar en el desarrollo de sus tareas. Pre-
cisamente por ello el autor procede en-
tonces a establecer el contenido de la
noción general de cultura, establecien-
do los diversos círculos de su proyec-
ción constitucional.

Una vez acotados los conceptos de

culturas y cultura en la Constitución y
su proyección jurídica, la obra se cie-
rra ofreciendo una síntesis de lo ex-
puesto al realizar una magnífica cons-
trucción de lo que se denomina el Esta-
do de cultura, término que el autor ins-
cribe en el marco de la evolución histó-
rica del Estado social y democrático de
Derecho, pero que, conforme a sus prin-
cipios ordenadores, no es suficiente para
resaltar la especificidad de lo cultural
en la conformación del Estado. La cons-
trucción del Estado de cultura debe rea-
lizarse, según el autor, sobre los princi-
pios de libertad, pluralismo y progreso
de la cultura. En relación al primero de
ellos, la libertad de la cultura, nos ofre-
ce una visión nueva, incluyendo en su
contenido no sólo la tradicional liber-
tad de creación cultural, sino también
las libertades de comunicación cultu-
ral (un derecho genérico de libre trans-
misión de la cultura creada y las liber-
tades de enseñanza y de cátedra) y las
libertades de emprendimiento e institu-
cionalización cultural, orientadas a la
garantía de la pluralidad de iniciativas
sociales de los individuos y los grupos
en relación a la cultura. Dentro de este
grupo de libertades que integran el prin-
cipio de libertad de la cultura, el autor
se detiene en realizar una reflexión es-
pecífica sobre la libertad de creación
cultural, para establecer su autonomía
con respecto a la genérica libertad de
expresión, lo que obliga a plantear la
dinámica específica de los límites a
ambas libertades.

El análisis del principio de pluralis-
mo cultural es de gran utilidad incluso
fuera del ámbito de reflexión de la obra
que comentamos, dado que el genérico
principio de pluralismo se está erigien-
do progresivamente como principio rec-
tor de sectores tan destacados como el
de la comunicación social. De la re-
flexión abstracta sobre el principio de
pluralismo en sus aspectos culturales
se extraen conclusiones que permiten
enjuiciar de forma crítica la jurispru-
dencia constitucional acerca de la dis-
tribución de competencias entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas en
materias culturales, en la que, según el
autor, se ha abusado de la utilización
de los títulos específicos de reparto de
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competencias, en detrimento del título
competencial concurrente, que es, a su
juicio, el que preside el reparto de com-
petencias en relación a la cultura. Esta
tesis puede tener una indudable reper-
cusión institucional, así como también
participa de esta proyección la recons-
trucción que se efectúa en torno al sig-
nificado que tienen las competencias
exclusivas del Estado en la materia,
acantonándolas a las facultades referi-
das a los aspectos instrumentales para
la expresión de la materia cultural.

La misma repercusión debería tener
la atención que el autor reclama para
el principio de progreso de la cultura,
que condensa como la igualdad en el
disfrute de la cultura y que exige que
los poderes públicos adopten medidas
positivas para su desarrollo. Una vez
que los tratadistas de Derecho público
han analizado y explayado los valores
ínsitos en la Constitución de 1978, y
cuando se teme por el declive de algu-
nos de sus conceptos, resulta alentado-
ra para el progreso jurídico y social la
aportación del Profesor PRIETO DE PE-
DRO al recrear e idealizar el Estado de
la cultura. Demostración ésta de cuan-
to cabe en la meditación de elementos
no destacados hasta ahora, que respon-
den a una exigencia innovadora de nues-
tra sociedad e implícitos en una Cons-
titución con ya quince años de desarro-
llo legislativo, de amplia ejecución y
ponderado estudio, un campo, pues, bá-
sico y siempre abierto a la reconsi-
deración de los más sagaces iuspu-
blicistas.

Celeste GAY FUENTES

STOBER, Rolf: Derecho administrativo
económico. (Traducción y anotación
de Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBÁ-
SIEZ). Ministerio para las Adminis-
traciones Públicas, Madrid, 1992.

Mediante esta obra se nos presenta
en España por vez primera el Derecho
administrativo económico alemán. Una

presentación en todo su alcance, pues
este libro aborda todas y cada una de
las materias que integran esta rama del
Derecho administrativo, consecuencia
de la afortunada elección de la obra a
traducir; nada mejor, para introducir
el Derecho administrativo económico
en España, que hacerlo por el libro del
Profesor STOBER, Wirtschaftsverwal-
tungsrecht, una obra completa, exhaus-
tiva y llena de información para el es-
tudioso español.

Pero la presente traducción enrique-
ce el trabajo original con numerosas
notas que resultan imprescindibles para
la correcta comprensión por lectores no
familiarizados con las categorías jurídi-
cas alemanas, dificultad que —como
reconoce el propio STOBER— superó con
gran brillantez el Doctor GONZÁLEZ-VA-
RAS, reflejo del profundo conocimiento
del sistema jurídico germano, avalado
ya por numerosas publicaciones de De-
recho comparado hispano-alemán. Así,
su tesis doctoral —que recientemente ha
visto la luz— sobre la jurisdicción con-
tencioso-administrativa en Alemania, o
los trabajos sobre la financiación de los
partidos políticos, la organización mu-
nicipal alemana o sistema de medidas
cautelares de ese ordenamiento.

El libro también cuenta con un pró-
logo del Profesor Francisco SOSA WAG-
NER que ha sabido transmitir esa he-
rencia del pensamiento español más
fértil, que no dudó en peregrinar más
allá de nuestras fronteras en busca de
conocimientos y formas de enfrentar la
labor intelectual, uno de cuyos más re-
cientes frutos estamos comentando.

El momento en que aparece esta tra-
ducción es ciertamente oportuno. Tal
como el prologuista apunta, «con la tra-
ducción de la obra de STOBER, el dere-
cho público económico, que cuenta en
España con las señaladas aportaciones
de Ramón MARTÍN MATEO y Sebastián
MARTÍN-RETORTILLO, alcanza especial
madurez».

Respecto al contenido del libro, lo
integran cuatro partes. La primera,
introductoria y de fundamentos, con-
tribuye a la plena sustantivación de esta
asignatura tan prometedora y rica de
contenidos. Ya se observa aquí una de
las aportaciones esenciales de este li-
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bro, en la cual insiste STOBER: la con-
cepción del derecho administrativo eco-
nómico y el derecho ambiental como
partes de una misma unidad. Esta es
una aportación novedosa, incluso en el
ámbito alemán, que anticipa la evolu-
ción que se está dando en la normativa
comunitaria, siendo manifestación de
esta postura el Tratado de Mastricht,
que ha incidido en esta misma conside-
ración del medio ambiente como ele-
mento estructural de las demás políti-
cas comunitarias.

El libro, en su segunda parte, «De-
recho constitucional económico», abor-
da los postulados constitucionales del
derecho administrativo económico con
gran rigor y sistemática, haciendo cons-
tantes referencias a la jurisprudencia
constitucional alemana.

De la tercera parte debe resaltarse
la estructuración que se realiza de las
distintas formas de la Administración
económica, que podían servir de mode-

lo a importar. Sí destacaría el capítulo
referido a la Administración en forma
de derecho privado y sus soluciones en
el sistema alemán.

La parte especial se dedica a estu-
diar principalmente el Derecho indus-
trial, junto con otros sectores del Dere-
cho administrativo económico, que a
veces no reciben entre nosotros la aten-
ción que pudieran merecer.

Estamos, en fin, ante una obra que
ayuda significativamente al desarrollo
de nuestro Derecho administrativo eco-
nómico y que, gracias a la sensibilidad
del Ministerio para las Administracio-
nes Públicas al editar este libro, permi-
te un acercamiento a un sistema jurídi-
co que comparte con el nuestro cada
vez más la urgencia de resolver los mis-
mos problemas.

Carlos GONZÁLEZ ÁLVAREZ
Universidad de León
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CONSTITUCIONALES

Sumario del núm. 16 (septiembre-diciembre 1993)

I. SEMINARIO DEL CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Enrique ÁLVAREZ CONDE: El ámbito competencial del Consejo General del
Poder Judicial y las Comunidades Autónomas.

Carlos M. AYALA CORAO: La democracia venezolana frente a la participación
política.

Massimo LA TORRE: Derecho y conceptos de Derecho. Tendencias evolutivas
desde una perspectiva europa.

Lorenzo MARTÍN-RETORTILI.O: Inmunidad parlamentaria y separación de po-
deres.

Rogelio PÉREZ PERDOMO: Crisis política y sistema judicial en Venezuela.

Fernando REINARES: Estado, democracia liberal y terrorismo político.

II. DOCUMENTACIÓN

Boletín de Sumarios.

Bibliografía

Leyes y disposiciones con fuerza de ley estatales.

III. ACTIVIDADES DEL CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.500 pts.
Extranjero 59 $
Número suelto: España 1.600 pts.
Número suelto: Extranjero 20 $

Pedidos y suscripciones:
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Fuencarral, 45 - 28004 MADRID



REVISTA DE ESTUDIOS POLÍTICOS
(NUEVA ÉPOCA)

Presidente del Consejo Asesor: Carlos OLLERO GÓMEZ
Director: Pedro de VEGA GARCÍA

Secretario: Juan J. SOLOZABAL ECHAVARRIA

Sumario del número 82 (octubre-diciembre 1993)

ESTUDIOS

Antonio HERMOSA ANDÚJAR: De la libertad y del consentimiento. Dos estudios sobre «El
Príncipe» de Maquiavelo.

Edward TARSARWSKI: A la espera del cambio conceptual en la ciencia política.
Gonzalo MAESTRO BUELGA: El momento consensual de la planificación: Notas sobre el

Consejo Económico v Social.
Carmen NINOU GUIKOT: Transición y consolidación democrática en América Latina.

NOTAS

Georg BRUNNER: Un hito en el camino hacia el Estado de Derecho. El largo tiempo
impedido v finalmente conseguido control de la constitucionalidad en Europa del
Este.

Michacl HOCAN: El Delegado Provincial en la política económica.
Francesc CARRERAS, Ignacio GARCÍA JURADO y Miguel A. PACIOS: Estudio coaliciona! de los

Parlamentos Autonómicos españoles de Régimen Común.
Ramón ADELI. ARGILES: Movimientos sociales y participación política.
Nicolás PÉREZ SOLA: LOS referéndum abrogativos de! 18 abril en la encrucijada de la crisis

política italiana.
Benjamín RIVAYA GARCÍA: Algunas notas referidas, en el marco iusfilosófico, a la «presun-

ta» inexistencia de sociología en la década que siguió a la guerra civil.

CRÓNICAS Y DOCUMENTACIÓN

Geofrey K. ROBERTS: Sistema de partidos v parlamento en Gran Bretaña: 1992.
Elvyra PABÓN TARANTINO: La integración latinoamericana y la Conferencia Iberoamerica-

na de Naciones.

RECENSIONES. NOTICIAS DE LIBRO

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4. 800 ptas.
Extranjero 61 $
Número suelto: España 1.400 ptas.
Número suelto: Extranjero 22 $

Suscripciones:
EDISA

López de Hoyos, 141 - 28002 MADRID
Números sueltos:

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES
Fuencarral, 45 - 28004 MADRID



REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO
CONSTITUCIONAL

Presidente: Luis SÁNCHEZ AGESTA

Director: Francisco RUBIO LLÓRENTE

Secretario: Javier JIMÉNEZ CAMPO

Sumario del año 13, número 39 (sept.-dic. 1993)

ESTUDIOS

Francisco RUBIO LI.ORF.NTE: El principio de legalidad.
Juan RAMALLO MASSANET: La asimetría del poder tributario y del poder de gastos.
Juan JOSÉ SOLOZÁBAL ECHAVARRIA: Una visión institucional del proceso electoral.

Susana HUERTA TOCILDO: El derecho fundamental a la legalidad penal.
Juan Luis Requejo Pagés: Constitución y remisión normativa.

NOTA

Mariano BACIGAI.LPO: El impacto del Tratado de la Unión Europea en la reciente reforma
constitucional alemana.

JURISPRUDENCIA

Francisco FERNÁNDEZ SEGADO: La leona jurídica de los derechos fundamentales en la
doctrina constitucional.

Crónica

Por el DEPARTAMENTO DE DERECHO CONSTITUCIONAL DE LA UNIVERSIDAD CARLOS III de Ma-
drid.

CRÓNICA PARLAMENTARIA

Por NICOLÁS PÉREZ-SERRANO JAURECLI.

CRITICA DE LIBROS

Luis M." DIRZ-PICAZO: A propósito del Constitucional Law of Canadá.
Paloma BICLINO: El conflicto entre órganos constitucionales.
Santiago GONZAI.EZ-VARAS: La intromisión del poder legislativo en el ámbito de las

funciones de ¡a Administración.

RESEÑA BIBLIOGRÁFICA

Noticias de Libros.
Revista de Revistas.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.500 ptas.
Extranjero 59 $
Número suelto: España 1.600 ptas.
Número suelto: Extranjero 20 $

Suscripciones:
EDISA

López de Hoyos, 141 - 28002 MADRID

Números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Fuencarral, 45 - 28004 MADRID

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES
Plaza de la Marina Española, 9 - 28071 MADRID (ESPAÑA)



REVISTA DE INSTITUCIONES EUROPEAS

Directores: Manuel DIEZ DE VELASCO, Gil Carlos RODRÍGUEZ IGLESIAS
y Araceli MANGAS MARTÍN

Directora Ejecutiva: Araceli MANGAS MARTÍN
Secretaria: Nila TORRES UGENA

Sumario del vol. 20, número 3 (sept.-dic. 1993)

ESTUDIOS

Luis Ignacio SÁNCHEZ RODRÍGUEZ: La Unión Europea y su política exterior y de
seguridad.

Fernando MARINO MENÉNDEZ: La configuración progresiva de la política
medioambiental comunitaria.

Javier DÍEZ-HOCHLEITNER: La respuesta del TVE al incumplimiento de las
sentencias del Tribunal de Justicia por los Estados miembros.

Isabel GARCIA RODRÍGUEZ: Derecho aplicable y orden público comunitario.

CRÓNICAS

Consejo de Europa. Comité de Ministros, por Nila Torres.

BIBLIOGRAFÍA

REVISTA DE REVISTAS

DOCUMENTACIÓN

Consejo Europeo Extraordinario, Bruselas, 9 de octubre de 1993.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.500 ptas.
Extranjero 59 $
Número suelto: España 1.600 ptas.
Número suelto: Extranjero 20 $

Suscripciones y números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Fuencarral, 45, 6.a - 28004 MADRID



REVISTA DE HISTORIA ECONÓMICA

Director: Leandro PRADOS DE LA ESCOSURA
Secretario: Pedro FRAILE BALBIN

Sumario del año XI, núm. 3 (otoño 1993)

PANORAMAS DE HISTORIA ECONÓMICA

Cormac ó Grada (University College, Dublín): Salud, trabajo y nutrición.
Irlanda antes de la hambruna.

PREMIO RAMÓN CARANDE 1992

Miguel Ángel GUTIÉRREZ BRINCAS (Universidad de Cantabria): La productivi-
dad de la tierra en España 1752-1930: Tendencia a largo plazo.

ARTÍCULOS

Juan CARLOS FRÍAS (Universidad de Valladolid): Atraso económico y cultural
de élites. A propósito de la traducción castellana en 1848 de los «Principios
de economía política y tributación» de David Ricardo.

Alan DYE (Universidad Carlos III de Madrid): Producción en masa del azúcar
cubano, 1899-1929: Economías de escala y elección de técnicas.

José Luis GARCÍA RUIZ (Universidad Complutense): Banca y crisis económica
en España, 1930-1935: Un nuevo enfoque.

NOTAS

RECENSIONES

PRECIOS SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.200 ptas.
Extranjero 55 $
Número suelto: España 1.750 $
Número suelto: Extranjero 20 $

Suscripciones y números sueltos:
ALIANZA EDITORIAL

Milán, 38, Teléf.: 300 00 45
28043 MADRID (España)



REVISTA DE LAS CORTES GENERALES

CONSEJO DE REDACCIÓN

Presidentes: Félix PONS IRAZABAL y Juan José LABORDA MARTIN
Presidente de Honor: Gregorio PECES-BARBA MARTÍNEZ

Juan MUÑOZ GARCÍA, Bernardo BAYONA AZNAR, Federico TRILLO-FICUEROA MARTINEZ-CONDE, Clemente
SANZ BLANCO, Joan MARCET I MORERA, Manuel ACLILAR BELDA, Francisco RUBIO LLÓRENTE, Martín

BASSOLS COMA, José M. BELTRAN DE HEREDIA, José Luis CASCAJO DE CASTRO, Elias DÍAZ, Jorge DE
ESTEBAN ALONSO, Eusebio FERNANDEZ, Fernando GARRIDO FALLA, Antonio PÉREZ LUÑO, Fernando

SALNZ DE BUJANDA, Juan ALFONSO SANTAMARÍA PASTOR, Jordi SOLÉ TURA, Manuel FRAILE CLIVILLÉS,

PABLO PÉREZ JIMÉNEZ, Emilio RECORRER DE CASSO, Fernando SANTAOLALLA LÓPEZ, Fernando SAINZ

MORENO, María Rosa RIPOLLÉS SERRANO, Manuel GONZALO GONZÁLEZ y Miguel MARTÍNEZ
CUADRA IXX

Director: Ignacio ASTARI.OA HUARTE-MENDIOCA
Subdirector: Manuel ALBA NAVARRO

Sumario del número 28 (primer cuatrimestre 1993)

I. ESTUDIOS

Miguel HERRERO DE MIÑÓN: Tratado de la Unión Europea y Constitución española: el
principio de subsidiaridad.

Piedad GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ: Consideraciones sobre la duración del mandato de
los senadores designados por las Comunidades Autónomas.

Elvira ARANDA ÁLVAREZ: Consideraciones sobre la naturaleza de la inmunidad parlamen-
taria y la necesidad de objetivar los criterios para la concesión de los suplicatorios.

Francisco Javier DIEZ REVORI: El acatamiento a la Constitución y el acceso al ejercicio de
cargos públicos representativos.

II NOTAS Y DICTÁMENES

Dictamen de la Secretaría General del Senado sobre las cuestiones planteadas por la
ejecución de la Sentencia 206/1992, de 27 de noviembre, del Tribunal Constitu-
cional.

III. CRÓNICA PARLAMENTARIA

Trabajos de la Secretaría General del Congreso de los Diputados, preparatorios de la
resolución de la presidencia sobre el procedimiento a seguir para la tramitación
de la reforma de los Estatutos de Autonomía.

IV. DOCUMENTACIÓN

V. LIBROS

VI. REVISTA DE REVISTAS

Suscripciones:
SECRETARIA GENERAL DEL CONGRESO

DE LOS DIPUTADOS
(Servicio de Publicaciones)

Carrera de San Jerónimo, s/n - 28071 MADRID



PUBLICACIONES

Informe anual
Balance de la actuación del Defensor del Pueblo. Su presenta-

ción ante las Cortes Generales es preceptiva y proporciona una
visión de conjunto de las relaciones de la administración pública
con el ciudadano.

Informe anual 1991: 2 vols. (6.250 ptas.).
Informe anual 1992: 2 vols. (6.500 ptas.).

Recomendaciones y sugerencias
Reúne, anualmente desde 1983, las resoluciones en las que se

indica a la administración pública o al órgano legislativo competen-
te, la conveniencia de dictar o modificar una norma legal, o de
adoptar nuevas medidas de carácter general.

1991 (2.200 ptas.).
1992 (en prensa).

Informes, Estudios y Documentos
Se trata de documentos de trabajo, elaborados con motivo de la

actuación del Defensor del Pueblo, en los que de forma monográfica
se analizan algunos problemas de la sociedad española y la res-
puesta de las administraciones públicas.

«Situación penitenciaria en España» (agotado).
«Residencias públicas y privadas de la tercera edad» (1.600 ptas.).
«Situación penitenciaria en Cataluña» (agotado).
«Menores» (agotado).
«Situación jurídica y asistencia! del enfermo mental en España»
(3.500 ptas.).

Recursos ante el Tribunal Constitucional
1983-1987 (2.600 ptas.).
1988-1992 (1.400 ptas.)

Distribuye:
LA LIBRERÍA DEL BOE
Cl. Trafalgar, 29 - 28071 MADRID - Teléf. 538 22 95
DORSA
Camino de Hormigueras, 124 - 28031 MADRID - Teléf. 380 28 75



DOCUMENTACIÓN

JURÍDICA

Legislación Española
y Comunitaria

en materia mercantil

Introducción y edición a cargo de

Juan Ramón Iturriagagoitia Bassas

MINISTERIO DE JUSTICIA
Secretaría General Técnica

Pedidos y suscripciones:
MINISTERIO DE JUSTICIA

Centro de Publicaciones
Gran Vía, 76. 8.° - Teléfono 547 54 22 - 28013 MADRID



ANUARIO DEL DERECHO CIVIL

Sumario del tomo XLVI, fase. II (abril-junio 1993)

ESTUDIOS MONOGRÁFICOS

Luis PUIG FERRIOL: La Casación Civil ante el Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña (1989-1990).

José Miguel RODRÍGUEZ TAPIA: Sobre la Cláusula Penal en el Código Civil.
J. A. DORAL GARCIA: Reparación y sanción. El Cumplimiento de las Obligacio-

nes en forma especifica.
Francisco de P. BLASCO GASCO: Modificación del Régimen Económico Matri-

monial y perjuico de terceros: la norma del artículo 1.317 CC.
José FERNÁNDEZ VILLA: El Pasivo de la sociedad de gananciales: en tomo al

artículo 1.369 CC.
Jerónimo LÓPEZ PÉREZ: Aspectos externo e interno de responsabilidad en la

sociedad de gananciales: interés del acreedor y de los cónyuges.

ESTUDIOS LEGISLATIVOS

Daniel RODRÍGUEZ RUIZ DE VILLA: Notas sobre la nueva Ley del Contrato de
Agencia.

INFORMACIÓN LEGISLATIVA

A cargo de Pedro de ELIZALDE Y AYMERICH y Luis Miguel LÓPEZ FERNANDEZ.

BIBLIOGRAFÍA

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 6.400 ptas.
Fascículo suelto 2.100 ptas.
Extranjero 7.300 ptas.
Fascículo suelto 2.400 ptas.
Fascículo monográfico en homenaje a
don Federico de Castro (fascículo 4.°,
tomo XXXVI, 1983) 3.710 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76 - Tels. 547 54 22 y 390 20 13
28013 MADRID



ANUARIO DE DERECHO PENAL
Y CIENCIAS PENALES

Sumario del tomo XLV, fase. III (sept.-dic. 1992)

SECCIÓN DOCTRINAL

Enrique GIMBF.RNAT ORDEIG: Concurso de leyes, eiror y participación en el
delito (A propósito del libro del mismo título del profesor Enrique
Peñaranda).

Luis RODRÍGUEZ ENNES y Pilar ALLEGUE AGÜELO: Reflexiones sobre algunas ideas
punitivas del P. Sarmiento.

Nicolás GARCÍA RIVAS: LOS delitos de insumisión en la legislación española.

Yesid REYES ALVARADO: Fundamentos teóricos de la imputación objetiva.

María del Carmen ALASTUEY DOBÓN: Delitos de comisión por omisión en la
jurisprudencia del Tribunal Supremo.

CRÓNICAS EXTRANJERAS

Jaime E. GRANADOS PEÑA: La influencia del Código Penal Modelo en la reforma
del Derecho Penal de los EE.UU. (Breves comentarios con motivo del
Trigésimo Aniversario del Código Penal Modelo).

Günter JAKPBS: El principio de culpabilidad.

SECCIÓN LEGISLATIVA.

Disposiciones (*).

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 5.000 ptas.
Fascículo suelto 1.980 ptas.
Extranjero 5.400 ptas.
Fascículo suelto 2.400 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76, 8° - Tels. 547 54 22 y 390 20 13
28013 MADRID



ANUARIO DE HISTORIA
DEL DERECHO ESPAÑOL

Sumario del tomo LXII (Madrid, 1992)

Francisco TOMAS Y VALIENTE: Al lector

ESTUDIOS

Jesús LALINDE ABADÍA: Las Cortes de Barcelona, de 1702.
Vicente MONTOJO MONTOJO: Crecimiento mercantil y desarrollo corporativo en Es-

paña: Los consulados extraterritoriales extranjeros (ss. xvi-xvn).
Santoa M. CORONAS GONZÁLEZ: Espíritu ilustrado y liberación del tráfico comercial

con Indias.
Ramón FERNÁNDEZ-GUERRA FERNÁNDEZ: El Fletamiento en las ordenanzas del Con-

sulado de Bilbao de 1737.
José Luis BERMEJO CABRERO: DOS aproximaciones a la Hacienda del Antiguo Régi-

men.
Tomás DE MONTAGUT ESTRAGUES: El testamento inoficioso en las Partidas y sus

fuentes.
Eugenio CISCAR PALLARES: La «Ferma de Dret» en el Derecho Foral Valenciano.
Carmen MUÑOZ DE BUSTILLO ROMERO: Asturias, Cuerpo de Provincia. (De la Corpo-

ración provincial en la Castilla Moderna).
Rafael VALLEJO POUSADA: Redención y pervivencia del foro durante la desamortiza-

ción de Mendizábal (1836-1854).

DOCUMENTOS

Joseph F. O'CAU.AGHAN: Catálogo de los Cuadernos de las Cortes de Castilla y León
1252-1348.

Elena NAHARRO QUIRÓS: Relaciones entre dinero, trabajo v condición nobiliaria.

MISCELÁNEA

José M.a ORTUNO SÁNCHEZ-PEDREÑO: Bartolomé Colón, primer adelantado de las
Indias.

Luis GONZÁLEZ ANTÓN: El Justicia de Aragón en el siglo xvi.
José Luis BERMEJO CABRERO: Textos normativos hispánicos en la obra de lean

Bodin.
Antonio JARA FUENTE: Para sujetar a vasallos rebeldes.

HISTORIOGRAFÍA

BIBLIOGRAFÍA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 6.420 ptas.
Tomo atrasado 6.950 ptas.
Extranjero 6.500 ptas.
Tomo atrasado 7.100 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76 - Tels. 547 54 22 y 390 20 13
280 1 3 MADRID



ANUARIO DE FILOSOFÍA DEL DERECHO

Sumario del tomo X (Nueva época), 1992

I. DERECHO Y ESTADO ENTRE NEOLIBERALISMO Y SOCIALDEMOCRACIA
José MONTOYA y Pilar GONZÁLEZ ALTABLE: Estado, Derecho y Libertad según F. A. Hayek.

María ELÓSEGLI ITXASO: El contractualismo constitucional de James Buchanan.

María Encarnación FERNÁNDEZ RUIZ-GALVEZ: Igualdad, diferencia y desigualdad. A
propósito de la crítica neoliberal de la igualdad.

Francisco PUY: La socialdemacracia y su parentela ideológica.

Ernesto J. VIDAL GIL: Sobre los derechos de solidaridad. Del Estado liberal al social y
democrático de Derecho..

Emilia BEA PÉREZ: LOS derechos sociales ante la crisis del Estado del Bienestar.

José María ROSALES: Europa y la esperanza del orden: la democracia más allá de las
coordenadas de la Unión Europea.

José Luis SERRANO MoRENo:£co/ogía, Estado de Derecho y Democracia.

II. ESTUDIOS
1. Sobre la Filosofía del Derecho

Rafael HERNÁNDEZ MARIN: Concepto de la Filosofía del Derecho.

Marina GASCÓN ABELLAN: Consideraciones sobre el objeto de la filosofía jurídica.

Fernando GALINDO, José Ángel MORENO Y José Félix MLÑOZ: El concepto de Derecho.
De la argumentación a la comunicación.

Francisco GARRIDO PEÑA: Notas sobre la asignatura de Teoría del Derecho corno biogra-
fía critica de la tey.

2. Derecho y lenguaje

3 • Derecho y valores

4. Historia del pensamiento jurídico

III. DEBATES

IV. INFORMACIONES

V. CRÓNICA BIBLIOGRÁFICA

VI. CRITICA BIBLIOGRÁFICA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 3.500 ptas.
Tomo atrasado 4.200 ptas.
Extranjero 3.700 ptas.
Tomo atrasado 4.400 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76, 8.° - Tels. 547 54 22 y 390 20 13.
28013 MADRID



REVISTA DE ESTUDIOS DE LA
ADMINISTRACIÓN LOCAL Y AUTONÓMICA

Director Francisco SOSA WAG.MER
Secretario de Redacción: Luis CALVO SÁNCHEZ

Sumario del núms. 257 (enero-marzo 1993)

I. SECCIÓN DOCTRINAL

José Luis MEILÁN GIL: Interrelación de la Ley de Seguridad Vial y otras Leyes
Sectoriales: Carreteras, transportes especiales y transportes de mercan-
cías peligrosas.

José A. Lópuz PELI.ICER: El régimen concesional y de gestión de las emisoras
de radio municipales.

M..' Teresa Carballeira Rivera: La cooperación interadministrativa rn la
LBRL.

Germán VALENCIA MARTÍN: El Justiprecio en la Expropiación Forzosa (De la
Ley de Expropiación Forzosa de 1954 al Texto Refundido de la Ley del
Suelo de 26 de junio de 1992).

II. SECCIÓN CRÓNICAS

Javier OLIVAN DEL CACHO: I/X Ijey de medidas de ordenación integral del
Somontano del Moncayo: un experimento legislativo de desarrollo rural.

Rosa Elena MUÑOZ BLANCO: Comentarios al Protocolo de Colaboración ante
la Región del Alentejo y la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Carmen FERNÁNDEZ GONZÁLF.Z Legislación Financiera y Tributaria de las
Comunidades Autónomas (junio-diciembre 1992).

III. SECCIÓN JURISPRUDENCIA

Francisco Javier FF.RNÁNDEZ GONZÁLEZ: Reseña de Sentencias del Tribunal
Constitucional que aparecen publicadas en el «BOE» durante el primer
semestre de 1992.

M.a Teresa CARBALLEIRA RIVERA: Sobre algunas sentencias contradictorias del
Tribunal Superior de Xusticia de Galicia en materia de cooperación
intraprovincial.

IV. SECCIÓN BIBLIOGRÁFICA

V. SECCIÓN REVISTAS

Suscripción anual: 4.000 pesetas • Número suelto: 1.200 pesetas.

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
Redacción: Santa Engracia, 7 - 28010 MADRIDAUTONOMIAS



A U T O N O M I E S

Revista Catalana de Derecho Público

Generalitat de Catalunya
Escola de Administrado Pública

Institut d'Estudis Autonómics
Director: Joaquim FERRET JACAS

Sumario del núm. 16 (1993)
ESPECIAL MEDIO AMBIENTE

a) Estudios-
Joaquín TORNOS Y MAS: Algunas reflexiones sobre la Ley de régimen jurídico de

las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.
Francisco LÓPEZ MENUDO: Naturaleza y significación general de la Ley de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

José JUSTE RLIZ: La evolución del Derecho internacional del medio ambiente.
María Jesús MONTORO CHINER: La responsabilidad patrimonial de las adminis-

traciones públicas en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Dictamen núm. 181 del Consejo Consultivo de la Generalidad de Cataluña en
relación con ¡a Ley 30/J 992, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) Crónica

M. ANGELS Sotorra i Serra: Iter legislativo de la Ley 30/1992.

ESTUDIOS

Caterina GARCIA I SEGURA: La actividad exterior del Quebec: giro económico y
consolidación.

Nicoletta MARZONA: Regulación y disciplina del mercado de valores.
Jean-Louis AUTIN: Medios de comunicación y autoridades administrativas

independientes. El ejemplo francés del Consejo Superior del Audiovisual.
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